
INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a las iniciativas con proyecto de de-
creto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
jueves 3 de abril de 2014, de conformidad con los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma los artículos 35, 49, 115 y 116 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, para incorporar el servicio profesional de ca-
rrera en la administración pública estatal y en la municipal, a cargo del diputado
Damián Zepeda Vidales y suscrita por la diputada María Guadalupe Mondragón
González, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Co-
misión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS -
LEY DE PLANEACION

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley de Planeación, con la finalidad
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de establecer la obligación de llevar a cabo la planeación del desarrollo con visión
de largo plazo en México, a cargo del diputado Damián Zepeda Vidales, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Iniciativa que reforma el artículo 157 Bis de la Ley General de Salud, en materia
de prevención y control de la infección por virus de la inmunodeficiencia humana,
a cargo de la diputada Crystal Tovar Aragón, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . 

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

Iniciativa que reforma el artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, para que la Secretaría de Energía en el mes de abril de cada año, en-
tregue un informe al Congreso de la Unión, en relación con el avance en el cum-
plimiento de los objetivos, medidas y líneas de acción planteados en la Estrategia
Nacional de Energía, a cargo del diputado Ramón Antonio Sampayo Ortíz, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Go-
bernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

Iniciativa que reforma el artículo 32 Bis de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, a fin de que el tema de cambio climático sea uno de los ejes fun-
damentales de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, a cargo del
diputado Ramón Antonio Sampayo Ortíz, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . 

LEY PARA LA COORDINACION DE LA EDUCACION SUPERIOR

Iniciativa que adiciona los artículos 28 y 29 a la Ley para la Coordinación de la
Educación Superior, relativo a los recursos del Fondo Mexicano del Petróleo para
la Estabilización y el Desarrollo destinados a becas en la educación superior, a car-
go de la diputada Ma. Guadalupe Mondragón González, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Educación Pública y Ser-
vicios Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Iniciativa que reforma el artículo 562 de la Ley Federal del Trabajo, en materia de
salarios mínimos, a cargo del diputado José Angelino Caamal Mena, del Grupo
Parlamentario Nueva Alianza. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión So-
cial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION

Iniciativa que reforma el artículo 33 del Código Fiscal de la Federación, a fin de
promover la colaboración de las organizaciones de los particulares y de los cole-
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gios de profesionistas con las autoridades fiscales, a cargo del diputado José Án-
gel González Serna, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se tur-
na a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Iniciativa que reforma los artículos 570 y 573 de la Ley Federal del Trabajo, en
materia de salarios mínimos, a cargo del diputado José Angelino Caamal Mena,
del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. Se turna a la Comisión de Trabajo y Pre-
visión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DENOMINAR CON EL NOMBRE DE OCTAVIO PAZ EL PATIO CENTRAL
DE LA CIUDAD DE LOS LIBROS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al presidente del Cona-
culta a denominar con el nombre de Octavio Paz el patio central de la Ciudad de
los Libros, en el marco de la celebración del centenario de su natalicio, a cargo del
diputado Luis Armando Córdova Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MODIFICAR EL ARTICULO 24 DEL REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL
DE RADIO Y TELEVISION, EN MATERIA DE CONCESIONES, PERMISOS
Y CONTENIDO DE LAS TRANSMISIONES DE RADIO Y TELEVISION

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la Segob a
modificar el artículo 24 del Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión,
en materia de Concesiones, Permisos y Contenido de las Transmisiones de Radio
y Televisión, a cargo de la diputada Raquel Jiménez Cerrillo, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Radio y Televi-
sión, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESERVAS INTERNACIONALES PARA SUBSIDIAR EL PRECIO DE LOS
COMBUSTIBLES, EL GAS Y LA ENERGIA ELECTRICA EN 2014

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Banco de México a
transferir a las instancias correspondientes 10 por ciento de las reservas interna-
cionales para subsidiar el precio de los combustibles, el gas y la energía eléctrica
en 2014, a cargo del diputado Alejandro Sánchez Camacho, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERMINACION Y DEBIDA OPERACION DE LA LINEA 12 DEL METRO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas autoridades del
GDF a ejercer acciones para conservar y hacer efectivos sus derechos legales y
contractuales respecto a la terminación y debida operación de la Línea 12 del Me-
tro, suscrita por los diputados Antonio Cuéllar Steffan y Jorge Francisco Sotoma-
yor Chávez, de los Grupos Parlamentarios de los Partidos Verde Ecologista de Mé-
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xico y Acción Nacional, respectivamente. Se turna a la Comisión del Distrito Fe-
deral, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROYECTOS MINEROS E HIDROELECTRICOS QUE AMENAZAN 
LA SIERRA NORORIENTAL DE PUEBLA

Proposición con punto de acuerdo, relativo a la instalación de proyectos mineros
e hidroeléctricos que amenazan la sierra nororiental de Puebla, suscrita por los di-
putados Zuleyma Huidobro González y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parla-
mentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROYECTO DE LIMPIEZA, DESAZOLVE Y ENTUBAMIENTO DEL RIO DE
LOS REMEDIOS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobernador del estado
de México y al director general de la Conagua a llevar a cabo el proyecto de lim-
pieza, desazolve y entubamiento del Río de los Remedios para evitar inundacio-
nes y problemas sanitarios en la zona, a cargo del diputado José Arturo López
Cándido, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. Se turna a la Comisión
de Recursos Hidráulicos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FORTALECER LA TOMA DE DECISIONES EN LA SECRETARIA
DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES 
PARA LA ATENCION DE SEQUIAS E INUNDACIONES

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la Semarnat, en
su carácter de presidente de la comisión intersecretarial para la atención de sequías
e inundaciones, a fortalecer la toma de decisiones en ésta, a cargo del diputado
René Ricardo Fujiwara Montelongo, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. Se
turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . 

INTEGRAR EN EL SUBSIDIO DESTINADO A LA SEGURIDAD 
PUBLICA TODOS LOS MUNICIPIOS QUE REGISTREN UNA
EFICAZ IMPLANTACION DE LOS RECURSOS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Consejo Nacional de
Seguridad Pública a integrar en el subsidio destinado a la seguridad pública todos
los municipios que registren una eficaz implantación de los recursos en ejercicios
anteriores, a cargo del diputado William Renan Sosa Altamira, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión de Se-
guridad Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

HACER CUMPLIR LA LEY FEDERAL SOBRE METROLOGIA
Y NORMALIZACION Y LAS NORMAS OFICIALES 
MEXICANAS EN MATERIA DE ETIQUETADO 
DE JUGOS, NECTARES Y OTRAS CONSERVAS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de Econo-
mía a hacer cumplir la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y las nor-
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mas oficiales mexicanas en materia de etiquetado de jugos, néctares y otras con-
servas, a cargo de la diputada María Concepción Ramírez Diez Gutiérrez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Econo-
mía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAS DE OPERACION DEL PROGRAMA SUBSIDIO A LA PRIMA DEL
SEGURO AGROPECUARIO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la SHCP a
adecuar las reglas de operación del programa Subsidio a la Prima del Seguro
Agropecuario, a cargo del diputado José Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACCIONES PARA RESCATAR LOS ESPACIOS PUBLICOS 
ABANDONADOS Y DETERIORADOS EN LAS 16 
DELEGACIONES EN EL DISTRITO FEDERAL

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los 16 jefes delegacio-
nales en el Distrito Federal a llevar a cabo acciones para rescatar los espacios pú-
blicos abandonados y deteriorados, a cargo del diputado Enrique Aubry de Castro
Palomino, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. Se
turna a la Comisión del Distrito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INVESTIGAR EL POSIBLE CASO DE CORRUPCION RELACIONADO CON
REPRESENTACIONES Y DISTRIBUCIONES EYVA, SA DE CV

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares de Pemex
y de la PGR a investigar el posible caso de corrupción relacionado con Represen-
taciones y Distribuciones Eyva, SA de CV, a cargo del diputado Ricardo Mejía
Berdeja y suscrita por el diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamenta-
rio Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. . 

PROGRAMA DE COINVERSION SOCIAL APOYO A MUJERES 
CUIDADORAS, DEL CONGRESO DE LA UNION

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sedesol y al DIF a
considerar en la elaboración de sus políticas la propuesta de los lineamientos base
para operar el programa de coinversión social Apoyo a Mujeres Cuidadoras, del
Congreso de la Unión, a cargo de la diputada Rosalba de la Cruz Requena, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Co-
misión de Desarrollo Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSPECCIONAR LAS AREAS RESPECTIVAS Y LOS 
TRABAJOS REALIZADOS EN LOS POCITOS 
VERTICALES DE CARBON EN COAHUILA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS y al gobierno
de Coahuila a inspeccionar las áreas respectivas y los trabajos realizados en los
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pocitos verticales de carbón, e investigar lo ocurrido el 27 de marzo de 2014 en
Múzquiz, donde fallecieron dos mineros, a cargo del diputado Mario Alberto Dá-
vila Delgado, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la
Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA DE INFRAESTRUCTURA BASICA PARA LA ATENCION DE
LOS PUEBLOS INDIGENAS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la SHCP a
transparentar el origen y el destino de los recursos del Programa de Infraestructu-
ra Básica para la Atención de los Pueblos Indígenas, a cargo del diputado José
Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . 

DAÑO CAUSADO A LOS CLIENTES POR EL DEFICIENTE SERVICIO DE
TELEFONIA CELULAR

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Instituto Federal de Te-
lecomunicaciones y a la Profeco a requerir a Radiomóvil Dipsa, SA de CV, Telcel,
que preste un servicio adecuado; y sancionarla conforme a la normativa aplicable
por el daño causado a los clientes por el deficiente servicio de telefonía celular, a
cargo del diputado Mario Francisco Guillén Guillén, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México. Se turna a la Comisión de Comunicaciones,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACTIVIDADES DE INSPECCION EN LAS MINAS DE CARBON PARA
GARANTIZAR CONDICIONES LABORALES DIGNAS Y SEGURAS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la STPS a re-
forzar con la Secretaría del Trabajo de Coahuila las actividades de inspección en
las minas de carbón para garantizar condiciones laborales dignas y seguras, a car-
go del diputado Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por el diputado Ricardo Monre-
al Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comisión
de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTUDIO DETALLADO EN OBRA PUBLICA Y SERVICIOS URBANOS EN
EL DISTRITO FEDERAL

Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita al jefe del gobierno del
Distrito Federal que realice por la Secretaría de Obras y Servicios un estudio de-
tallado en obra pública y servicios urbanos a fin de verificar que se cumplan todas
las normas en el otorgamiento de permisos futuros para construcción de obras via-
les y pavimentos hidráulicos, a cargo del diputado Leobardo Alcalá Padilla, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Co-
misión del Distrito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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DIFUNDIR POR LA CONSAR LA INFORMACION SOBRE LAS CAUSAS DE
LA MINUSVALIA EN EL MONTO DE LOS FONDOS QUE ADMINISTRAN
LAS AFORE

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP a difundir por
la Consar la información sobre las causas de la minusvalía en el monto de los fon-
dos que administran las Afore, los efectos en la situación financiera de éstas y los
riesgos en lo que resta del año, a cargo del diputado José Soto Martínez, del Gru-
po Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DECRETO DE EXPROPIACION EN LA COMUNIDAD DE BUENAVISTA,
EN TLAXCO, TLAXCALA

Proposición con punto de acuerdo, relativo al decreto de expropiación en la co-
munidad de Buenavista, en Tlaxco, Tlaxcala, a cargo del diputado Ricardo Mon-
real Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comi-
sión de Derechos Humanos, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON EN ANEXO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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*INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del jueves 3 de abril de 2014, de conformidad
con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral 3, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados 

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable Asamblea los turnos dictados a las
iniciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 3
de abril de 2014 y que no fueron abordadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.— Diputado
José González Morfín (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma los artículos 35, 49, 115 y 116 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para in-
corporar el servicio profesional de carrera en la adminis-
tración pública estatal y en la municipal, a cargo del
diputado Damián Zepeda Vidales y suscrita por la diputada
María Guadalupe Mondragón González, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

2. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
de la Ley de Planeación, con la finalidad de establecer la
obligación de llevar a cabo planeación del desarrollo con
visión de largo plazo en México, a cargo del diputado Da-
mián Zepeda Vidales, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

3. Que reforma el artículo 157 Bis de la Ley General de Sa-
lud, en materia de prevención y control de la infección por

virus de la inmunodeficiencia humana, a cargo de la dipu-
tada Crystal Tovar Aragón, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

4. Que reforma el artículo 33 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, para que la Secretaría de
Energía en el mes de abril de cada año, entregue un infor-
me al Congreso de la Unión, en relación con el avance en
el cumplimiento de los objetivos, medidas y líneas de ac-
ción planteados en la Estrategia Nacional de Energía, a car-
go del diputado Ramón Antonio Sampayo Ortíz, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

5. Que reforma el artículo 32 Bis de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, a fin de que el tema de
cambio climático sea uno de los ejes fundamentales de la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, a
cargo del diputado Ramón Antonio Sampayo Ortíz, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

6. Que adiciona los artículos 28 y 29 a la Ley para la Co-
ordinación de la Educación Superior, relativo a los recur-
sos del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización
y el Desarrollo destinados a becas en la educación superior,
a cargo de la diputada Ma. Guadalupe Mondragón Gonzá-
lez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, para dictamen. 

7. Que reforma el artículo 562 de la Ley Federal del Tra-
bajo, en materia de salarios mínimos, a cargo del diputado
José Angelino Caamal Mena, del Grupo Parlamentario
Nueva Alianza. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. 

8.Que reforma el artículo 33 del Código Fiscal de la Fede-
ración, a fin de promover la colaboración de las organiza-
ciones de los particulares y de los colegios de profesionis-
tas con las autoridades fiscales, a cargo del diputado José
Ángel González Serna, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. 
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Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

9. Que reforma los artículos 570 y 573 de la Ley Federal
del Trabajo, en materia de salarios mínimos, a cargo del
diputado José Angelino Caamal Mena, del Grupo Parla-
mentario Nueva Alianza. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. 

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al presiden-
te del Conaculta a denominar con el nombre de Octavio
Paz el patio central de la Ciudad de los Libros, en el mar-
co de la celebración del centenario de su natalicio, a cargo
del diputado Luis Armando Córdova Díaz, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Cultura y Cinematografía, para
dictamen. 

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la Segob a modificar el artículo 24 del Reglamento de la
Ley Federal de Radio y Televisión, en materia de Conce-
siones, Permisos y Contenido de las Transmisiones de Ra-
dio y Televisión, a cargo de la diputada Raquel Jiménez
Cerrillo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisión de Radio y Televisión, para dictamen. 

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Banco de
México a transferir a las instancias correspondientes 10 por
ciento de las reservas internacionales para subsidiar el pre-
cio de los combustibles, el gas y la energía eléctrica en
2014, a cargo del diputado Alejandro Sánchez Camacho,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades del GDF a ejercer acciones para conservar y
hacer efectivos sus derechos legales y contractuales res-
pecto a la terminación y debida operación de la Línea 12
del Metro, suscrito por los diputados Antonio Cuéllar Stef-
fan y Jorge Francisco Sotomayor Chávez, de los Grupos

Parlamentarios de los Grupos Parlamentarios de los Parti-
dos Verde Ecologista de México y Acción Nacional, res-
pectivamente. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen. 

5. Con punto de acuerdo, relativo a la instalación de pro-
yectos mineros e hidroeléctricos que amenazan la sierra
nororiental de Puebla, suscrito por los diputados Zuleyma
Huidobro González y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, para dictamen. 

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al goberna-
dor del estado de México y al director general de la Cona-
gua a llevar a cabo el proyecto de limpieza, desazolve y en-
tubamiento del Río de los Remedios para evitar
inundaciones y problemas sanitarios en la zona, a cargo del
diputado José Arturo López Cándido, del Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo. 

Turno:: Comisión de Recursos Hidráulicos, para dicta-
men. 

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la Semarnat, en su carácter de presidente de la comisión in-
tersecretarial para la atención de sequías e inundaciones, a
fortalecer la toma de decisiones en ésta, a cargo del dipu-
tado René Ricardo Fujiwara Montelongo, del Grupo Parla-
mentario Nueva Alianza. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, para dictamen. 

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Consejo
Nacional de Seguridad Pública a integrar en el subsidio
destinado a la seguridad pública todos los municipios que
registren una eficaz implantación de los recursos en ejerci-
cios anteriores, a cargo del diputado William Renan Sosa
Altamira, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen. 

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Economía a hacer cumplir la Ley Federal sobre
Metrología y Normalización y las normas oficiales mexi-
canas en materia de etiquetado de jugos, néctares y otras



conservas, a cargo de la diputada María Concepción Ramí-
rez Diez Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen. 

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular
de la SHCP a adecuar las reglas de operación del programa
Subsidio a la Prima del Seguro Agropecuario, a cargo del
diputado José Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los 16 je-
fes delegacionales en el Distrito Federal a llevar a cabo ac-
ciones para rescatar los espacios públicos abandonados y
deteriorados, a cargo del diputado Enrique Aubry de Cas-
tro Palomino, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen. 

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titu-
lares de Pemex y de la PGR a investigar el posible caso de
corrupción relacionado con Representaciones y Distribu-
ciones Eyva, SA de CV, a cargo del diputado Ricardo Me-
jía Berdeja y suscrito por el diputado Ricardo Monreal
Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Energía, para dictamen. 

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sede-
sol y al DIF a considerar en la elaboración de sus políticas
la propuesta de los lineamientos base para operar el pro-
grama de coinversión social Apoyo a Mujeres Cuidadoras,
del Congreso de la Unión, a cargo de la diputada Rosalba
de la Cruz Requena, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen. 

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS
y al gobierno de Coahuila a inspeccionar las áreas respec-
tivas y los trabajos realizados en los pocitos verticales de
carbón, e investigar lo ocurrido el 27 de marzo de 2014 en
Múzquiz, donde fallecieron dos mineros, a cargo del dipu-
tado Mario Alberto Dávila Delgado, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. 

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular
de la SHCP a transparentar el origen y el destino de los re-
cursos del Programa de Infraestructura Básica para la Aten-
ción de los Pueblos Indígenas, a cargo del diputado José
Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Institu-
to Federal de Telecomunicaciones y a la Profeco a requerir
a Radiomóvil Dipsa, SA de CV, Telcel, que preste un ser-
vicio adecuado; y sancionarla conforme a la normativa
aplicable por el daño causado a los clientes por el deficien-
te servicio de telefonía celular a cargo del diputado Mario
Francisco Guillén Guillén, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Comunicaciones, para dictamen. 

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular
de la STPS a reforzar con la Secretaría del Trabajo de Coa-
huila las actividades de inspección en las minas de carbón
para garantizar condiciones laborales dignas y seguras, a
cargo del diputado Ricardo Mejía Berdeja y suscrito por el
diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. 

18. Con punto de acuerdo, por el que se solicita al jefe del
gobierno del Distrito Federal que realice por la Secretaría
de Obras y Servicios un estudio detallado en obra pública
y servicios urbanos a fin de verificar que se cumplan todas
las normas en el otorgamiento de permisos futuros para
construcción de obras viales y pavimentos hidráulicos, a
cargo del diputado Leobardo Alcalá Padilla, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen. 

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
a difundir por la Consar la información sobre las causas de
la minusvalía en el monto de los fondos que administran
las Afore, los efectos en la situación financiera de éstas y
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los riesgos en lo que resta del año, a cargo del diputado Jo-
sé Soto Martínez, del Grupo Parlamentario Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

20. Con punto de acuerdo, relativo al decreto de expropia-
ción en la comunidad de Buenavista, en Tlaxco, Tlaxcala,
a cargo del diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men.»

CONSTITUCION POLITICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 35, 49, 115 y 116 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
a cargo de Damián Zepeda Vidales y suscrita por María
Guadalupe Mondragón González, diputados del Grupo
Parlamentario del PAN

Los suscritos, integrantes de la LXII Legislatura del Con-
greso de la Unión por el Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, someten a consideración
del pleno de esta asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, que reforma y adiciona los artículos 35,
49, 115 y 116 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para incorporar el servicio profesional
de carrera en la administración pública estatal y en la mu-
nicipal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El servicio civil surgió por la necesidad de las monarquías
absolutas de los siglos XVI a XVIII para el control de la
burocracia. El primer servicio civil fue prusiano, en el cual
se aplicaban principios modernos de reclutamiento basados
en el mérito y con la posibilidad por igual de acceso al em-
pleo.

El servicio civil de carrera está vinculado a la formación
del Estado moderno, al transitar de una monarquía a una
república, que legitima al servicio como una función técni-
ca que está lejos de las luchas partidistas. Al trasladarse a
la época contemporánea se crea el concepto de servicio
profesional de carrera que tiene el mismo espíritu del ser-
vicio civil (mérito, igualdad de oportunidad y estabilidad
en el empleo), pero la diferencia consiste en que el servicio
profesional es una versión moderna con la integración de
elementos de carácter gerencial en recursos humanos, eva-
luación del desempeño, certificación de capacidades y nue-
vas tecnologías, por lo que no se debe de utilizar indistin-
tamente y para el caso de la presente iniciativa se abocará
hacia el término de servicio profesional de carrera.

La famosa frase empresarial que dice que “el activo más
importante de una empresa es su recurso humano” es pro-
bablemente el principio privado que más debería copiar la
administración pública. Para nadie es un misterio que la
funcionalidad y el éxito de cualquier política pública reali-
zada por algún ente público depende en gran medida de las
aptitudes y actitudes de las personas encargadas de im-
plantarlas. Cualquier ciudadano puede vivir el contraste de
realizar algún trámite burocrático de maneras diferentes;
puede ser atendido con amabilidad y eficiencia y su opi-
nión será de lo más positiva; o puede ser recibido de ma-
nera hosca y torpe y su opinión será totalmente negativa.

Por eso, países como Estados Unidos, España, Reino Uni-
do, Alemania y Francia, por mencionar algunos, han pres-
tado vital importancia a la formación de cuadros especiali-
zados en el servicio público que cuenten con la preparación
y la vocación necesaria para ejercer un encargo guberna-
mental, logrando que a través de los años se sume un fac-
tor también vital para el seguimiento de la ruta de la pro-
ductividad de políticas públicas: la experiencia.

En abril de 2003, hace 11 años, México se introdujo en es-
ta corriente de administración pública al difundir en el Dia-
rio Oficial de la Federación la Ley del Servicio Profesional
de Carrera en la Administración Pública Federal Centrali-
zada, tras el apoyo unánime de todas las fuerzas políticas
nacionales.

Con esta norma se buscaba garantizar la igualdad de opor-
tunidades en el acceso a la función pública con base en el
mérito, de manera tal que se atrajeran, retuvieran, motiva-
ran y formaran cuadros especializados que estuvieran al
margen de trastornos electorales, aseguraran la neutralidad
política y maximizaran la eficiencia del gobierno. Si pu-



diéramos resumir en una frase podríamos decir que se ini-
ciaba la búsqueda del gobierno federal de los mejores hom-
bres y mujeres para integrar una estructura gubernamental
estable y con visión de largo plazo.

Si bien el funcionamiento de esta herramienta tuvo y sigue
teniendo algunas distorsiones, es incomparable el estado de
beneficio que establece su uso: menos corrupción, más efi-
ciencia de gobierno, menos influyentismo, más continui-
dad de políticas públicas, en concreto, mejores funciona-
rios, mejor gobierno, más beneficios para los ciudadanos.

Lamentablemente, el uso del servicio profesional de carre-
ra no es generalizado, pues en la mayoría de los estados y
municipios de nuestro país es inexistente, lo que merma sin
duda el potencial del buen funcionamiento del Estado co-
mo un todo. El funcionario público en muchos gobiernos
locales es designado en base a factores ajenos a sus capa-
cidades, tomando en cuenta elementos como la afinidad
política, la cercanía familiar o de amistad, e inclusive el
pago de cuotas para grupos político-electorales. Estos fe-
nómenos aunados a los cambios de administración estatal
y municipal que se dan entre un mismo partido o en un am-
biente de alternancia y que producen altos grados de rota-
ción de personal y curvas de aprendizaje costosas, se tra-
ducen en gobiernos ineficientes y carentes de una
profesionalización que termina por pasar la factura más ca-
ra al ciudadano común.

La esencia del servicio profesional de carrera es de avalar
la igualdad de oportunidades en el acceso a la administra-
ción pública con base en el mérito, mediante capacidades,
habilidades y conocimientos que se dirijan al mejoramien-
to de la función pública. A partir de lo mencionado se bus-
ca garantizar servicios públicos de calidad, dar continuidad
a los proyectos, brindar una capacitación constante para la
profesionalización de los servidores públicos y mantenerse
en el cargo mediante el mérito obtenido, con ello se gene-
rará una administración pública municipal eficiente, que
brinde un mejor servicio conforme las exigencias de la so-
ciedad. De ahí la importancia de establecer el servicio pro-
fesional de carrera en el precepto que contiene la regula-
ción en torno a los municipios, pues son el orden de
gobierno más próximo a la gente.

Por ello es importante legislar para obligar a que los go-
biernos tengan a las personas correctas en los puestos co-
rrectos y que se les brinde la posibilidad de iniciar una vo-
cación de carrera a largo plazo en beneficio de la sociedad.
El servicio profesional de carrera más que una elección es

una obligación de todo gobierno. Es por ello que la pre-
sente reforma busca romper con estos vicios locales y lle-
var los beneficios de esta herramienta a un uso extensivo
en los tres órdenes de gobierno, así como procurar asegu-
rar constitucionalmente su defensa ante posibles tentacio-
nes de políticas regresivas. Los puntos medulares de la ini-
ciativa son los siguientes:

1. Integrar como un derecho de todo ciudadano el poder
ser nombrado en términos de legalidad, eficiencia, obje-
tividad, calidad, imparcialidad, equidad, competencia
por mérito y equidad de género para cualquier empleo o
comisión del servicio público del orden federal, estatal
o municipal, teniendo las calidades que establezca la ley
y privilegiando la existencia de un sistema de servicio
profesional de carrera en términos de la legislación apli-
cable (reforma del artículo 35).

2. Asegurar la implantación del servicio profesional de
carrera por parte de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y
Judicial federales y estatales, por las administraciones
municipales, así como por parte de cualquier entidad de
naturaleza autónoma que tenga una responsabilidad en
cualquiera de los tres órdenes de gobierno, lo anterior en
un marco de garantía a la igualdad de oportunidades en
el acceso a la función pública bajo los principios de le-
galidad, eficiencia, objetividad, calidad, imparcialidad,
equidad, competencia por mérito y equidad de género,
como medida de impulso para el desarrollo eficiente,
honesto y profesional del ejercicio público en beneficio
final de la sociedad (reforma de los artículos 49, 115 y
116).

Con estos cambios se estaría asegurando una transición
completa a gobiernos profesionales que a través de la esta-
bilidad laboral de su base de servidores públicos darían
mejores resultados a la población, pues solo sería reforza-
da su actividad con decisiones de alta gerencia en la mar-
cación de un rumbo de gobierno.

La motivación es muy sencilla: miles de jóvenes prepara-
dos sin empleos, miles de adultos con enorme experiencia
desaprovechados y gobiernos carentes de recurso humano
óptimo para bajar costos e incrementar resultados.

Lograr que el funcionario público en México sea un profe-
sional que se adecue específicamente a un perfil de un
puesto determinado, que cuente con la vocación de servi-
cio, que tenga la seguridad laboral al margen de cambios de
gobierno y que a lo largo de los años acumule experiencia
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invaluable no es un lujo que deba estar a discusión, debe
ser una obligación de Estado innegociable. Todo ciudada-
no debe saber que tiene la oportunidad de servir en la ad-
ministración pública, pero sobre todo, todo ciudadano de-
be de tener la certeza que con su dinero se le paga a las
mejores mujeres y los mejores hombres para que integren
los gobiernos eficientes, honestos y profesionales que ha-
rán de México el país no de los sueños, sino el México de
las realidades.

En cuanto al municipio, la dinámica y transformación que
actualmente vive en México, lo obliga a impulsar procesos
de cambio e innovación, que le permitan instaurar nuevas
tecnologías administrativas, métodos innovadores de ges-
tión y procesos de toma de decisiones basadas en criterios
de mayor racionalidad.

El cambio y la innovación implican la adquisición de co-
nocimiento nuevo; para lograr introducir en los municipios
esquemas de control de gestión; calidad total; financia-
miento por mercado de acciones; formas de concesión, co-
gestión, privatización y asociación intermunicipal para la
prestación de servicios públicos; modalidades administra-
tivas flexibles y participativas; métodos de evaluación de
los programas locales; planeación prospectiva; gestión es-
tratégica, y manejo de escenarios. Sin embargo, cuando se
quiere impulsar este cambio e innovación, se enfrenta en la
administración pública municipal, un cuerpo administrati-
vo obsoleto y arcaico que es sometido por las viejas prác-
ticas inerciales donde priva la discrecionalidad de la deci-
sión y la centralización cuasi absoluta de los procesos
administrativos.

Los perfiles de los funcionarios públicos municipales no se
empatan con el nivel de responsabilidad, ya que estos fun-
cionarios son designados por criterios de afinidad política,
lealtades o acuerdos de grupos de poder. Esta práctica pro-
voca burocratismo, derivado de los bajos perfiles profesio-
nales de los funcionarios públicos, y por el desconoci-
miento de métodos y procedimientos administrativos
ágiles que permitan una atención expedita a la ciudadanía.

Las investigaciones en torno del desarrollo de los gobier-
nos locales plantean dilemas de la modernización adminis-
trativa en los espacios municipales; donde las principales
conclusiones se orientan a identificar denominadores co-
munes, obstáculos y resistencias que inciden en el plante-
amiento modernizador de la administración pública mu-
nicipal.

La heterogeneidad de la realidad municipal en México,
impone desafíos considerables para avanzar en la sistema-
tización de los problemas y en la búsqueda de soluciones
que deberán generarse desde los espacios académicos y gu-
bernamentales.

En la formación de una agenda para la reforma municipal
se han identificado como temas clave de ésta estructura
financiera y coordinación fiscal; integración política y
participación ciudadana; organización y gestión de la ad-
ministración municipal, y competencia y coordinación in-
tergubernamentales, temas nodales para el desarrollo insti-
tucional del municipio, donde un pilar fundamental es la
profesionalización de la gestión municipal.

Sin embargo, el diagnóstico preliminar para integrar la
agenda para la reforma municipal nos arroja una de las
constantes que presentan los gobiernos locales y es en tor-
no a un capital humano insuficiente, con altos niveles de
rotación y escasa o nula capacitación. En tal contexto, la
profesionalización de los servidores públicos municipales
a través del servicio profesional de carrera constituye un
tema urgente de la agenda para la reforma municipal.

En la Encuesta Nacional sobre Desarrollo Institucional
Municipal 2000, realizada por Indesol-Inegi, se identificó
que en México había 2 mil 427 municipios (en 2012 eran 2
mil 445); arrojando el siguiente comparativo: el número de
empleados en 1995 fue de 336 mil 14 y para el año 2000 la
cifra pasó a 478 mil 10, lo que representó un incremento de
40 por ciento; y de la cifra de empleados de 2000, más de
470 mil, es decir, 90 por ciento de estos empleados no te-
nía más de 3 años de experiencia, (Este estado se da por
una administración que desperdicia el aprendizaje cada 3
años, cuando se renuevan las administraciones municipales
y no se asegura la permanencia de los mejores servidores
públicos independientemente de su filiación partidista.)

Respecto a la rotación del personal, se identificó que 88
por ciento de los secretarios, 90 por ciento de los tesoreros,
88 por ciento de los directores de seguridad pública, 88 por
ciento de responsables de la unidad de planeación y 91 por
ciento de los responsables del área de participación social
permanecen de 1 a 3 años, mientras únicamente 12 por
ciento de los secretarios, 10 por ciento de los tesoreros, 12
por ciento de los directores de seguridad pública, 12 por
ciento responsables de la unidad de planeación y 10 por
ciento de los responsables del área de participación social
continua más allá del periodo de la gestión municipal de 3
años. Es decir, el cambio de funcionarios municipales que



se da cada trienio, obstaculiza la creación de una base es-
table de recursos humanos e impide la continuidad en la
delicada tarea de gobernar.

La encuesta de 2000 arrojó en la categoría ocupacional que
en mandos superiores de un total de 25 mil 927 empleados,
22 mil 91 son hombres contra 3 mil 836 mujeres; en man-
dos medios de un total de 25 mil 799 empleados 20 mil 509
son hombres y 5 mil 290 mujeres; en cuanto al personal ad-
ministrativo, de un total de 124 mil 603 son hombres 69
mil 198 y mujeres 55 mil 405. Como se observa, a mayor
categoría ocupacional menor presencia de mujeres y en la
categoría de personal administrativo se logra porcentajes
más cercanos a sus compañeros varones, pero sin lograr al-
canzarlos.

Algunas legislaturas de los estados han aprobado leyes que
regulan al servicio profesional de carrera, en el cual quedan
incorporados los municipios. Destacan las leyes de Zacate-
cas, Aguascalientes y Quintana Roo, que en total suman 79
municipios, representando sólo 3.2 por ciento de los 2 mil
445 existentes en la república. Los tres estados menciona-
dos han dado el primer paso hacia una profesionalización
de los funcionarios públicos municipales y el brindar ser-
vicios de calidad, pero lo ideal es que la totalidad de los
municipios cuenten con el servicio profesional de carrera
para promover que en su administración solo estén los me-
jores, dejando de lado la pugna partidista de los grupos de
poder.

La profesionalización de los servidores públicos estatales y
municipales permitirá la revalorización y dignificación del
trabajo burocrático; porque esta profesionalización implica
separar la función política de la función administrativa o,
dicho de otro modo, separar la función de gobierno estatal
o municipal de la filiación partidista. Asimismo, esta pro-
fesionalización de los recursos humanos estatales y muni-
cipales, implica un cambio cultural en el servicio público
para lograr un buen gobierno que dote a sus gobernados de
servicios de calidad.

La implantación de un servicio profesional de carrera en el
ámbito estatal y en el municipal proporciona una alternati-
va de desarrollo y garantiza una eficiente prestación de ser-
vicios públicos a la sociedad, basados en: compromiso ins-
titucional, eficacia, creatividad, lealtad y ética profesional.

La profesionalización propicia condiciones para asegurar
la permanencia en los gobiernos estatales y en los ayunta-
mientos de los servidores públicos como consecuencia de

la calificación al mérito; ésta constituirá el punto de parti-
da de la carrera administrativa estatal o municipal, que pa-
ra formalizarse requerirá de un nuevo esquema jurídico que
garantice estabilidad y eficiencia en el servicio público.

El servicio profesional de carrera en la administración pú-
blica estatal y en la municipal se debe visualizar como el
conjunto de normas y procesos racionalmente vinculados
para la gestión de personal al servicio del Estado, que ga-
rantice la adecuada selección, desarrollo profesional y reti-
ro digno de los servidores públicos, sobre la base de capa-
citación permanente, evaluación del desempeño y ascenso
mediante la valoración de conocimientos y méritos.

El municipio mexicano ha demostrado una debilidad muy
marcada para hacerse cargo de nuevas atribuciones; si bien
es cierto que la reforma de 1999 del artículo 115 constitu-
cional, le dotó de facultades exclusivas y otras facultades
concurrentes, de cooperación y auxilio; especiales con los
otros órdenes de gobierno: federal y estatal; sin embargo,
en términos generales no se ha conseguido que el munici-
pio mexicano sea consolidado como la célula del federalis-
mo; considerando los tres tipos de federalismo: cooperati-
vo, coordinado y orgánico; uno de los retos importantes es
lograr que este orden de gobierno más cercano a la socie-
dad se constituya realmente como la base del sistema fede-
ral mexicano.

Con base en las razones expuestas, me permito poner a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa de re-
forma del artículo 115 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, de acuerdo con el siguiente

Decreto por el que se reforma la fracción VI del artícu-
lo 35, se adiciona un tercer párrafo al artículo 49, se re-
forman el párrafo segundo y el inciso a) del párrafo ter-
cero de la fracción II del artículo 115 y se adiciona un
segundo párrafo al artículo 116 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma la fracción VI del artículo 35,
se agrega un tercer párrafo al artículo 49, se reforman el
párrafo segundo y el inciso a) del párrafo tercero de la frac-
ción II del artículo 115 y se adiciona un segundo párrafo al
artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 35. …

I. a V. …
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VI. Poder ser nombrado en condiciones de legalidad,
eficiencia, objetividad, calidad, imparcialidad, equi-
dad, competencia por mérito y equidad de género pa-
ra cualquier empleo o comisión del servicio público del
orden federal, estatal o municipal, teniendo las cali-
dades que establezca la ley;

…

Artículo 49. …

…

Los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como
cualquier entidad de naturaleza autónoma que reciba
recursos etiquetados en el Presupuesto de Egresos de la
Federación que signifiquen más de la mitad de su pre-
supuesto total anual deberán obligatoriamente implan-
tar un sistema de servicio profesional de carrera como
mecanismo para garantizar la igualdad de oportunida-
des en el acceso a la función pública bajo los principios
de legalidad, eficiencia, objetividad, calidad, imparcia-
lidad, equidad, competencia por mérito y equidad de
género, como medida de impulso para el desarrollo efi-
ciente, honesto y profesional del ejercicio público en be-
neficio final de la sociedad.

…

Artículo 115. …

I. …

II. …

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de
acuerdo con las leyes en materia municipal y servicio
profesional de carrera que deberán expedir las legisla-
turas de los estados, los bandos de policía y gobierno,
los reglamentos, circulares y disposiciones administrati-
vas de observancia general dentro de sus respectivas ju-
risdicciones, que organicen la administración pública
municipal con base en el mérito a través del servicio
profesional de carrera correspondiente, regulen las
materias, procedimientos, funciones y servicios públi-
cos de su competencia y aseguren la participación ciu-
dadana y vecinal.

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior
será establecer

a) Las bases generales de la administración pública
municipal y el servicio profesional de carrera co-
mo mecanismo para garantizar la igualdad de
oportunidades en el acceso a la función pública
bajo los principios de legalidad, eficiencia, objeti-
vidad, calidad, imparcialidad, equidad, compe-
tencia por mérito y equidad de género. Las leyes
establecerán condiciones específicas para los mu-
nicipios regidos por usos y costumbres; así como
el procedimiento administrativo, incluyendo los me-
dios de impugnación y los órganos para dirimir las
controversias entre dicha administración y los parti-
culares, con sujeción a los principios de igualdad,
publicidad, audiencia y legalidad;

b) a e) …

III. a X. …

Artículo 116. …
…

I. a V. …

VI. Las relaciones de trabajo entre los estados y sus tra-
bajadores, se regirán por las leyes que expidan las legis-
laturas de los estados con base en lo dispuesto en el ar-
tículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y sus disposiciones reglamentarias.

Los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así co-
mo cualquier entidad de naturaleza autónoma que
reciba recursos etiquetados en el Presupuesto de
Egresos del estado que signifiquen más de la mitad
de su presupuesto total anual deberán obligatoria-
mente implantar por ley un sistema de servicio pro-
fesional de carrera como mecanismo para garantizar
la igualdad de oportunidades en el acceso a la fun-
ción pública bajo los principios de legalidad, eficien-
cia, objetividad, calidad, imparcialidad, equidad,
competencia por mérito y equidad de género, como
medida de impulso para el desarrollo eficiente, ho-
nesto y profesional del ejercicio público en beneficio
final de la sociedad.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.



Segundo. Las legislaturas de los estados deberán expedir
la legislación secundaria correspondiente en materia de
servicio profesional de carrera en el término de un año a
partir de la entrada en vigor del presente decreto.

Dado en la sede de San Lázaro, en México, Distrito Federal, a 3 de
abril de 2014.— Diputados: María Guadalupe Mondragón González,
Damián Zepeda Vidales (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen. 

CONSTITUCION POLITICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS - 

LEY DE PLANEACION

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y de la Ley de Planeación, a cargo del diputado Da-
mián Zepeda Vidales, del Grupo Parlamentario del PAN

Damián Zepeda Vidales, diputado federal a la LXII Legis-
latura, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la Cámara de Diputados, con fundamen-
to en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someto a consideración de
esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y de la Ley de Planeación, con la finalidad de
establecer la obligación de llevar a cabo planeación del de-
sarrollo con visión de largo plazo en México, al tenor de la
siguiente:

Exposición de Motivos

Sin lugar a dudas la planeación es factor estratégico para el
éxito de las políticas públicas y desarrollo de un país. A ni-
vel internacional, los casos más significativos de éxito en
materia de crecimiento económico, desarrollo integral y
competitividad, tienen un común denominador: planeación
estratégica de largo plazo. Así, encontramos, por ejemplo,
los casos de países como Chile, Brasil, Finlandia, Corea y

China, por citar solo algunos, quienes identificaron sus
ventajas competitivas décadas atrás y tomaron decisiones
con visión de largo plazo que rindieron fruto con creces a
lo largo de los años. La gran mayoría de los cambios de
fondo y estructurales en un país difícilmente se generan de
un día para otro, se llevan a cabo con planeación y estruc-
turación de políticas públicas congruentes, continuas y en-
focadas a un mismo fin por años.

Derivado de lo anterior, se debe considerar la importancia
de la planeación de largo plazo en las diversas materias co-
rrespondientes al Estado, como son el económico, social,
cultural, político y ambiental, entre otros, así como acen-
tuadamente en materia de desarrollo urbano, ordenamiento
territorial y definición de obras públicas. Tener una visión
a futuro es una herramienta fundamental para lograr el ni-
vel de desarrollo integral deseado para nuestro país y la ca-
lidad de vida de nuestros ciudadanos. Desde esta perspec-
tiva debemos ver a ésta como uno de los instrumentos que
hará que México potencialice sus niveles de competitivi-
dad y bienestar social.

Como se ha mencionado anteriormente, México necesita
incrementar sus niveles de competitividad para generar
mayor crecimiento económico, bienestar social y desarro-
llo integral del país. Actualmente, según señala en Índice
de Competitividad Internacional 2011, del Instituto Mexi-
cano para la Competitividad, nos encontramos como país
situados en la posición número 32 de 46 países que partici-
pan en el estudio, siendo calificado por debajo de países
como Chile, Costa Rica y Argentina. Cabe destacar que he-
mos ocupado la misma posición los últimos 6 años, siendo
el índice una valoración integral al considerar los siguien-
tes aspectos: Sistema de Derecho, Medio Ambiente, Socie-
dad Preparada, Economía Estable, Sistema Político, Mer-
cado de Factores, Sectores Precursores, Gobierno
Eficiente, Relaciones Internacionales y Sectores Económi-
cos.

Así, el índice en mención realiza un comparativo de com-
petitividad de un país respecto a otros, comparando su de-
sempeño en los diversos factores señalados. Estos, a su
vez, se encuentran integrados por subíndices que nos ayu-
dan a identificar el estado de desarrollo en que se encuen-
tra determinada nación en determinado sector y porque,
evaluando con la suma de sus resultados de manera integral
al mismo, explicando de manera cualitativa el porqué de su
desarrollo y exponiendo las mejores prácticas a nivel na-
cional. Dicho mecanismo y otros similares, representan
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una herramienta muy útil para identificar nuestras fortale-
zas, debilidades y áreas de oportunidad como país, a las
cuales podemos dirigir cambios legislativos, presupuesto y
políticas públicas concretas, a efecto de mejorar nuestro
desempeño como entidad y generar un mejor desarrollo.

La planeación del desarrollo en nuestro país es un manda-
to constitucional. A nivel federal la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos establece las bases para
un Sistema de Planeación Democrática del Desarrollo, se-
ñalando en su artículo 26 A.:

¨El Estado organizará un sistema de planeación democráti-
ca del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamis-
mo, permanencia y equidad al crecimiento de la economía
para la independencia y la democratización política, social
y cultural de la nación.

Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Consti-
tución determinaran los objetivos de la planeación. La pla-
neación será democrática, mediante la participación de los
diversos sectores sociales recogerá las aspiraciones y de-
mandas de la sociedad para incorporarlas al plan y los pro-
gramas de desarrollo. Habrá un plan nacional de desarrollo
al que se sujetaran obligatoriamente los programas de la
administración pública federal.

La ley facultara al ejecutivo para que establezca los proce-
dimientos de participación y consulta popular en el sistema
nacional de planeación democrática, y los criterios para la
formulación, instrumentación, control y evaluación del
plan y los programas de desarrollo. Asimismo, determina-
ra los órganos responsables del proceso de planeación y las
bases para que el ejecutivo federal coordine mediante con-
venios con los gobiernos de las entidades federativas e in-
duzca y concierte con los particulares las acciones a reali-
zar para su elaboración y ejecución...¨

Sin embargo, la ley que regula la materia de planeación le
establece a la misma el límite de tiempo al cual se encuen-
tra sujeta una administración, teniendo el Plan Nacional de
Desarrollo un horizonte de 6 años. Lo anterior, aún cuando
correcto en términos de identificar de manera clara los ob-
jetivos y estrategias que darán rumbo al país y a los cuales
se ajustará la administración en turno, limita la visión a un
periodo de tiempo insuficiente para establecer políticas pú-
blicas de manera continua y congruente para la consecu-
ción del estado de desarrollo integral que deseamos lograr
como sociedad.

Atendiendo lo anterior, se considera pertinente proponer la
obligación de contar con una planeación de largo plazo con
visión integral para México, que determine los objetivos,
estrategias, prioridades y recursos necesarios para lograr
las condiciones esperadas de desarrollo integral de la Na-
ción y de la calidad de vida de sus ciudadanos. Dicha pro-
puesta considera una planeación a un horizonte de 30 años
para el país, actualizable de manera ordinaria cada 10 años
y extraordinaria cuando se considere necesaria. Por su-
puesto lo anterior en adición y congruencia, no sustitución,
de los esquemas de planeación actuales.

Para hacer realidad lo anterior, se hace necesario modificar
el segundo y tercer párrafo y agregar un último párrafo al
aparatado A del artículo 26 de nuestra Constitución Fede-
ral en los siguientes términos. (Se señalan las modificacio-
nes con negritas.)

“Los fines del proyecto nacional contenidos en esta
Constitución determinarán los objetivos de la planea-
ción. La planeación será democrática. Mediante la par-
ticipación de los diversos sectores sociales recogerá las
aspiraciones y demandas de la sociedad para incorpo-
rarlas al plan y los programas de desarrollo. Habrá una
agenda estratégica nacional que defina la visión del
país con una perspectiva de largo plazo, a un hori-
zonte de 30 años, en donde se determinarán los obje-
tivos, estrategias, prioridades y recursos necesarios
para lograr las condiciones esperadas de desarrollo
integral del país y la calidad de vida de sus ciudada-
nos. Así mismo habrá un plan nacional de desarrollo al
que se sujetarán obligatoriamente los programas de la
Administración Pública Federal y el cual deberá de es-
tar alineado a lo expuesto en la agenda estratégica
nacional.

La ley facultará al Ejecutivo para que establezca los
procedimientos de participación y consulta popular en
el sistema nacional de planeación democrática, y los cri-
terios para la formulación, instrumentación, control y
evaluación del la agenda, del plan y los programas de
desarrollo. Asimismo, determinará los órganos respon-
sables del proceso de planeación y las bases para que el
Ejecutivo Federal coordine mediante convenios con los
gobiernos de las entidades federativas e induzca y con-
cierte con los particulares las acciones a realizar para su
elaboración y ejecución.

...



Las Constituciones de las entidades federativas de-
berán contemplar la obligatoriedad para el estado y
sus municipios de la elaboración de agendas estraté-
gicas, planes y programas en los mismos términos de
la presente disposición”

De igual forma, se propone reformar la Ley de Planeación
con la finalidad de plasmar en el Sistema Nacional de Pla-
neación Democrática la Agenda Estratégica, en los térmi-
nos expuestos en la propuesta de reforma constitucional,
especificando su integración y la participación de cada ac-
tor involucrado en el proceso de planeación del desarrollo.
Resalta en esta reforma a la Ley de Planeación, la realiza-
da al artículo 21 bajo los siguientes términos: (se señalan
las modificaciones con negritas)

Artículo 21. La planeación del desarrollo nacional se
llevará a cabo atendiendo a lo siguiente:

A. La Agenda Estratégica Nacional es el documento
que define la visión del país con una perspectiva de
largo plazo, a un horizonte de 30 años, el cual deter-
minará los objetivos, estrategias, prioridades y re-
cursos necesarios para lograr las condiciones espera-
das de desarrollo integral del país y calidad de vida
de sus ciudadanos.

La Agenda Estratégica Nacional deberá contener:

I. Un diagnóstico de las condiciones actuales de de-
sarrollo del país que incluya aspectos político, cultu-
ral, social, ambiental y económico, entre otros, como
la identificación de las dinámicas sociales y económi-
cas que lo han propiciado, basándose para ello de
manera no limitativa en la información que al res-
pecto se emita en el marco del Sistema Nacional de
Información Estadística y Geográfica.

II. Identificación de sus fortalezas, áreas de oportu-
nidad, necesidades y situaciones críticas o de aten-
ción prioritaria, en su caso.

III. Identificación de sus vocaciones productivas re-
gionales y áreas de oportunidad.

IV. Reconocimiento de tendencias locales y extranje-
ras en materia económica y productiva.

V. Crecimiento y dinamismo poblacional esperado
en base a la información que al respecto emita el
Consejo Nacional de Población.

VI. Necesidades en materia de infraestructura, ser-
vicios y otras áreas estratégicas, de acuerdo con los
escenarios futuros definidos acorde a las dinámicas
poblacionales, sociales y económicas productivas
proyectadas para el país.

VII. Definición de objetivos, estrategias y priorida-
des de desarrollo para el país, con previsiones sobre
los recursos que serán necesarios para tales fines,
instrumentos responsables de su ejecución, linea-
mientos de política de carácter global, sectorial y re-
gional, así como indicadores y metas mesurables.

VIII. Otros elementos que coadyuven al propósito de
elaborar un documento con el escenario futuro de de-
sarrollo socioeconómico deseado para el país y la es-
trategia y recursos necesarios para llegar al mismo.

Las previsiones de la Agenda Estratégica Nacional se
referirán al conjunto de las actividades económicas y
sociales, y regirán el contenido del Plan y programas
que se deriven del mismo.

El objeto de la planeación de largo plazo debe ser
siempre elevar la calidad de vida de los mexicanos y
generar mejores condiciones de desarrollo para el
país.

Se formulará dentro de los dos últimos años del pla-
zo de duración del mismo.

La categoría de Agenda queda reservada a la Agen-
da Estratégica Nacional.

B. El Plan Nacional de Desarrollo deberá elaborarse, apro-
barse y publicarse dentro de un plazo de seis meses conta-
dos a partir de la fecha en que toma posesión el presidente
de la República, y su vigencia no excederá del período
constitucional que le corresponda, aunque podrá contener
consideraciones y proyecciones de más largo plazo, de-
biendo en todo momento estar alineada con lo previsto
en la Agenda Estratégica Nacional.

El Plan Nacional de Desarrollo precisará los objetivos na-
cionales, estrategia y prioridades del desarrollo integral y
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sustentable del país, contendrá previsiones sobre los recur-
sos que serán asignados a tales fines; determinará los ins-
trumentos y responsables de su ejecución, establecerá los
lineamientos de política de carácter global, sectorial y re-
gional; sus previsiones se referirán al conjunto de la activi-
dad económica, social y cultural, tomando siempre en
cuenta las variables ambientales que se relacionen a éstas y
regirá el contenido de los programas que se generen en el
sistema nacional de planeación democrática.

La categoría de Plan queda reservada al Plan Nacional de
Desarrollo.

Además se contemplan modificaciones que darán sentido
jurídico a la integración de la Agenda Estratégica Nacional
dentro del Sistema Nacional de Planeación Democrática,
así como la obligatoriedad constitucional de que las enti-
dades federativas legislen en sus marcos normativos supe-
riores la obligatoriedad de utilizar una visión de largo pla-
zo en su planeación para el estado y sus municipios.

Ahora bien, cabe destacar que la Agenda Estratégica Na-
cional, se propone sea actualizada cada 10 años, definien-
do nuevamente la visión del país con una perspectiva de
largo plazo, a un horizonte de 30 años. Así mismo, el pro-
ceso de planeación deberá contar con objetivos específicos
y metas mesurables, además de impulsar la congruencia de
todos los planes y programas con la visión de largo plazo,
a fin de lograr continuidad en las políticas públicas, bus-
cando siempre elevar la calidad de vida de los mexicanos y
generar mejores condiciones de desarrollo para la Nación.

Es importante resaltar una vez más la importancia de plas-
mar una visión a futuro en un documento formal, que mar-
que el rumbo y establezca metas claras, definidas, que per-
mita orientar los esfuerzos de las diversas dependencias,
así como la asignación presupuestal, hacia un resultado es-
perado en un horizonte de 30 años. Solo así, con con-
gruencia y continuidad en las acciones a lo largo de los
años podremos verdaderamente incrementar la competiti-
vidad de nuestro país y crecer a convertirnos en un Méxi-
co con mejores oportunidades para todos.

Es por todo lo anteriormente mencionado, que con esta se-
rie de reformas en materia de planeación, se propone re-
formar diversas disposiciones de Constitución Política del
los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley de Planeación,
al tenor del siguiente proyecto de

Decreto que reforma diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de
la Ley de Planeación

Primero. Se reforman el segundo y tercer párrafo, y se adi-
ciona un cuarto al artículo 26 apartado A para quedar como
sigue:

Artículo 26

A. ...

Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Consti-
tución determinarán los objetivos de la planeación. La pla-
neación será democrática. Mediante la participación de los
diversos sectores sociales recogerá las aspiraciones y de-
mandas de la sociedad para incorporarlas al plan y los pro-
gramas de desarrollo. Habrá una agenda estratégica na-
cional que defina la visión del país con una perspectiva
de largo plazo, a un horizonte de 30 años, en donde se
determinarán los objetivos, estrategias, prioridades y
recursos necesarios para lograr las condiciones espera-
das de desarrollo integral del país y la calidad de vida
de sus ciudadanos. Así mismo habrá un plan nacional de
desarrollo al que se sujetarán obligatoriamente los progra-
mas de la Administración Pública Federal y el cual debe-
rá de estar alineado a lo expuesto en la agenda estraté-
gica nacional.

La ley facultará al Ejecutivo para que establezca los proce-
dimientos de participación y consulta popular en el sistema
nacional de planeación democrática, y los criterios para la
formulación, instrumentación, control y evaluación del la
agenda, del plan y los programas de desarrollo. Asimismo,
determinará los órganos responsables del proceso de pla-
neación y las bases para que el Ejecutivo Federal coordine
mediante convenios con los gobiernos de las entidades fe-
derativas e induzca y concierte con los particulares las ac-
ciones a realizar para su elaboración y ejecución.

...

Las Constituciones de las entidades federativas debe-
rán contemplar la obligatoriedad para el estado y sus
municipios de la elaboración de agendas estratégicas,
planes y programas en los mismos términos de la pre-
sente disposición.

...



Segundo. Se reforma la fracción IV del artículo 1, el ar-
tículo 5, los dos primero párrafos de artículo 6, el artículo
7, el tercer párrafo del artículo 9, los artículos 10 y 13, las
fracciones II, IV, VI y VII del artículo 14, el artículo 15, las
fracciones I, IV, VII del artículo 16, el artículo 18, el pri-
mer párrafo del artículo 20, el título del capítulo cuarto, el
articulo 21, 27 y 28, el primer párrafo del artículo 29, el ar-
tículo 30, 31, 32, el primer párrafo del artículo 37, el se-
gundo párrafo del artículo 40, el artículo 41 y el primer pá-
rrafo del artículo 42, así como se adiciona un tercer párrafo
al artículo 3, un artículo 14 Bis, y un apartado A y un apar-
tado B al artículo 21, todos de la Ley de Planeación, para
quedar como sigue:

Artículo 1o. ...

I. al III. ...

IV. Las bases para promover y garantizar la participa-
ción democrática de los diversos grupos sociales así co-
mo de los pueblos y comunidades indígenas, a través de
sus representantes y autoridades, en la elaboración de la
Agenda Estratégica, del Plan y los programas a que se
refiere esta ley, y

...

Artículo 3o. ...

...

Para este efecto se contará con una Agenda Estratégica
Nacional que en lo sucesivo se le denominará Agenda;
un Plan Nacional de Desarrollo, que en lo sucesivo se le
denominará Plan; y programas sectoriales, institucio-
nales, regionales y especiales, que en lo sucesivo se les
denominarán programas.

...

Artículo 5o. El presidente de la República remitirá la
Agenda y el Plan al Congreso de la Unión para su examen
y opinión. En el ejercicio de sus atribuciones constitucio-
nales y legales y en las diversas ocasiones previstas por es-
ta Ley, el Poder Legislativo formulará, asimismo, las ob-
servaciones que estime pertinentes durante la ejecución,
revisión y adecuaciones del la Agenda y el Plan.

Artículo 6o. El presidente de la República, al informar an-
te el Congreso de la Unión sobre el estado general que

guarda la administración pública del país, hará mención
expresa de las decisiones adoptadas para la ejecución de la
Agenda Estratégica Nacional, del Plan Nacional de De-
sarrollo y los Programas Sectoriales.

En el mes de marzo de cada año, el Ejecutivo remitirá a la
Comisión Permanente del Congreso de la Unión el informe
de las acciones y resultados de la ejecución de la agenda,
del plan y los programas a que se refiere el párrafo anterior,
incluyendo un apartado específico con todo lo concernien-
te al cumplimiento de las disposiciones del artículo 2 Cons-
titucional en materia de derechos y cultura indígena.

...

Artículo 7o. El presidente de la República, al enviar a la
Cámara de Diputados las iniciativas de leyes de Ingresos y
los proyectos de Presupuesto de Egresos, informará del
contenido general de dichas iniciativas y proyectos y su re-
lación con los programas anuales que, conforme a lo pre-
visto en el Artículo 27 de esta ley, deberán elaborarse para
la ejecución del Plan Nacional de Desarrollo y de la Agen-
da Estratégica Nacional.

...

Artículo 9o. ...

...

El Ejecutivo federal establecerá un Sistema de Evaluación
y Compensación por el Desempeño para medir los avances
de las dependencias de la Administración Pública Federal
centralizada en el logro de los objetivos y metas de la
Agenda, del Plan y de los programas sectoriales que se ha-
yan comprometido a alcanzar anualmente y para compen-
sar y estimular el buen desempeño de las unidades admi-
nistrativas y de los servidores públicos.

Artículo 10. Los proyectos de iniciativas de leyes y los re-
glamentos, decretos y acuerdos que formule el Ejecutivo
Federal, señalarán las relaciones que, en su caso, existan
entre el proyecto de que se trate y la Agenda, el Plan y los
programas respectivos.

...

Artículo 13. Las disposiciones reglamentarias de esta ley
establecerán las normas de organización y funcionamiento
del Sistema Nacional de Planeación Democrática y el pro-
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ceso de planeación a que deberán sujetarse las actividades
conducentes a la formulación, instrumentación, control y
evaluación de la Agenda, del Plan y los programas a que
se refiere este ordenamiento.

Artículo 14. ...

I. ...

II. Elaborar la Agenda Estratégica Nacional y el Plan
Nacional de Desarrollo, tomando en cuenta las propues-
tas de las dependencias y entidades de la Administra-
ción Pública Federal y de los gobiernos de los estados,
los planteamientos que se formulen por los grupos so-
ciales y por los pueblos y comunidades indígenas inte-
resados, así como la perspectiva de género;

III. ...

IV. Cuidar que la Agenda, el Plan y los programas que
se generen en el Sistema, mantengan congruencia en su
elaboración y contenido;

V. ...

VI. Elaborar los programas anuales globales para la eje-
cución de la Agenda, del Plan y los programas regiona-
les y especiales, tomando en cuenta las propuestas que
para el efecto realicen las dependencias coordinadoras
de sector, y los respectivos gobiernos estatales;

VII. Verificar, periódicamente, la relación que guarden
los programas y presupuestos de las diversas dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal,
así como los resultados de su ejecución, con los objeti-
vos y prioridades de la Agenda, del Plan y los progra-
mas regionales y especiales a que se refiere esta Ley, a
fin de adoptar las medidas necesarias para corregir las
desviaciones detectadas y reformar, en su caso, la Agen-
da, el Plan y los programas respectivos, y

...

Artículo 14 Bis. La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público para el cumplimiento de las atribuciones que se
le asignan en el artículo anterior tendrá como coadyu-
vante técnico fijo al Consejo Nacional de Evaluación de
la Política de Desarrollo Social, así como podrá auxi-
liarse de organismos públicos, privados, académicos y
ciudadanos.

Artículo 15. ...

I. Participar en la elaboración de la Agenda Estratégi-
ca Nacional, del Plan Nacional de Desarrollo, respecto
de la definición de las políticas financiera, fiscal y cre-
diticia;

II. Proyectar y calcular los ingresos de la Federación y
de las entidades paraestatales, considerando las necesi-
dades de recursos y la utilización del crédito público,
para la ejecución de la Agenda, del Plan y los progra-
mas;

III. Procurar el cumplimiento de los objetivos y priori-
dades de la Agenda, del Plan y los programas, en el
ejercicio de sus atribuciones de planeación, coordina-
ción, evaluación y vigilancia del Sistema Bancario.

IV. Verificar que las operaciones en que se haga uso del
crédito público prevean el cumplimiento de los objeti-
vos y prioridades de la Agenda, del Plan y los progra-
mas; y

V. Considerar los efectos de la política monetaria y cre-
diticia, así como de los precios y tarifas de los bienes y
servicios de la Administración Pública Federal, en el lo-
gro de los objetivos y prioridades de la Agenda, del
Plan y los programas.

Artículo 16. A las dependencias de la administración pú-
blica federal les corresponde:

I. Intervenir respecto de las materias que les competan,
en la elaboración de la Agenda Estratégica Nacional y
del Plan Nacional de Desarrollo, observando siempre
las variables ambientales, económicas, sociales y cultu-
rales que incidan en el desarrollo de sus facultades;

II. y III. ...

IV. Asegurar la congruencia de los programas sectoria-
les con la Agenda, el Plan y los programas regionales y
especiales que determine el presidente de la República.

V. y VI. ...

VII. Vigilar que las entidades del sector que coordinen
conduzcan sus actividades conforme a la Agenda, al
Plan Nacional de Desarrollo y al programa sectorial co-
rrespondiente, y cumplan con lo previsto en el progra-



ma institucional a que se refiere el artículo 17, fracción
II; y

...

Artículo 18. La Secretaría de la Contraloría de la Federa-
ción deberá aportar elementos de juicio para el control y
seguimiento de los objetivos y prioridades de la Agenda,
del Plan y los programas.

...

Artículo 20. En el ámbito del Sistema Nacional de Plane-
ación Democrática tendrá lugar la participación y consulta
de los diversos grupos sociales, con el propósito de que la
población exprese sus opiniones para la elaboración, ac-
tualización y ejecución de la Agenda, del Plan y los pro-
gramas a que se refiere esta ley.

...

Capítulo Cuarto
Agenda, Plan y Programas

Artículo 21. La planeación del desarrollo nacional se
llevará a cabo atendiendo a lo siguiente:

A. La Agenda Estratégica Nacional es el documento que
define la visión del país con una perspectiva de largo
plazo, a un horizonte de 30 años, el cual determinará los
objetivos, estrategias, prioridades y recursos necesarios
para lograr las condiciones esperadas de desarrollo in-
tegral del país y calidad de vida de sus ciudadanos.

La Agenda Estratégica Nacional deberá contener:

I. Un diagnóstico de las condiciones actuales de de-
sarrollo del país que incluya aspectos político, cultu-
ral, social, ambiental y económico, entre otros, como
la identificación de las dinámicas sociales y económi-
cas que lo han propiciado, basándose para ello de
manera no limitativa en la información que al res-
pecto se emita en el marco del Sistema Nacional de
Información Estadística y Geográfica.

II. Identificación de sus fortalezas, áreas de oportu-
nidad, necesidades y situaciones críticas o de aten-
ción prioritaria, en su caso.

III. Identificación de sus vocaciones productivas re-
gionales y áreas de oportunidad.

IV. Reconocimiento de tendencias locales y extranje-
ras en materia económica y productiva.

V. Crecimiento y dinamismo poblacional esperado
en base a la información que al respecto emita el
Consejo Nacional de Población.

VI. Necesidades en materia de infraestructura, ser-
vicios y otras áreas estratégicas, de acuerdo con los
escenarios futuros definidos acorde a las dinámicas
poblacionales, sociales y económicas productivas
proyectadas para el país.

VII. Definición de objetivos, estrategias y priorida-
des de desarrollo para el país, con previsiones sobre
los recursos que serán necesarios para tales fines,
instrumentos responsables de su ejecución, linea-
mientos de política de carácter global, sectorial y re-
gional, así como indicadores y metas mesurables.

VIII. Otros elementos que coadyuven al propósito de
elaborar un documento con el escenario futuro de
desarrollo socioeconómico deseado para el país y la
estrategia y recursos necesarios para llegar al mis-
mo.

Las previsiones de la Agenda Estratégica Nacional se
referirán al conjunto de las actividades económicas y
sociales, y regirán el contenido del Plan y programas
que se deriven del mismo.

El objeto de la planeación de largo plazo debe ser siem-
pre elevar la calidad de vida de los mexicanos y generar
mejores condiciones de desarrollo para el país.

Se formulará dentro de los dos últimos años del plazo
de duración del mismo.

La categoría de Agenda queda reservada a la Agenda
Estratégica Nacional.

B. El Plan Nacional de Desarrollo deberá elaborarse, apro-
barse y publicarse dentro de un plazo de seis meses conta-
dos a partir de la fecha en que toma posesión el presidente
de la República, y su vigencia no excederá del período
constitucional que le corresponda, aunque podrá contener
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consideraciones y proyecciones de más largo plazo, de-
biendo en todo momento estar alineada con lo previsto
en la Agenda Estratégica Nacional.

El Plan Nacional de Desarrollo precisará los objetivos na-
cionales, estrategia y prioridades del desarrollo integral y
sustentable del país, contendrá previsiones sobre los recur-
sos que serán asignados a tales fines; determinará los ins-
trumentos y responsables de su ejecución, establecerá los
lineamientos de política de carácter global, sectorial y re-
gional; sus previsiones se referirán al conjunto de la activi-
dad económica, social y cultural, tomando siempre en
cuenta las variables ambientales que se relacionen a éstas y
regirá el contenido de los programas que se generen en el
sistema nacional de planeación democrática.

La categoría de Plan queda reservada al Plan Nacional de
Desarrollo.

...

Artículo 27. Para la ejecución de la Agenda, del Plan y los
programas sectoriales, institucionales, regionales y espe-
ciales, las dependencias y entidades elaborarán programas
anuales, que incluirán los aspectos administrativos y de po-
lítica económica, social, ambiental y cultural correspon-
dientes. Estos programas anuales, que deberán ser con-
gruentes entre sí, regirán, durante el año de que se trate, las
actividades de la administración pública federal en su con-
junto y servirán de base para la integración de los antepro-
yectos de presupuesto anuales que las propias dependen-
cias y entidades deberán elaborar conforme a la legislación
aplicable.

Artículo 28. La Agenda, el Plan y los programas a que se
refieren los artículos anteriores especificarán las acciones
que serán objeto de coordinación con los gobiernos de los
estados y de inducción o concertación con los grupos so-
ciales interesados.

Artículo 29. La Agenda, el Plan y los programas regiona-
les especiales, deberán ser sometidos por la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público a la consideración y aproba-
ción del presidente de la República.

...

Artículo 30. La Agenda Estratégica Nacional, el Plan
Nacional de Desarrollo y los programas sectoriales, se pu-
blicarán en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo 31. La Agenda Estratégica Nacional deberá ac-
tualizarse cada diez años, y de manera extraordinaria
cuando lo determine el Ejecutivo Federal, proyectándo-
se nuevamente una visión de largo plazo de treinta
años. El Plan y los programas sectoriales serán revisados
con la periodicidad que determinen las disposiciones regla-
mentarias. Los resultados de las revisiones y, en su caso,
las adecuaciones consecuentes a la Agenda, al Plan y los
programas, previa su aprobación por parte del titular del
Ejecutivo, se publicarán igualmente en el Diario Oficial de
la Federación.

Artículo 32. Una vez aprobados la Agenda, el Plan y los
programas, serán obligatorios para las dependencias de la
administración pública federal, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias.

Conforme a las disposiciones legales que resulten aplica-
bles, la obligatoriedad de la Agenda, del Plan y los pro-
gramas será extensiva a las entidades paraestatales. Para
estos efectos, los titulares de las dependencias, en el ejerci-
cio de las atribuciones de coordinadores de sector que les
confiere la ley, proveerán lo conducente ante los órganos
de gobierno y administración de las propias entidades.

La ejecución de la Agenda, del Plan y los programas po-
drán concertarse, conforme a esta ley, con las representa-
ciones de los grupos sociales interesados o con los particu-
lares.

Mediante el ejercicio de las atribuciones que le confiere la
ley, el Ejecutivo federal inducirá las acciones de los parti-
culares y, en general, del conjunto de la población, a fin de
propiciar la consecución de los objetivos y prioridades de
la Agenda, del Plan y los programas.

La coordinación en la ejecución de la Agenda, del Plan y
los programas deberá proponerse a los gobiernos de los es-
tados, a través de los convenios respectivos.

...

Artículo 37. El Ejecutivo federal, por sí o a través de sus
dependencias, y las entidades paraestatales, podrán concer-
tar la realización de las acciones previstas en la Agenda, el
Plan y los programas, con las representaciones de los gru-
pos sociales o con los particulares interesados.

...



Artículo 40. ...

El propio Ejecutivo federal y las entidades paraestatales
observarán dichos objetivos y prioridades en la concerta-
ción de acciones previstas en la Agenda, el Plan y los pro-
gramas, con las representaciones de los grupos sociales o
con los particulares interesados.

Artículo 41. Las políticas que normen el ejercicio de las
atribuciones que las leyes confieran al Ejecutivo Federal
para fomentar, promover, regular, restringir, orientar, pro-
hibir, y, en general, inducir acciones de los particulares en
materia económica, social y ambiental, se ajustarán a los
objetivos y prioridades de la agenda, del plan y los pro-
gramas.

Artículo 42. A los funcionarios de la administración públi-
ca federal, que en el ejercicio de sus funciones contraven-
gan las disposiciones de esta Ley, las que de ella se deriven
a los objetivos y prioridades de la Agenda, del Plan y los
programas, se les impondrán las medidas disciplinarias de
apercibimiento o amonestación, y si la gravedad de la in-
fracción lo amerita, el titular de la dependencia o entidad
podrá suspender o remover de su cargo al funcionario res-
ponsable.

....

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Ejecutivo federal, por única ocasión, deberá
formular y publicar la Agenda Estratégica Nacional dentro
del plazo de un año, contado a partir de entrar en vigor la
presente Ley.

Tercero. El Ejecutivo federal deberá adecuar su reglamen-
tación a las disposiciones de la presente ley en un término
de 90 días naturales, contados a partir de entrar en vigor la
presente Ley.

Cuarto. Los Planes y Programas en materia de planeación,
elaborados y publicados con anterioridad a la entrada en vi-
gor de la presente Ley, en su caso, deberán ser adecuados a
los términos de la nueva Ley, dentro de un plazo de seis
meses contados a partir de que se publique en el Diario
Oficial de la Federación la Agenda Estratégica Nacional.

Dado en el salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, a 1o., de abril de 2014.— Diputado Damián Ze-
peda Vidales (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen. 

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 157 Bis de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo de la diputada Crystal Tovar Ara-
gón, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

La infección producida en los seres humanos por el virus
de la inmunodeficiencia humana (VIH) continúa presenta-
do estadísticas en aumento en todo el mundo, fenómeno
del que México no está exento y por tanto, es un problema
de salud pública a nivel mundial.

A nivel mundial el número estimado de personas que viví-
an con VIH en 2007 alcanzó los 33,2 millones.1 México
ocupa el tercer lugar en el continente americano en preva-
lencia de VIH, sólo precedido por Brasil y Estados Unidos.
La estimación sobre el número de personas viviendo con
VIH/Sida, para 2010, era de 225 mil según cifras del Cen-
tro Nacional para la Prevención y el Control del VIH y el
Sida (Censida).

Atendiendo el llamado de la Organización Mundial de la
Salud (OMS) ante la emergencia de la epidemia de VIH/Si-
da, en México se creó el Consejo Nacional para la Preven-
ción y Control del Síndrome de la Inmunodeficiencia Ad-
quirida. Las disposiciones específicas para la prevención
control y atención del VIH/Sida en México se encuentran
previstas en diversas normas oficiales mexicanas, en las
cuales se establecen las medidas, lineamientos y criterios
que deben ser observados por todos los establecimientos
para la atención médica de los sectores público, social y
privado del país y por las autoridades responsables de la
prevención, el control y la atención médica del VIH/Sida.

Una de estas, es la Norma Oficial Mexicana NOM-010-
SSA2-2010 para la prevención y el control de la infección
por virus de la inmunodeficiencia humana,2 donde se esta-
blece que el Sistema Nacional de Salud conforme a las ga-
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rantías individuales consagradas en la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, está obligado a pro-
porcionar protección a la salud en materia de la infección
por el virus de inmunodeficiencia humana.

Estas normas establecen que los programas nacionales y
estatales deben impulsar cambios de conducta y proporcio-
nar servicios de información y capacitación sobre salud se-
xual y reproductiva, adecuadas a las diferencias entre los
géneros y edades. Incluyendo un mayor acceso a los servi-
cios de salud apropiados para la juventud que ofrezcan
orientación y apoyo, pruebas de detección, programas de
divulgación, sistemas de remisión de casos y tratamientos
contra las infecciones transmitidas por la vía sexual; así co-
mo prevención de la transmisión del VIH, incluyendo me-
didas para reducir los riesgos.

Considerando que la población infantil y adolescente, entre
cero y 18 años, tiene un peso poblacional muy relevante en
nuestro país. Según proyecciones derivadas del Conteo de
Población 2005, en 2008 este grupo representa 36.8 por
ciento de la población total, lo que equivale a 39.7 millo-
nes de personas, de las cuales 19.1 millones son hombres y
18.5 mujeres.

Además según información del Censo de Población y Vi-
vienda 2010, registra que en México hay 19.8 millones de
personas de 6 a 14 años. Asimismo en la Encuesta Nacio-
nal de Salud y Nutrición 2012 (Ensanut 2012) se indica que
de los adolescentes de 12 a 19 años que han iniciado su vi-
da sexual, 14.7 por ciento de los hombres y 33.4 por cien-
to de las mujeres, no utilizaron ningún método anticoncep-
tivo en su primera relación sexual.3

Ante este contexto, se debe promover un diálogo continuo
multisectorial, a fin de dirigir los recursos existentes hacia
estrategias de prevención y promoción de la salud y que se
focalicen en los grupos de mayor riesgo en el país, como
son las y los jóvenes, ya que según datos de la encuesta Si-
tuación de la Familia y la Infancia en México, realizada por
el Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública, reve-
la que de los jóvenes, 15 por ciento de la población entre-
vistada entre 12 y 17 años declara tener una vida sexual ac-
tiva; de los cuales 84 por ciento la iniciaron a los 15 años
o antes y 47 por ciento ha tenido dos o más parejas.

La encuesta también destaca que un amplio sector de esta
población no tiene prácticas sexuales seguras y han pade-
cido enfermedades y embarazos no deseados. Además, en-
tre los adolescentes sexualmente activos, 50 por ciento ex-

presó que no utiliza anticonceptivos; 25 por ciento no
cuenta con métodos para evitar enfermedades sexualmente
transmisibles; 30 por ciento expresó haber tenido alguna
enfermedad de transmisión sexual.4

Asimismo, en nuestro país, según documento elaborado
por la Secretaria de Seguridad Pública, se indica que en el
segundo censo efectuado durante 1995, organizado por
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (Unicef) y
la oficina local del Sistema Nacional para el Desarrollo In-
tegral de la Familia (DIF-DF), se contabilizaron 13 mil 373
niños y niñas menores de 18 años en situación de calle. De
acuerdo a este documento 85.40 por ciento eran varones y
14.60 por ciento mujeres. Sobre el inicio de vida en la ca-
lle, 40 por ciento de ellos comentó que ocurrió entre los 5
y 9 años y 60 por ciento entre los 10 y 14 años.5 Ante esta
situación y siendo un grupo en potencial riesgo, se les de-
be garantizar el acceso a sus derechos humanos, entre ellos
el derecho a la salud.

Siendo los jóvenes un grupo social particularmente vulne-
rable a la epidemia del VIH/Sida en cuanto a su transmi-
sión e impacto, es urgente tomar acciones para contrarres-
tar los índices de infecciones de transmisión sexual, la
violencia basada en el género y el limitado acceso a los di-
versos servicios.

Considerando que con una detección oportuna se puede
evitar el avance y propagación de la infección, ya que a
destiempo debilita la eficacia del tratamiento del VIH y fa-
cilita la propagación continua del virus.6

Con lo anteriormente expuesto y al no existir una vacuna
que proteja de la infección del VIH, ni tampoco se puede
curar el Sida, la única forma de no contraerlo es evitar el
contacto con el VIH. Por ello un diagnóstico a tiempo,
acompañado de un tratamiento temprano es necesario para
maximizar los beneficios de la terapia antirretroviral.

Por ello la postura institucional debe ser accesible, inclusi-
va y no limitativa, al ser algunos jóvenes activos sexual-
mente, y siendo las prácticas sexuales una de los principa-
les vía de riesgo, la minoría de edad, en estos casos no debe
de ser limitante para acceder a la prueba de detección y la
entrega de resultados, con el respectivo acompañamiento,
ya que según lo indica la Norma Oficial Mexicana NOM-
010-SSA2-2010 para la prevención y el control de la in-
fección por virus de la inmunodeficiencia humana, en su
apartado 6.3.7 establece que toda persona que se someta al
análisis tiene derecho a recibir consejería en el momento de



acudir a hacerse la prueba y consejería a la entrega del re-
sultado.

Ante este contexto social, es urgente y necesario fortalecer
la prevención, atención y control del virus de inmunodefi-
ciencia humana y el síndrome de inmuno deficiencia ad-
quirida a través de la promoción de la salud, mediante ac-
ciones tendientes a desarrollar actitudes favorables para la
salud, generar entornos propicios, reforzar la acción comu-
nitaria, reorientar los servicios e impulsar políticas públi-
cas en la materia; así como garantizar que se brinde un ser-
vicio de atención integral a todas las personas con
VIH/Sida.

Además es necesario implementar estrategias innovadoras
y con alto nivel de penetración social que minimicen, has-
ta llegar a la erradicación, las epidemias sociales del estig-
ma, la discriminación, la homofobia, la transfobia y la vio-
lencia, cuya asociación potencializa negativamente la
epidemia del VIH/Sida; y son fuertes obstáculos para el ac-
ceso a servicios de atención, cuidados integrales y preven-
ción.

Por ello se requiere garantizar el derecho a la salud para to-
das y todos, acceso a la salud, al ser un derecho humano,
para la aplicación de la prueba y la entrega de resultados
también a menores de edad de entre los 12 y los 18 años de
edad que lo soliciten, al estar o haber estado en situación de
riesgo, logrando con ello concientizar, prevenir y actuar so-
bre la posible infección, evitando el contagio, la transmi-
sión y propagación de la epidemia.

Argumentos 

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en el artículo cuarto se establece que: “Toda persona
tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá
las bases y modalidades para el acceso a los servicios de
salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las
entidades federativas en materia de salubridad general,
conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73
de esta Constitución”.

En el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales (PIDESC), en su artículo 12 se establece
que los estados parte reconocen el derecho de toda persona
al disfrute del más alto nivel posible de salud física y men-
tal, y entre las medidas que deberán adoptar los estados
parte en el pacto a fin de asegurar la plena efectividad de
este derecho, figurarán las necesarias para: c) La preven-

ción y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, en-
démicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra
ellas. Siendo este instrumento internacional vinculante pa-
ra el Estado mexicano, ya que se adhirió al PIDESC el 23
de marzo de 1981, y entró en vigor en nuestro país en ese
mismo año.

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
en la Observación General 14, denominada El derecho al
disfrute del más alto nivel posible de salud indica sobre la
prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémi-
cas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha
contra ellas, exigen que se establezcan programas de pre-
vención y educación para hacer frente a las preocupaciones
de salud que guardan relación con el comportamiento, co-
mo las enfermedades de transmisión sexual, en particular
el VIH/Sida, y las que afectan de forma adversa a la salud
sexual y genésica, y se promuevan los factores sociales de-
terminantes de la buena salud, como la seguridad ambien-
tal, la educación, el desarrollo económico y la igualdad de
género.7

Desde el punto de vista epidemiológico y con base en los
consensos internacionales, la prevención debe focalizarse,
de manera específica, al segmento poblacional en mayor
riesgo y vulnerabilidad por sus prácticas y/o contextos co-
mo son los hombres que tienen sexo con otros hombres
(HSH); trabajadoras y trabajadores del sexo comercial
(TSC); usuarios de drogas inyectables (UDIs); personas
privadas de su libertad, niñas y niños en situación de calle,
lo cual no obsta para garantizar el acceso a pruebas de de-
tección y garantizar la calidad de la educación sexual basa-
da en evidencia realizando acciones de prevención en el
resto de la población, como jóvenes, hombres y mujeres,
asegurar el acceso a medidas de prevención para estas po-
blaciones (condones masculinos y femeninos).

Según lo establecido en la norma, el diagnóstico de la in-
fección por VIH se hace mediante métodos indirectos de-
terminando la presencia de anticuerpos anti-vih por inmu-
noanálisis enzimático EIA (antes ELISA) o mediante
pruebas rápidas.

Según las Directrices Internacionales sobre el VIH/Sida y
los derechos humanos de la ONU,8 en la quinta directriz
sobre legislación contra la discriminación y sobre protec-
ción establece que deberían aprobarse leyes de protección
contra la discriminación para reducir el número de viola-
ciones de los derechos humanos del niño en el contexto del
VIH, a fin de reducir su vulnerabilidad al VIH y a los efec-
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tos del VIH y el Sida. Esas leyes deberían prever el acceso
de los niños a la información, la educación y los medios de
prevención relacionados con el VIH, dentro y fuera de la
escuela; reglamentar su acceso a las prueba voluntarias del
VIH con su consentimiento o el de su progenitor o tutor,
según corresponda.

En esta directriz claramente se considera que la solicitud
del menor es suficiente para que le sea aplicada la prueba.

Además en la octava directriz sobre las mujeres, los niños
y otros grupos vulnerables se establece que los estados de-
berían asegurar que los niños y adolescentes tengan ade-
cuado acceso a los servicios confidenciales de salud sexual
y reproductiva, incluida la información sobre el VIH, el
asesoramiento, las pruebas y las medidas de prevención co-
mo el preservativo, así como a servicios sociales de apoyo
si están afectados por el VIH.9

Igualmente el Sistema Nacional de Salud, conforme a las
garantías individuales consagradas en la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, está obligado a pro-
porcionar protección a la salud en materia de la infección
por el virus de inmunodeficiencia humana. Desde el punto
de vista epidemiológico y con base en los consensos inter-
nacionales, la prevención debe focalizarse.

Es por ello que se propone modificar el artículo 157 Bis de
la Ley General de Salud, ante los hechos contundentes de
la realidad social, los derechos humanos, y concretamente
los relativos a la vida y a la salud de las personas, que jus-
tifican excepciones a la patria potestad, y con ello se ga-
rantice el acceso a la aplicación de la pruebas de detección
y la entrega de resultados a jóvenes de entre los 12 y los 18
años de edad aun sin la autorización del padre, la madre,
tutor o representante legal, brindando la correspondiente
consejería.

Garantizando con esto el acceso oportuno y sin restriccio-
nes al derecho a la salud para los jóvenes que soliciten la
aplicación de la prueba, incluidos los menores de edad que
están o hayan estado en situación de riesgo, así como para
que los que viven con el VIH pueden detectar a tiempo la
enfermedad y realizar acciones para no propagar el conta-
gio y acceder a los servicios médicos de atención corres-
pondientes.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita, dipu-
tada Crystal Tovar Aragón, integrante del Grupo Parlamen-

tario del Partido de la Revolución Democrática a la LXII
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo establecido en los
artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 6,
numeral I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, me permito someter a la
consideración de esta honorable asamblea, la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 157 Bis, se adi-
ciona un segundo párrafo, de la Ley General de Salud

Único. Se reforma el artículo 157 Bis, para quedar como
sigue:

Artículo 157 Bis. …

Igualmente, para su prevención y control, las autoridades
señaladas en el párrafo anterior, deberán garantizar el ac-
ceso a la prueba y la entrega de resultados de VIH/Sida a
las personas de doce y menores de dieciocho años de edad
que lo soliciten, con o sin la autorización del padre, la ma-
dre, tutor o representante legal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. http://www.censida.salud.gob.mx/descargas/epiupdate07.pdf

2. http://www.censida.salud.gob.mx/descargas/drhumanos/NOM-010-
SSA2-2010.pdf

3. http://www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/espanol/prensa/Conteni-
dos/estadisticas/2013/juventud0.pdf

4. http://cesop.blogspot.mx/2011/11/encuesta-situacion-de-la-familia-
y-la.html

5. http://www.ssp.gob.mx/portalWebApp/ShowBinary?nodeId=/BEA
%20 Repository/1214172//archivo

6. http://www.unaids.org/en/media/unaids/contentassets/documents/
unaidspublication/2013/JC2484_treatment-2015_es.pdf



7. ONU. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Ob-
servación General 14. El derecho al disfrute del más alto nivel posible
de salud. Párrafo 16.

8. Directrices Internacionales sobre el VIH/SIDA y los Derechos Hu-
manos. Programa Conjunto de las Naciones Unidas sobre el VIH/SI-
DA (ONUSIDA). 2007.

9. Directrices Internacionales sobre el VIH/SIDA y los Derechos Hu-
manos. Programa Conjunto de las Naciones Unidas sobre el VIH/SI-
DA (ONUSIDA). 2007

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de febrero de 2014.— Diputa-
dos: Crystal Tovar Aragón, Erick Marte Rivera Villanueva (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 

LEY ORGANICA DE LA
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 33 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, a cargo del diputado
Ramón Antonio Sampayo Ortiz, del Grupo Parlamentario
del PAN

El suscrito, Ramón Antonio Sampayo Ortiz, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 77
del Reglamento de la Cámara de Diputados y 55, fracción
II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consi-
deración de esta asamblea el proyecto de decreto por el que
se reforma el párrafo quinto y se adiciona uno sexto a la
fracción VI del artículo 33 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Me dirijo a esta asamblea para manifestar que es momento
de cerrar filas y luchar codo a codo en aras de aprobar las
reformas que México requiere. Debemos mantener la su-
premacía de los intereses nacionales por encima de los de
índole política en beneficio de las generaciones venideras.

La rendición de cuentas es un asunto de carácter público,
de responsabilidad ética de los servidores públicos y las en-
tidades gubernamentales hacia los ciudadanos y la herra-
mienta más eficaz para combatir la opacidad y la corrup-
ción, realidades que lesionan gravemente el funcionamiento
del gobierno en sus tres órdenes.

La Cámara de Diputados es el recinto donde todos los me-
xicanos tenemos voz y voto a través de sus legisladores. Es
por ello el lugar idóneo donde las entidades del gobierno
federal deben rendir cuentas de sus acciones sin reservas.

Es menester que represente un imperativo la rendición de
cuentas en todas las instancias de gobierno, por ello, se
busca estar a la vanguardia en materia de transparencia en
las instancias gubernamentales, en este caso, la Estrategia
Nacional de Energía (ENE), cuyas metas deben atender los
criterios que le han sido encomendados. Se busca que la
Secretaría de Energía vuelva óptima dicha estrategia en
virtud del cumplimiento de sus funciones.

La transparencia y rendición de cuentas fortalecen las ins-
tituciones, pues hay mayor aprovechamiento de los recur-
sos, una evaluación conjunta de las estrategias y un mejor
desempeño en las tareas de manera gradual.

Habida cuenta de lo anterior, es prioritario que el informe
de resultados que entregue la Secretaría de Energía, sea
evaluado por el pleno de la Cámara de Diputados, para co-
nocer los alcances obtenidos y de esta manera estar en la
posibilidad de proponer al Ejecutivo las adecuaciones per-
tinentes o en su caso apoyar las modificaciones o propues-
tas con miras a alcanzar los objetivos que como nación de-
bemos alcanzar en un trabajo conjunto y por el bien de las
generaciones futuras.

Asimismo, y aunado a lo anterior, la Cámara de Diputados
debe evaluar mediante un informe anual de rendición de
cuentas que la Secretaría de Energía emita, los logros al-
canzados, no con un objetivo meramente de crítica, sino
también para realizar las pláticas pertinentes que nos per-
mitan llevar los objetivos planteados a buen puerto.

La ENE es un proyecto del gobierno federal a mediano y
largo plazo, de casi 15 años, es decir, está diseñado para ser
útil por un tiempo mayor a dos sexenios; por ello es me-
nester que en materia de rendición de cuentas y de transpa-
rencia, la estrategia nacional sea revisada con el objetivo
de conocer indicadores como de eficiencia, eficacia en la
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aplicación de los recursos y cuáles han sido y serán los be-
neficios a mediano y largo plazo y aquellos casos en los
que se requiera el apoyo de acciones específicas del esta
Cámara de Diputados.

Según lo plantea la Secretaría de Energía, la ENE propi-
ciará el beneficio social derivado del uso de energía, la sus-
tentabilidad del sector energético a largo plazo y reducirá
los impactos negativos de la producción y consumo de
energéticos. Dichos beneficios contribuirán a una mejora
en la salud de las personas y de todos los seres vivos con la
reducción de gases de efecto invernadero, responsables de
los efectos negativos del cambio climático. Por ello es
prioritario analizar los resultados y beneficios que brinda
dicha estrategia.

El Congreso de la Unión, en especial los legisladores de la
Cámara de Diputados, no debemos permanecer indiferen-
tes ante este llamado, es momento de fraternizarnos y velar
por el cabal cumplimento de los objetivos establecidos a
mediano y largo plazo.

Debemos contribuir desde nuestras trincheras ante esta
amenaza latente, nuestra obligación como legisladores en-
tre tantas, es analizar este tipo de estrategias y rendirle
cuentas a todos los mexicanos, de que es lo que se está re-
alizando con el presupuesto y las acciones que nuestro go-
bierno está tomando para asegurar un futuro digno y de ser
participes para realizar los comentarios necesarios que co-
adyuven a alcanzar los objetivos, planteados.

Por todos es conocido, señoras y señores diputados, que en
1976 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley
Orgánica para la Administración Pública Federal, la cual tie-
ne como objetivo fundamental, adoptar las bases institucio-
nales necesarias para que México ingrese en la modernidad.

Por ello, esta reforma tiene como objetivo mantener vigen-
te su espíritu y su inclusión a un mundo cada vez más inte-
rrelacionado y consciente de los efectos negativos del cam-
bio climático.

Como se señala en la ENE 2013-2027, en México hay un
importante potencial de eficiencia energética que ha sido
desaprovechado por la existencia de un conjunto de barre-
ras técnicas y económicas. Para superar estas barreras,
asamblea, es necesaria la creación de un informe anual, en
el cual se rindan cuentas, en el que la Secretaría de Energía
desglose, con claridad y puntualidad, el avance en el cum-
plimiento en los objetivos planteados, así como el gasto

presupuestal en la ENE, para que el Congreso de la Unión,
en especial la Cámara de Diputados, formule las recomen-
daciones pertinentes, en la búsqueda de alcanzar en tiempo
y forma los objetivos establecidos.

La presente iniciativa de reforma está en concordancia con
la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fede-
ración, en la que en su primer artículo, detalla que la prácti-
ca de auditorías en los programas federales tiene como obje-
to evaluar los resultados de la gestión financiera, así como
comprobar si se observó lo dispuesto en el presupuesto.

Esta iniciativa de reforma es un reflejo de que los legisla-
dores estamos trabajando en conjunto con las reformas,
propuestas y estrategias del Ejecutivo federal.

De conformidad con lo establecido en la fracción I del ar-
tículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal se elabora la ENE, que señala las directrices en
materia energética a mediano y largo plazos, derivado de
ello, es necesaria una evaluación derivada de un informe
donde se presenten resultados y una rendición de cuentas
clara, que indique cuantitativamente, el avance en el cum-
plimiento de los objetivos de dicha estrategia y que sea en-
viada al Congreso de la Unión para su estudio y análisis.

Habida cuenta de lo anterior, se somete a consideración de
esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el párrafo quinto y se adi-
ciona uno sexto a la fracción VI del artículo 33 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal

Único. Se reforma el párrafo quinto y se adiciona uno
sexto a la fracción VI del artículo 33 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, para quedar de la si-
guiente manera:

Artículo 33. A la Secretaría de Energía corresponde el des-
pacho de los siguientes asuntos:

I. a V. …

VI. …

…

…

…



El Ejecutivo federal enviará al Congreso, durante el
mes de febrero siguiente al inicio de su encargo, para
su ratificación en un plazo máximo de 30 días hábiles,
la Estrategia Nacional de Energía con un horizonte de
quince años, elaborada con la participación del Consejo
Nacional de Energía.

La Secretaría de Energía en el mes de abril de cada
año, entregará un informe al Congreso de la Unión,
en relación con el avance en el cumplimiento de los
objetivos, medidas y líneas de acción planteados en
la Estrategia Nacional de Energía. Con base en dicho
informe, el Congreso de la Unión, formulará las re-
comendaciones pertinentes que den lugar a los ajus-
tes necesarios para el cumplimiento oportuno de los
objetivos planteados.

VII. a XXV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de marzo de 2014.— Diputado
Ramón Antonio Sampayo Ortiz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. 

LEY ORGANICA DE LA
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 32 Bis de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, a cargo del
diputado Ramón Antonio Sampayo Ortiz, del Grupo Parla-
mentario del PAN

El  suscrito, Ramón Antonio Sampayo Ortiz, diputado de la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la ho-
norable Cámara de Diputados, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 77
del Reglamento de la Cámara de Diputados, así como en el
artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-

xicanos, someto a consideración de la asamblea el proyec-
to de decreto por la que se reforma el artículo 32 Bis de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

En mi carácter de diputado federal a la LXII Legislatura de
este Congreso de la Unión, perteneciente al Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, expongo a ustedes
la siguiente iniciativa convencido de que será bien recibi-
da, la cual tiene como objetivo hacer conciencia en la po-
blación sobre los efectos que ocasiona el cambio climático
a la población y mas aún a aquella que se encuentra en un
mayor grado de vulnerabilidad, motivo por el cual se bus-
cará en el desarrollo de la misma, justificar la necesidad de
adecuar las atribuciones establecidas a la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales. 

Las consecuencias negativas derivadas del cambio climáti-
co han acaparado la atención y compromiso del Estado
mexicano con la firma de tratados internacionales en la ma-
teria. Basta recordar que en mayo de 1992 se celebró en la
ciudad de Nueva York la Convención Marco de las Nacio-
nes Unidas sobre Cambio Climático, que señala la necesi-
dad de limitar las emisiones de gases de efecto invernade-
ro en la atmósfera terrestre, de lo contrario para finales de
este siglo, nos encontraremos en vías de un calentamiento
de por lo menos 4 grado centígrados (http://www.post2015
hlp.org/wp-uploads/2013/07/HLPReport_Spanish.pdf).

México signó dicha convención y la ratifico un año des-
pués. Así lo hizo también con otros tratados relevantes co-
mo la adhesión en 1998 al Protocolo de Kyoto de la Con-
vención Marco de las Naciones Unidas para el Cambio
Climático, misma que ratificó dos años después.

La participación de México en las Conferencias y Cumbres
de Naciones Unidas en materia de Cambio Climático, Me-
dio Ambiente y Desarrollo ha sido muy constante y rele-
vante. Cabe recordar que en 2010 nuestro país fue el anfi-
trión de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre
Cambio Climático en Cancún; cuyos acuerdos y metas que
se plantearon deben permanecer como modelo en la nor-
matividad interna de México en materia de cambio climá-
tico.

México es un país democrático, de leyes e instituciones só-
lidas y de un vasto pasado político, es por ello que debe-
mos de olvidar nuestras diferencias para trabajar a favor de
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nuestro país y así asegurarnos, de que el Estado mexicano
se mantenga a la vanguardia con las adecuaciones que la
actual realidad exige. La tradición del Estado mexicano
ejecutada en el ámbito exterior debe de ser ejemplo emble-
mático para hacer de nuestras leyes el respaldo de la vo-
luntad del pueblo mexicano.

El escritor uruguayo Eduardo Galeano dijo: “Al fin y al ca-
bo, somos lo que hacemos para cambiar lo que somos” Se-
ñoras y señores diputados, es momento de hacer de Méxi-
co un país de acciones, de compromisos realizados, de
coherencia política, de mexicanos concientes tanto del fu-
turo que tendrá el planeta como de las condiciones en las
que generaciones venideras vivirán.

Sin lugar a dudas, una de las leyes más importantes con las
que cuenta la República mexicana, es la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, la cual debe de ser ac-
tualizada para que las instituciones sean dotadas de los me-
canismos suficientes para la adecuada implementación de
políticas que contribuyan a disminuir los efectos del cam-
bio climático, con el objetivo de asegurar un futuro soste-
nible en México y en el mundo.

La Ley Orgánica de la Administración Publica Federal,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de di-
ciembre de 1976, es el ordenamiento jurídico donde se es-
tablecen las obligaciones de cada una de las instituciones
del Estado mexicano. En su artículo 32 Bis, establece las
atribuciones y facultades de la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales (Semarnat), dicho artículo de-
be de ser modificado para que el tema de cambio climático
sea uno de los ejes fundamentales de dicha secretaría.  

La Ley Orgánica debe de ser modificada para encarar las
consecuencias derivadas del cambio climático, ofreciendo
soluciones para la optimización de funciones de la Semar-
nat, manteniendo el compromiso adquirido en los acuerdos
internacionales y con todos los mexicanos de ofrecer una
óptima calidad de vida y un futuro sustentable.

Cabe mencionar que según informes de la Organización de
las Naciones Unidas, uno de los efectos del cambio climá-
tico es que los más afectados por este fenómeno, son los se-
res humanos en situación de vulnerabilidad, es decir: niños,
personas de la tercera edad y quienes viven en extrema po-
breza.

Habida cuenta de lo anterior, se sustenta esta iniciativa de
reforma en lo signado en tratados internacionales, al prin-

cipio de cooperación internacional para el desarrollo, esta-
blecido en el artículo 89 de la Constitución Política,  sin
transgredir la tradición legislativa.   

Por lo anterior expuesto, someto a la consideración de esta
honorable asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 32 Bis de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal

Artículo Único. Se reforma la fracción XVI del artículo 32
Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, para quedar como sigue:

Artículo 32 Bis. A la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, corresponde el despacho de los siguien-
tes asuntos:

I. a XV…

XVI. Conducir las políticas nacionales sobre cambio
climático y sobre protección de la capa de ozono para
reducir la vulnerabilidad de la población y los eco-
sistemas del país frente a los efectos adversos del
cambio climático, así como crear y fortalecer las ca-
pacidades nacionales de respuesta al fenómeno;

XVII. a XLII…

Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de marzo de 2014.—
Diputado Ramón Antonio Sampayo Ortiz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. 

LEY PARA LA COORDINACION 
DE LA EDUCACION SUPERIOR

«Iniciativa que adiciona los artículos 28 y 29 a la Ley para
la Coordinación de la Educación Superior, a cargo de la
diputada María Guadalupe Mondragón González, del Gru-
po Parlamentario del PAN



Ma. Guadalupe Mondragón González, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXII
Legislatura del Congreso de la Unión, en ejercicio de la fa-
cultad que le confieren el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6o., frac-
ción I, del numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adicionan los artículos 28 y 29 a la Ley para la Coordina-
ción de la Educación Superior, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Educación en el desarrollo y crecimiento de la na-
ción

México es un país emergente cuya economía requiere para
su crecimiento óptimo aprovechando todo su potencial de
personas que cuenten con las habilidades y capacidades ne-
cesarias y suficientes para participar en las ramas de la eco-
nomía en la era de la globalización. En un país con una des-
igualdad tan profunda y antigua, el crecimiento económico
para ser duradero requiere, además, de la consolidación de
la vida democrática. La educación es el factor más impor-
tante en la construcción de una ciudadanía responsable que
permita la expansión de las actividades productivas. El
mantenimiento de las libertades civiles y de los derechos
políticos pasa por la satisfacción de las necesidades básicas
de las familias. Es así como los derechos civiles y políticos
en realidad se complementan con los derechos económi-
cos, sociales y políticos. Unos y otros revisten una y la
misma importancia. Por ello, el Constituyente permanente
decidió, al modernizar la preceptiva constitucional de los
hidrocarburos, destinar un porcentaje de la renta petrolera
para becas en la educación superior.

La renta petrolera

Por más de setenta años la Nación ha sido la propietaria de
los hidrocarburos en México. Gracias a la reforma consti-
tucional aprobada recientemente, la Nación conserva dicho
carácter, el cual se amplía por medio de medidas legislati-
vas para que la renta petrolera resulte en beneficio inme-
diato y directo de la Nación, por conducto de asignaciones
específicas reconociendo a la educación de la juventud co-
mo el único sostén a largo plazo del crecimiento económi-
co y de la justicia social. El párrafo séptimo del artículo 27
constitucional reformado establece con claridad que las ac-
tividades de exploración y extracción de petróleo e hidro-

carburos se llevarán a cabo con el propósito de obtener in-
gresos para el Estado que contribuyan al desarrollo a largo
plazo de la Nación. En efecto, el artículo Décimo Cuarto
transitorio del decreto publicado en el Diario Oficial de la
Federación con fecha 20 de Diciembre del 2013, establece
lo siguiente:

Décimo Cuarto. El Fondo Mexicano del Petróleo para la
Estabilización y el Desarrollo será un fideicomiso público
en el que el Banco de México fungirá como fiduciario. La
Secretaría del ramo en materia de Hacienda realizará las
acciones para la constitución y funcionamiento del fideico-
miso público referido, una vez que se expidan las normas a
que se refiere el transitorio cuarto del presente Decreto.

El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el
Desarrollo será el encargado de recibir todos los ingresos,
con excepción de los impuestos, que correspondan al Esta-
do Mexicano derivados de las asignaciones y contratos a
que se refiere el párrafo séptimo del artículo 27 de esta
Constitución. Los ingresos se administrarán y distribuirán
conforme a la siguiente prelación y conforme se establezca
en la ley para:

1. Realizar los pagos establecidos en dichas asignacio-
nes y contratos.

2. Realizar las transferencias a los Fondos de Estabili-
zación de los Ingresos Petroleros y de Estabilización de
los Ingresos de las Entidades Federativas. Una vez que
el Fondo de Estabilización de los Ingresos Petroleros, o
su equivalente, haya alcanzado su límite máximo, los
recursos asignados al Fondo se destinarán al ahorro de
largo plazo mencionado en el numeral 5. Dentro de los
ciento veinte días naturales siguientes a la entrada en vi-
gor del presente Decreto, el Congreso de la Unión reali-
zará las adecuaciones que resulten necesarias al marco
jurídico en materia del límite máximo del Fondo de Es-
tabilización de los Ingresos Petroleros y del Derecho so-
bre Hidrocarburos para el Fondo de Estabilización.

3. Realizar las transferencias al Fondo de Extracción de
Hidrocarburos; a los fondos de investigación en materia
de hidrocarburos y sustentabilidad energética, y en ma-
teria de fiscalización petrolera.

4. Transferir a la Tesorería de la Federación los recursos
necesarios para que los ingresos petroleros del Gobier-
no Federal que se destinan a cubrir el Presupuesto de
Egresos de la Federación de cada año, se mantengan en
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el cuatro punto siete por ciento del producto interno bru-
to, que corresponde a la razón equivalente a la observa-
da para los ingresos petroleros del año 2013. Para lo an-
terior, se consideran los rubros siguientes: derecho
ordinario sobre hidrocarburos, derecho sobre hidrocar-
buros para el fondo de estabilización, derecho extraor-
dinario sobre exportación de petróleo crudo, derecho
para la investigación científica y tecnológica en materia
de energía, derecho para la fiscalización petrolera, dere-
cho sobre extracción de hidrocarburos, derecho para re-
gular y supervisar la exploración y explotación de hi-
drocarburos, derecho especial sobre hidrocarburos y
derecho adicional sobre hidrocarburos. Para efectos del
cumplimiento del monto establecido en este numeral, se
considerarán incluidos los recursos transferidos acorde
a los numerales 2 y 3.

5. Destinar recursos al ahorro de largo plazo, incluyen-
do inversión en activos financieros.

Únicamente cuando el saldo de las inversiones en ahorro
público de largo plazo, sea igual o mayor al tres por ciento
del Producto Interno Bruto del año previo al que se trate, el
Comité Técnico del Fondo podrá destinar recursos del sal-
do acumulado del Fondo para lo siguiente:

a) Hasta por un monto equivalente a diez por ciento del
incremento observado el año anterior en el saldo del
ahorro de largo plazo, al Fondo para el sistema de pen-
sión universal conforme a lo que señale su ley;

b) Hasta por un monto equivalente a diez por ciento del
incremento observado el año anterior en el saldo del
ahorro de largo plazo, para financiar proyectos de in-
versión en ciencia, tecnología e innovación, y en ener-
gías renovables;

c) Hasta por un monto equivalente a treinta por ciento
del incremento observado el año anterior en el saldo del
ahorro de largo plazo, en fondear un vehículo de inver-
sión especializado en proyectos petroleros, sectorizado
en la Secretaría del ramo en materia de Energía y, en su
caso, en inversiones en infraestructura para el desarrollo
nacional, y

d) Hasta por un monto equivalente a diez por ciento del
incremento observado el año anterior en el saldo del
ahorro de largo plazo; en becas para la formación de ca-
pital humano en universidades y posgrados; en proyec-

tos de mejora a la conectividad; así como para el desa-
rrollo regional de la industria. Con excepción del pro-
grama de becas, no podrán emplearse recursos para gas-
to corriente.

La asignación de recursos que corresponda a los incisos a),
b), c) y d) anteriores no deberán tener como consecuencia
que el saldo destinado a ahorro de largo plazo se reduzca
por debajo de tres por ciento del Producto Interno Bruto del
año anterior. Sujeto a lo anterior y con la aprobación de las
dos terceras partes de los miembros presentes, la Cámara
de Diputados podrá modificar los límites y los posibles
destinos mencionados en los incisos a), b), c) y d) de este
numeral. Una vez que el saldo acumulado del ahorro pú-
blico de largo plazo sea equivalente o superior al diez por
ciento del Producto Interno Bruto del año previo al que se
trate, los rendimientos financieros reales anuales asociados
a los recursos del Fondo Mexicano del Petróleo para la Es-
tabilización y el Desarrollo destinados a ahorro de largo
plazo serán transferidos a la Tesorería de la Federación.
Los recursos transferidos a estos destinos serán adicionales
a las transferencias que se realicen de acuerdo al numeral 4
del presente transitorio.

En caso de una reducción significativa en los ingresos pú-
blicos, asociada a una caída en el Producto Interno Bruto,
a una disminución pronunciada en el precio del petróleo o
a una caída en la plataforma de producción de petróleo, y
una vez que se hayan agotado los recursos en el Fondo de
Estabilización de los Ingresos Petroleros o su equivalente,
la Cámara de Diputados podrá aprobar, mediante votación
de las dos terceras partes de sus miembros presentes, la in-
tegración de recursos de ahorro público de largo plazo al
Presupuesto de Egresos de la Federación, aún cuando el
saldo de ahorro de largo plazo se redujera por debajo de
tres por ciento del Producto Interno Bruto del año anterior.
La integración de estos recursos al Presupuesto de Egresos
de la Federación se considerarán incluidos en la transfe-
rencia acorde con el numeral 4 del presente transitorio.

El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el
Desarrollo estará sujeto a las obligaciones en materia de
transparencia de conformidad con la ley. Asimismo, debe-
rá publicar por medios electrónicos y por lo menos de ma-
nera trimestral, la información que permita dar seguimien-
to a los resultados financieros de las asignaciones y los
contratos a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 27
de esta Constitución, así como el destino de los ingresos
del Estado mexicano conforme a los párrafos anteriores.



El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el
Desarrollo se constituirá durante 2014 y comenzará sus
operaciones en el 2015.

Es importante mencionar que la fórmula empleada en el
décimo cuarto transitorio del decreto de la reforma energé-
tica debe armonizarse con la nueva preceptiva derivada de
la reforma constitucional en materia de derechos humanos,
en particular con el principio pro homine. En este orden de
ideas, el enunciado normativo consistente en la “formación
de capital humano en universidades y posgrados” se clari-
fica por efecto de la Ley para la Coordinación de la Edu-
cación Superior, la cual en su artículo 3º dispone lo si-
guiente:

Articulo 3. El tipo educativo superior es el que se im-
parte después del bachillerato o de su equivalente. Com-
prende la educación normal, la tecnológica y la univer-
sitaria e incluye carreras profesionales cortas y estudios
encaminados a obtener los grados de licenciatura, maes-
tría y doctorado, así como cursos de actualización y es-
pecialización.

Renta petrolera y educación superior

El décimo cuarto transitorio del decreto de la reforma cons-
titucional en materia de energía establece un destino espe-
cífico para la renta petrolera en el inciso d) del numeral 5
que incide en el ámbito de la educación superior. De ahí
que la presente iniciativa tiene la finalidad de armonizar el
ordenamiento que regula la coordinación en dicho nivel
educativo con el destino aludido de la renta petrolera esta-
bleciendo los objetivos y lineamientos de las becas para la
formación de capital humano en universidades y posgra-
dos.

El principio consagrado en nuestra Ley Fundamental de
que la explotación de los hidrocarburos tiene la finalidad
de generar el mayor beneficio para la Nación se traduce en
que las becas para la formación de capital humano se otor-
guen por parte de la Administración en función del derecho
de las personas a una educación de calidad, garantizando
de manera absoluta la no discriminación y haciendo del
programa correspondiente un instrumento para fomentar el
ascenso social, fines que se plasman en la presente inicia-
tiva al disponer que las becas se orienten bajo un criterio
claro de equidad y justicia social. 

La reforma constitucional en materia de energía reiteró que
el petróleo y sus derivados son factor fundamental para el

desarrollo a largo plazo de la Nación. Lo anterior repercu-
te en la exigencia normativa de que las becas multicitadas
tengan una relación directa con las necesidades y priorida-
des de dicho desarrollo. Con ello, las becas tendrán una
clara vocación de crecimiento económico ya que atenderán
a la solución de los principales problemas nacionales. En
este orden de ideas, sin duda que deberán tener prioridad
las becas para posgrados que tengan que ver con el cambio
climático, la obesidad, los accidentes de tránsito y el suici-
dio en tanto problemas de salud pública así reconocidos
reiteradamente por las autoridades sanitarias, la producción
de alimentos y el desarrollo de tecnología para el aprove-
chamiento de las energías renovables en particular la solar
y eólica en vista de las condiciones climatológicas favora-
bles que caracterizan a nuestro territorio. 

Mención aparte merece la educación. La ambiciosa refor-
ma constitucional en materia de educación requiere de
múltiples posgrados en toda la gama de disciplinas para la
investigación educativa que se traduzca en el mejor apro-
vechamiento de las y los alumnos. En particular es urgente
desarrollar métodos didácticos y herramientas pedagógicas
que permitan adaptar a la idiosincrasia de las niñas, niños
y adolescentes mexicanos los avances que se registran en
otros países, con experiencias de éxito en la enseñanza
principalmente de las matemáticas. Matemáticas, lectura y
ciencia son los tres rubros donde los estudiantes mexicanos
tienen grandes deficiencias según los resultados del Pro-
grama para la Evaluación Internacional de Alumnos (PISA
por sus siglas en inglés) aplicado el 2012. El 55% de los
alumnos mexicanos no alcanzó el nivel de competencias
básicas en matemáticas y el puntaje promedio en este rubro
fue de 413 puntos cuando el estándar de la OCDE es de
494, una diferencia que equivale a casi dos años de escola-
ridad. Menos del 1% de los alumnos mexicanos de 15 años
logra alcanzar los niveles de competencia más altos en ma-
temáticas, y los que han logrado un alto rendimiento, su
puntaje equivale al de un alumno promedio en Japón. 

Por provenir de los ingresos del petróleo, las becas para la
formación en educación superior deben otorgarse bajo
principios que permitan el mayor beneficio para la Nación.
En consecuencia, para tal efecto proponemos los de trans-
parencia, objetividad, pertinencia, diversidad e inclusión. 

La equidad y justicia social como fines elevados de la con-
formación de la Nación se proyectan en la Ley por medio
de enunciados normativos que aseguren que las becas se
asignen con prioridad entre los grupos y en las regiones
que presenten el mayor rezago y deserción en el nivel de
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educación superior. Bajo este criterio se busca lograr de
manera paulatina un equilibrio entre las zonas más depri-
midas y las de mayor desarrollo del país. La proliferación
gradual de hombres y mujeres con educación superior per-
mitirá aprovechar oportunidades productivas e iniciar de
forma incipiente el camino en dichas zonas hacia la inno-
vación y desarrollo tecnológicos que les permita gradual-
mente subsanar sus carencias. Tengo la firme convicción
de que las becas para lugares en situación de rezago serán
un factor importante para coadyuvar en el mejoramiento
del nivel de vida de sus habitantes.

Con el propósito de que el Ejecutivo Federal cuente con la
mayor información para tener el más amplio panorama en
torno a las necesidades y prioridades para el desarrollo na-
cional así como lograr la equidad y no discriminación en la
asignación de las becas, se propone un Consejo Consultivo
en el que participen las organizaciones representativas de
las instituciones de educación superior, de los empresarios,
el órgano encargado de prevenir y eliminar la discrimina-
ción y el órgano de consulta en materias relacionadas con
la juventud. Dicho Consejo se propone que sea encabeza-
do por el Secretario del ramo y que cuente con un Secreta-
rio Técnico que sería el Subsecretario de Educación Supe-
rior. Su organización y funcionamiento quedarían
normados en el reglamento que al efecto se expida. 

Se plantea también en la presente iniciativa que las entida-
des que cuentan con datos relevantes para el mejor otorga-
miento de las becas para la educación superior, los aporten.
Con la información especializada proveniente de la Comi-
sión Nacional de los Pueblos Indígenas; el Instituto Nacio-
nal de Geografía y Estadística; el Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social y el Conse-
jo Nacional de Población se logrará incidir con fortaleza en
el desarrollo a largo plazo de la Nación y en mayor equi-
dad y justicia social para las y los mexicanos.

Proyecto de Decreto

Artículo Único. Se adicionan los artículos 28 y 29 a la Ley
para la Coordinación de la Educación Superior para quedar
como sigue: 

Articulo 28. El destino de los recursos que conforme al
Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el
Desarrollo se asignen a becas para la formación de ca-
pital humano en universidades y posgrados, se determi-
nará por el Ejecutivo Federal atendiendo el pleno dere-

cho de cada individuo a la educación con calidad, a una
mayor equidad y justicia social, así como a las priori-
dades y necesidades del desarrollo nacional, conforme a
los principios de transparencia, objetividad, pertinen-
cia, diversidad e inclusión.

Tales becas serán dirigidas preferentemente, a los gru-
pos y regiones con mayor deserción y rezago educativo
en educación superior, o que enfrentan condiciones eco-
nómicas y sociales de desventaja en términos de lo dis-
puesto en los artículos 7o. y 8o. de la Ley General de
Educación.

Para efectos de lo establecido en este artículo, se enten-
derá por universidades y posgrados a las modalidades
de educación superior establecidas en el artículo 3º de
la presente Ley.

Artículo 29.- La asignación de becas será determinada
por un Consejo Consultivo presidido por el Ejecutivo
Federal. 

Dicho Consejo contará con un Presidente que será el
Secretario de Educación Pública y un Secretario Técni-
co que será el Subsecretario de Educación Superior de
dicha dependencia. El Consejo se integrará con un re-
presentante de las instituciones siguientes:

I. La Asociación Nacional de Universidades e Insti-
tuciones de Educación Superior;

II. La Confederación Patronal de la República Me-
xicana;

III. La Comisión Nacional para Prevenir y Eliminar
la Discriminación.

IV. El Instituto Mexicano de la Juventud.

El Consejo podrá solicitar datos y la información
que requiera a la Comisión Nacional de los Pueblos
Indígenas; el Instituto Nacional de Geografía y Esta-
dística; el Consejo Nacional de Evaluación de la Po-
lítica de Desarrollo Social; y al Consejo Nacional de
Población, y demás dependencias de la Administra-
ción pública Federal de conformidad con la legisla-
ción aplicable. 



Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Ejecutivo federal tendrá 60 días a partir de la
entrada en vigencia de este decreto para convocar a la
constitución del Consejo.

Tercero. A partir de la constitución del Consejo, el ejecuti-
vo Federal tendrá 180 días para emitir la reglamentación
para su funcionamiento.

México, Distrito Federal, a 5 de marzo de 2014.— Diputada María
Guadalupe Mondragón González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para dictamen. 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma el artículo 562 de la Ley Federal
del Trabajo, a cargo del diputado José Angelino Caamal
Mena, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

El suscrito, José Angelino Caamal Mena, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza a la
LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión; con fundamento en los artículos 71.
II., de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y 6.1.I., 77.1. y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, presenta ante esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona el inciso c) de la
fracción II del artículo 562 de la Ley Federal del Trabajo,
al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

El salario mínimo resulta profundamente controvertido, ya
que introduce consideraciones morales acerca de lo que
constituye una compensación mínima y justa en una eco-
nomía determinada, y también acerca del papel que des-
empeña el mismo, en asegurar que las personas ganen por
su trabajo lo suficiente como para poder sostenerse a sí y
sus familias.

Al momento de combatir la desigualdad, un salario mínimo
fuerte puede contribuir significativamente en los resulta-
dos. Al respecto, basta comparar el desempeño de diversos
países para apreciar la diferencia. Con el salario mínimo
nacional probablemente más alto de Europa, Francia, se
erige como uno de los pocos países donde en los últimos
veinte años no se ha incrementado la desigualdad. Entre-
tanto, Alemania, sin salario mínimo, ha observado una ex-
plosión de trabajadores con bajos salarios y un aumento de
desigualdades.

La Constitución Política, establece en el artículo 123, frac-
ción VI que el salario mínimo “deberá ser suficiente para
satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia en
el orden material, social y cultural, y para proveerla educa-
ción obligatoria de los hijos.”

Por otra parte, el artículo 562 de la Ley Federal del Traba-
jo, indica que el salario mínimo deberá considerar “el pre-
supuesto indispensable para la satisfacción de las siguien-
tes necesidades de cada familia, entre otras: las de orden
material, tales como la habitación, menaje de casa, alimen-
tación, vestido y transporte; las de carácter social y cultu-
ral, tales como concurrencia a espectáculos, práctica de de-
portes, asistencia a escuelas de capacitación, bibliotecas y
otros centros de cultura; y las relacionadas con la educa-
ción de los hijos.”

En los últimos diez años, el salario mínimo tuvo una pér-
dida promedio de 4.5 por ciento. La razón está en la regla
para determinar los aumentos al salario, en función de la
llamada inflación esperada para el siguiente año, conside-
rando que el objetivo de inflación a partir del cual se esta-
blece el salario, siempre tiene un diferencial negativo con
la inflación real. Esta “regla” que se derivó desde los años
80, que permite la obtención de mayores ganancias me-
diante la baja de los salarios en un entorno de poca pro-
ductividad, genera cada vez menor capacidad de compra.

Si comparamos la capacidad adquisitiva del salario, con el
número de canastas alimentarias que el Consejo Nacional
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, Coneval,
publica como parámetro para determinar el consumo míni-
mo debajo del cual las personas se encuentran en condicio-
nes de pobreza, el número total de canastas alimentarias
que ese salario podía adquirir en el entorno urbano en 2000
era de 1.69 canastas. Para mayo de 2011, la capacidad ad-
quisitiva había caído a 1.61 canastas, el equivalente a una
reducción del 5.9 por ciento. Un ejemplo de lo anterior lo
muestra el hecho de que en el año 2000, si los trabajadores
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de salario mínimo utilizaran todo su ingreso diario en la
compra de tortilla, podían comprar casi 8 kilogramos, para
2011 sólo 5 kilos.

En adición, en agosto de 2012, los precios de los alimentos
en general, se incrementaron en 9.0 por ciento anual, por lo
que continuaron creciendo más que los de la canasta bási-
ca que aumentaron 6.46 por ciento y que la inflación gene-
ral que subió 4.57 por ciento, todos respecto al mismo mes
de 2011.

El encarecimiento de los alimentos en el octavo mes del
año se debió en gran medida a los mayores precios de pro-
ductos agropecuarios como los granos básicos, la carne, el
huevo y algunos derivados de granos como el pan, la masa
y harina de maíz, las galletas y la tortilla, esta última con
un aumento de 11.14 por ciento anual, con lo que acumuló
18 meses con crecimientos superiores a dos dígitos.

Al interior de los granos el índice de precios del maíz y del
arroz creció 15.75 y 12.18 por ciento anual, respectiva-
mente. Otros alimentos que registraron incrementos nota-
bles fueron: la carne de res (16.19 por ciento), la de cerdo
(9.19 por ciento), el pollo (8.38 por ciento), el huevo
(24.40 por ciento) y las frutas y hortalizas (8.45 por cien-
to), todos respecto al mes de agosto de 2011.

Lo anterior significa que los salarios reales en México, mí-
nimos y generales, de los últimos años no cumplen con los
derechos laborales establecidos en la Constitución, y en las
leyes secundarias que de ella emanan. Además, en los últi-
mos años la pérdida del poder adquisitivo del salario, en lu-
gar de beneficiar, ha impactado severamente la economía
mexicana, generando bajos niveles de consumo y ahorro de
las familias mexicanas, un débil mercado interno y, más
importante aún, bajo crecimiento de la economía. Además,
como hemos visto, también va acompañado de una persis-
tencia de la desigualdad social y aumento en el número de
pobres de este país.

Argumentación

Una de las manifestaciones más claras de las relaciones la-
borales, políticas y propiamente económicas en un país, es
el salario. A través de éste se puede establecer el grado de
fortalecimiento con que cuenta el Estado, cuáles son las
fuerzas políticas que orientan la economía del país y sobre
qué necesidades se articulan los movimientos sociales,
principalmente en el caso de trabajadores y trabajadoras.
Estas relaciones llegan a nosotros en forma de pago men-

sual, quincenal, semanal y al mismo tiempo en el acceso
sobre lo que podemos consumir.

A partir del deterioro salarial de los últimos 35 años, Mé-
xico se ha ubicado muy por debajo en el plano internacio-
nal en relación con su nivel de desarrollo. Considerando al
indicador del Programa de Naciones Unidas para el Desa-
rrollo (PNUD) como parámetro para medir el nivel de de-
sarrollo de un país, México –junto con Uruguay– es de los
países de América Latina que pagan los salarios más bajos
en relación con su desarrollo.

Los salarios mínimos de México son, incluso, menores a
los que se pagan en países centroamericanos como Guate-
mala, El Salvador, Honduras, República Dominicana y
Guatemala, que tienen un Índice de Desarrollo Humano
(IDH) menor. Los salarios de Ecuador y Venezuela, que
también muestran un IDH más bajo que México, duplican
el valor de la remuneración mínima de este último.

De manera similar, en otro estudio publicado por la Revis-
ta América Economía (septiembre de 2010), se registra que
la situación de los salarios mínimos de México dentro del
contexto internacional no ha variado, se encuentra por de-
bajo de países con menor PIB per cápita como Honduras,
El Salvador, Guatemala, Ecuador y Perú.

Por otra parte, la productividad social es el principal motor
del crecimiento económico de un país. Mientras mayor ca-
pacidad productiva tenga una sociedad, esto es, mientras
mayores sean los avances tecnológicos combinados con las
habilidades de la fuerza de trabajo, se producirán más mer-
cancías en menos tiempo y a menores precios en términos
reales. Si hay más producción de mercancías y el valor que
éstas tienen muestra una tendencia a la baja, se esperaría
que con el mismo monto del salario nominal se tuviera ac-
ceso a mayor número de ellas, y con eso a una mejora pau-
latina y permanente del bienestar.

Con la implantación de los aumentos salariales a partir de
la inflación esperada, que en general ha sido menor a la in-
flación real, los trabajadores pierden en dos sentidos: hay
pérdida de poder adquisitivo vía salario real y pérdida vía
los aumentos de productividad. En este último aspecto, de
1993 a 2008 por cada aumento de la productividad en 1 por
ciento, hubo una disminución en el salario real del 0.20 por
ciento. En otras palabras, si el salario real cayó en 29.42
por ciento de enero de 1993 a septiembre de 2011, la pro-
ductividad en ese mismo periodo aumentó en 147 por
ciento.



Situación contraria es la presentada en el mismo periodo
para el caso de Brasil. Aunque los aumentos salariales rea-
les comenzaron a finales de los años 90 y tuvieron el cre-
cimiento más significativo a partir de 2003, la relación de
los salarios reales con la productividad es positiva. El re-
sultado para este periodo indica que por cada punto por-
centual que aumentó la productividad social, el salario real
aumentó en 1.4%. Lo anterior fue posible, gracias a la po-
lítica de establecimiento del salario mínimo, a partir no só-
lo de las metas de inflación, sino de lo obtenido en pro-
ductividad.

Esa elasticidad entre productividad y salario positiva en
Brasil y negativa en México, da como resultado un merca-
do interno fuerte en Brasil y débil en México. Si analiza-
mos adicionalmente aquellos países cuyo crecimiento del
mercado externo (exportaciones netas) es mayor al de su
producto interno bruto, PIB, encontraremos que su merca-
do interno se está reduciendo, que es lo que sucede con
México. Si el resultado es el opuesto (crecimiento del PIB
mayor al de su mercado externo) es porque el mercado in-
terno se está ampliando. Ello tiene que ver también con la
manera en cómo un país se incorpora a la nueva división
internacional del trabajo.

¿Podemos tener un mercado interno fuerte y sólido con es-
tas cifras? Es obvio que no. Pero lo que no es obvio, es que
en nuestro país casi la mitad de sus habitantes no tienen pa-
ra comprar gran parte de las cosas que ellos producen y re-
quieren vender para que sus ganancias se realicen. Por
ejemplo, según el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía, Inegi, 73 por ciento de los hogares no cuenta con te-
léfono fijo, 81 por ciento no dispone de computadora, 54
por ciento no tiene DVD, y 37 por ciento no posee lavado-
ra. Alguien podría argumentar: ¿para qué querrían las per-
sonas con salario mínimo o en condiciones de pobreza el
teléfono, la computadora, la lavadora o el DVD? Por dos
razones. La primera es por cuestiones de desarrollo huma-
no y digno; la segunda, por ampliación del mercado inter-
no y las posibilidades de crecimiento para los negocios.

No podemos perder de vista, que la mayoría de los países
del mundo que asumen la autonomía de su desarrollo, re-
activaron su mercado interno para salir de la crisis, como
en el caso de los Estados Unidos de América. Otro ejemplo
es Brasil, que durante 2003-2011, comenzó con una estra-
tegia de mejoramiento salarial general, concentrado bási-
camente en los salarios mínimos. En diez años, el salario
mínimo ha aumentado 54%, mientras los ingresos reales
del 20% de la población de menores ingresos han aumen-

tado casi 50%. Los resultados han sido una mejora en las
condiciones de vida de los estratos más bajos de la pobla-
ción, disminución de la desigualdad social, fortalecimiento
de la llamada clase media y de su mercado interno, hacien-
do menos vulnerable a ese país ante las crisis económicas.

Finalmente, si comparamos un indicador oficial que publi-
ca la Consejo Nacional de Población, Conapo, sobre la
marginación, uno de los aspectos considerados para ubicar
a la población marginada como el porcentaje de población
ocupada con menos de dos salarios mínimos (menos de
116 pesos diarios o 3 mil 493 pesos mensuales), que para
2005 era de 45.3 por ciento del total, contra 2010, la situa-
ción no ha variado significativamente y, según datos de la
Encuesta Nacional de Empleo, ese porcentaje es para este
año de 44.3 por ciento. Esto es, 19 millones 790 mil perso-
nas ocupadas que perciben menos de dos salarios mínimos.
Pero esas personas ocupadas llevan un ingreso o renta a su
hogar para adquirir lo indispensable para vivir o sobrevivir
y si en promedio cada persona ocupada mantiene a casi 3
personas del país (2.5 como decíamos antes), estamos ha-
blando de 49 millones 475 mil personas, cuyo ingreso má-
ximo es de mil 452 pesos.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de diputado federal integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Nueva Alianza a la LXII Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en la fracción II, del artículos 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y el numeral I
del artículo 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto ante esta soberanía la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona el inciso c) de la fracción
II del artículo 562 de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único. Se adiciona el inciso c) de la fracción II
del artículo 562 de la Ley Federal del Trabajo, para quedar
como sigue:

Artículo 562. Para cumplir las atribuciones a que se refie-
re la fracción III del artículo anterior, la Dirección Técnica
deberá:

I. …

II. Realizar periódicamente las investigaciones y estu-
dios necesarios para determinar:
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a) El presupuesto indispensable para la satisfacción
de las siguientes necesidades de cada familia, entre
otras: las de orden material, tales como la habita-
ción, menaje de casa, alimentación, vestido y trans-
porte; las de carácter social y cultural, tales como
concurrencia a espectáculos, práctica de deportes,
asistencia a escuelas de capacitación, bibliotecas y
otros centros de cultura; y las relacionadas con la
educación de los hijos.

b) Las condiciones de vida y de trabajo de los traba-
jadores de salario mínimo.

c) Estrategias y mecanismos adecuados para  evi-
tar pérdidas de poder adquisitivo, considerando
además de metas de inflación, los índices de pro-
ductividad nacional.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor, el siguiente día
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.— Diputado
José Angelino Caamal Mena (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen. 

CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION

«Iniciativa que reforma el artículo 33 del Código Fiscal de
la Federación, a cargo del diputado José Ángel González
Serna, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe Diputado José Ángel González Serna, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXII Legislatura, ante la Cámara de Diputados, ejerciendo
la facultad consagrada en el artículo 71 fracción II, en re-
lación con el 72 Apartado H de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y con fundamento en los
artículos 6o., numeral 1, 77 y 78 y demás relativos y apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a la consideración de este pleno la presente iniciativa, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los colegios de profesionistas y las organizaciones de par-
ticulares son órganos que dentro de sus objetivos propios,
definen y configuran una cultura propia a través de la cons-
trucción de valores, principios e ideales que enmarcan una
forma de hacer y una identidad común que identifica la
profesionalidad y ética de sus agremiados, ya que cumplen
una función social que no se limita a los intereses particu-
lares de sus miembros, sino que constituyen piezas funda-
mentales de cohesión social en los países democráticos.

La relación entre estas organizaciones y el gobierno es un
tema estratégico para el análisis del devenir político, social
y económico que ha tenido lugar de las dos últimas déca-
das a la fecha en el contexto tanto nacional como interna-
cional, y en este sentido los graduados sociales se han con-
vertido en los colaboradores imprescindibles para que los
gobiernos generen las políticas públicas y las acciones de
gobierno que den respuesta a las demandas provenientes de
la sociedad civil, y al mismo tiempo para que los particu-
lares puedan adecuarse a la Ley y cumplir con la normati-
va que les afecta, de tal forma que cada demanda converti-
da en respuesta ingresa al ambiente social transformándolo
y generando a su vez nuevas demandas en un proceso de
cambio continuo.

Siguiendo esta dinámica, con la reciente reforma a la Ley
del Impuesto sobre la Renta, la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público solicitó y obtuvo de los particulares, con
buenos resultados, su colaboración a efecto de aceptar o
considerar sugestiones en materia fiscal y de estudiar ob-
servaciones a fin de formular instrucciones de carácter ge-
neral para la aplicación de disposiciones fiscales. De este
modo, los Colegios de Profesionistas y organizaciones de
particulares pudieron facilitar a la propia Secretaría estu-
dios técnicos sobre diversas ramas de la actividad econó-
mica lo que contribuyó al mayor éxito de la reforma; y ade-
más, con la celebración de reuniones periódicas de las
autoridades fiscales con aquellas organizaciones, se encon-
traron soluciones a diversos problemas, coordinándose las
actividades de dichas organizaciones y colegios con las au-
toridades fiscales.

Por ello, con la finalidad de determinar una modalidad be-
néfica tanto para el fisco como para los contribuyentes, los
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, consideramos no solo conveniente sino
necesario, retomar el texto del artículo 81 del derogado Có-
digo Fiscal de la Federación de 1967, que preveía las fa-



cultades de la Secretaría de Hacienda y Crédito público pa-
ra promover la colaboración de las organizaciones de los
particulares y de los colegios de profesionistas con las au-
toridades fiscales. Para lo cual se propone la adición de la
fracción IV del artículo 33 del Código Fiscal de la Federa-
ción, para quedar como sigue:

Artículo 33. Las autoridades fiscales para el mejor
cumplimiento de sus facultades, estarán a lo siguiente:

I. a III. …

IV. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público promo-
verá la colaboración de las organizaciones de los parti-
culares y de los colegios de profesionistas, con las auto-
ridades fiscales. Al efecto la Secretaría podrá: 

a) Proponer a las organizaciones y colegios el envío de
comentarios o sugerencias, en materia fiscal, sobre la
adición o modificación de disposiciones reglamentarias
sobre proyectos de normas legales o de sus reformas que
estén en el ámbito de sus competencias implementar al
interior de la dependencia;

b) Considerar las observaciones que se le presenten pa-
ra formular una política fiscal abierta e incluyente;

c) Proponer a las organizaciones u colegios, la elabora-
ción de estudios técnicos que faciliten el conocimiento
de cada rama de actividad económica, para su mejor tra-
tamiento fiscal;

d) Recabar observaciones para la modificación o expe-
dición de formas e instructivos e instructivos para el
cumplimiento de las disposiciones fiscales;

e) Celebrar reuniones o audiencias periódicas con las
organizaciones y colegios para tratar problemas de ca-
rácter general que afecten a los contribuyentes o a la ad-
ministración fiscal y para buscar solución a los mismos;

f) Coordinar sus actividades con las organizaciones y
colegios para divulgar las normas sobre deberes fiscales
y para la mejor orientación de los contribuyentes, y

g) Realizar las demás actividades conducentes al logro
de los fines señalados en esta fracción.

Todos los estudios, comentarios y opiniones proporciona-
das por las organizaciones y colegios a la Secretaría de Ha-

cienda y Crédito Público serán cedidos sin limitación algu-
na. En todo momento, la entrega de estos materiales a esta
Secretaría, será a título gratuito.

Con la aprobación de esta adición, esta soberanía no sólo
fortalece a una autoridad, sino también a la estructura que
cimienta el sistema tributario mexicano, ya que en la me-
dida en que los contribuyentes cuenten con instancias de
participación frente a las autoridades fiscales como las or-
ganizaciones de los particulares y los colegios de profe-
sionistas para colaborar en materia fiscal, se refuerza la
confianza del Estado como administrador de las contribu-
ciones de la sociedad, pues con el funcionamiento apropia-
do del sistema tributario se favorece el crecimiento econó-
mico del país.

De lo expuesto, y en uso de las atribuciones citadas en el
proemio de este documento, someto a la consideración del
pleno la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adiciona la fracción IV al artículo
33 del Código Fiscal de la Federación

Artículo Único. Se adiciona la fracción IV del Artículo 33
del Código Fiscal de la Federación, para quedar como si-
gue:

Artículo 33. Las autoridades fiscales para el mejor cum-
plimiento de sus facultades, estarán a lo siguiente: 

I. a III. …

IV. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público promo-
verá la colaboración de las organizaciones de los parti-
culares y de los colegios de profesionistas, con las auto-
ridades fiscales. Al efecto la Secretaría deberá:

a) Proponer a las organizaciones y colegios el envío
de comentarios o sugerencias, en materia fiscal, so-
bre la adición o modificación de disposiciones re-
glamentarias sobre proyectos de normas legales o de
sus reformas que estén en el ámbito de sus compe-
tencias implementar al interior de la dependencia; 

b) Considerar las observaciones que se le presenten
para formular una política fiscal abierta e incluyen-
te; 

c) Proponer a las organizaciones u colegios, la ela-
boración de estudios técnicos que faciliten el cono-
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cimiento de cada rama de actividad económica, para
su mejor tratamiento fiscal; 

d) Recabar observaciones para la modificación o ex-
pedición de formas e instructivos para el cumpli-
miento de las disposiciones fiscales; 

e) Celebrar reuniones o audiencias periódicas con
las organizaciones y colegios para tratar problemas
de carácter general que afecten a los contribuyentes
o a la administración fiscal y para buscar solución a
los mismos; 

f) Coordinar sus actividades con las organizaciones
y colegios para divulgar las normas sobre deberes
fiscales y para la mejor orientación de los contribu-
yentes, y

g) Realizar las demás actividades conducentes al lo-
gro de los fines señalados en esta fracción.

Todos los estudios, comentarios y opiniones proporciona-
das por las organizaciones y colegios a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público serán cedidos sin limitación algu-
na. En todo momento, la entrega de estos materiales a esta
Secretaría, será a título gratuito.

Transitorios

Único. El presente entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, a 3 de abril de 2014.— Diputado José Ángel
González Serna (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma los artículos 570 y 573 de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado José Angelino
Caamal Mena, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

El suscrito, José Angelino Caamal Mena, diputado federal
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza a la LXII Le-

gislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71. II
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6.1.I, 77.1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, presenta ante esta soberanía iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 570 y 573 de la
Ley Federal del Trabajo, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

La Organización Internacional del Trabajo en 2012  pre-
sentó el Informe Panorama Laboral donde señala que en
América Latina existen al menos 15 millones de personas
que están desempleadas, y en México el desempleo alcan-
za el 5.9 por ciento de la población económicamente acti-
va PEA, pero  la población joven es la más afectada con
una tasa de desempleo de casi el 10 por ciento.  

El mismo informe realiza una comparación del incremento
del salario mínimo, mientras que en México el aumento fue
tan solo del 1.5 por ciento, en Bolivia los salarios mínimos
tuvieron un aumento del 18.5 por ciento y en Venezuela se
incrementaron en 16.2 por ciento. México se encuentra
dentro del grupo de países donde el salario mínimo se in-
crementa por debajo de la media regional. 

El incremento de los salarios mínimos por debajo de la in-
flación significa un deterioro de los salarios reales, y por
tanto una perdida en la capacidad adquisitiva de las perso-
nas, no obstante esto no significa una disminución inme-
diata en la productividad, pero si un aumento en la tasa de
explotación en la esfera de la distribución, puesto que los
empresarios, o dueños de los medios de producción se
apropian de mayor parte del tiempo socialmente necesario
para reponer la fuerza de trabajo. A su vez, se incrementa
la economía informal, la baja productividad, lo que puede
producir una recesión económica. 

En México la inflación responde al constante incremento
en los precios de las gasolinas, mas no por el consumo de
la población. De 2006 a 2012, las gasolinas aumentaron su
precio en un 70 por ciento, los alimentos aumentaron un
125 por ciento, mientras que en el mismo periodo el sala-
rio aumentó únicamente 28 por ciento, según el reporte
“queda pulverizado el poder adquisitivo de los traba-
jadores en México durante el calderonato”, realizado
por el Centro de Análisis Multidisciplinario de la Facul-
tad de Economía de la Universidad Nacional Autónoma
de México.



Los bajos salarios en México han sido utilizados como un
atractivo para la inversión extranjera, lo que trae consigo
un falso indicador de competitividad y productividad inter-
nacional. 

De igual manera,  la recesión económica mundial y las po-
líticas proteccionistas implantadas por las potencias indus-
triales hacen prácticamente imposible que México pueda
expandir su capacidad comercial hacia el exterior y au-
mentar las exportaciones.

A pesar de los discursos oficiales que se empeñan en de-
mostrar con datos estériles que todo en la economía nacio-
nal se desarrolla de forma estable; la realidad de las fami-
lias mexicanas es que ven día con día reducido su dinero,
mientras que tienen que trabajar más para adquirir lo bási-
co para la subsistencia.  

Por ello, es urgente que se establezcan nuevos mecanismos
para revalorar los salarios mínimos en concordancia con la
realidad de los mexicanos y conforme a lo señalado en el
artículo 123,  fracción VI, de nuestra Constitución.

Argumentos

Las circunstancias económicas antes mencionadas justifi-
can la revisión y revaloración de los salarios mínimos; por
ello, el objetivo de la presente iniciativa es que indistinta-
mente las cámaras del Congreso de la Unión puedan soli-
citar ante la Comisión Nacional de Salarios Mínimos (Co-
nasami) la revisión de los salarios, a fin de que estos se
ajusten a las necesidades económicas del país y que permi-
tan impulsar un mayor crecimiento y competitividad, siem-
pre en cumplimiento de la función prevista por nuestra
Constitución Política de proveer lo suficiente para satisfa-
cer las necesidades normales de un jefe de familia.  

El artículo 123 de la Constitución Política establece en la
fracción VI del apartado A que: 

VI. Los salarios mínimos que deberán disfrutar los tra-
bajadores serán generales o profesionales. Los primeros
regirán en las áreas geográficas que se determinen; los
segundos se aplicarán en ramas determinadas de la acti-
vidad económica o en profesiones, oficios o trabajos es-
peciales. 

Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes pa-
ra satisfacer las necesidades normales de un jefe de fami-
lia, en el orden material, social y cultural, y para proveer a

la educación obligatoria de los hijos. Los salarios mínimos
profesionales se fijarán considerando, además, las condi-
ciones de las distintas actividades económicas. 

Los salarios mínimos se fijarán por una comisión nacional
integrada por representantes de los trabajadores, de los pa-
trones y del gobierno, la que podrá auxiliarse de las comi-
siones especiales de carácter consultivo que considere in-
dispensables para el mejor desempeño de sus funciones.

La Constitución determina el pacto por el cual los mexica-
nos plasmamos nuestras normas jurídicas y delimitan nues-
tra composición social. El no respetar que los salarios mí-
nimos cumplan con la función de proveer lo necesario e
indispensable para las familias es una violación que que-
branta el pacto social de nuestra Carta Magna. 

Los bajos sueldos en México también influyen en los fenó-
menos de la migración, la economía informal, crimen, des-
erción escolar y en el sistema de pensiones; debido a que
las personas buscan las formas de cubrir de mejor manera
sus necesidades y la de sus familias.  Las bajas remunera-
ciones no permiten generar ahorros, y por tanto los traba-
jadores quedan desprotegidos en la edad avanzada, ocasio-
nando que el tiempo de vida laboral de un trabajador tenga
que ampliarse, y a su vez no  se creen nuevas plazas para
los jóvenes.  

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (Inegi), de los 48.2 millones de trabajadores ocupa-
dos al cuarto trimestre de 2012, 6.3 millones perciben has-
ta un salario mínimo (menos de 1,900 pesos al mes). Cerca
de 11.1 millones de trabajadores perciben más de uno y
hasta dos salarios mínimos (hasta 3,790 al mes); 10.5 mi-
llones perciben más de dos y hasta tres salarios mínimos
(hasta 5,680 al mes); 7.2 millones perciben más de tres y
hasta cinco salarios mínimos (hasta 9,470 al mes) y solo
3.8 millones perciben más de cinco salarios mínimos (más
de 9,470 al mes). Según Inegi, el resto no percibe ingresos.
“Franco Iván; México arrastra rezago en salarios”.  

El tema fundamental en cuestión es la distribución de la ri-
queza. En México no ha aumentado la clase media, tampo-
co la capacidad de compra de los trabajadores y únicamen-
te es visible la separación entre clases económicas y
sociales. Los salarios mínimos son principalmente un me-
canismo de distribución de la riqueza entre los factores de
producción, sin embargo, si no existen instituciones que
procuren la adecuada distribución del ingreso se genera
una desigualdad en las ganancias, principalmente para la
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clase trabajadora que es la que renta su fuerza de trabajo;
de ahí la importancia de esta iniciativa que tiene por obje-
to el que los salarios mínimos sean revalorados cuando
exista una solicitud de alguna de las cámaras del Congreso
de la Unión, quienes como representantes de la ciudadanía
y de las entidades de la república pueden percibir de forma
sensible las necesidades de la población y de los trabajado-
res.   

El incremento en los salarios mínimos no representa pérdi-
das para las empresas, simplemente implica reducir mo-
mentáneamente los márgenes de ganancia, no obstante, es-
tas deducciones son rápidamente recuperadas debido a la
mayor capacidad de consumo que tendrán las personas y la
mayor productividad de los trabajadores.  

Las reformas aquí propuestas a la Ley Federal del Trabajo,
en lo concerniente a los Salarios Mínimos y a la Comisión
Nacional de Salarios mínimos modifican en primer lugar el
artículo 570 con el objetivo de que las cámaras del Con-
greso de la Unión puedan solicitar ante la Comisión Na-
cional de Salarios Mínimos la revisión de los salarios, co-
mo una causa económica que la justifica. Posteriormente se
propone modificar el artículo 573 con el objetivo de que el
procedimiento señalado para la revisión de los salarios mí-
nimos también contemple la solicitud de revisión de algu-
na de las cámaras del Congreso Federal.

Por lo anteriormente expuesto y motivado se proponen las
siguientes modificaciones a los artículos 570 y 573 de la
Ley Federal del Trabajo.  

Fundamento Legal

El suscrito, en ejercicio de la facultad que confiere el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y el artículo 77 numeral 1,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración de esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma los artículos 570 y 573 de la Ley
Federal del Trabajo 

Único. Se reforman los artículos 570 y 573 de la Ley Fe-
deral del Trabajo para quedar como sigue:

Artículo 570. Los salarios mínimos se fijarán cada año y
comenzarán a regir el primero de enero del año siguiente. 

Los salarios mínimos podrán revisarse en cualquier mo-
mento en el curso de su vigencia siempre que existan cir-
cunstancias económicas que lo justifiquen: 

I. Por iniciativa del secretario del Trabajo y Previsión
Social quien formulará al presidente de la Comisión Na-
cional de los Salarios Mínimos solicitud por escrito que
contenga exposición de los hechos que la motiven; 

II. A solicitud de los sindicatos, federaciones y confede-
raciones de trabajadores o de los patrones previo cum-
plimiento de los siguientes requisitos:

a) La solicitud deberá presentarse a la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social por los sindicatos, fede-
raciones y confederaciones que representen el cin-
cuenta y uno por ciento de los trabajadores sindica-
lizados, por lo menos, o por los patrones que tengan
a su servicio por lo menos dicho Porcentaje de tra-
bajadores. 

b) La solicitud contendrá una exposición de los fun-
damentos que la justifiquen y podrá acompañarse de
los estudios y documentos que correspondan. 

c) El secretario del Trabajo y Previsión Social, den-
tro de los cinco días siguientes a la fecha en que re-
ciba la solicitud correspondiente y previa certifica-
ción de la mayoría a que se refiere el inciso a) de
este artículo, la hará llegar al presidente de la Comi-
sión Nacional de los Salarios Mínimos con los estu-
dios y documentos que la acompañen.

III. A solicitud de alguna de las cámaras del Congre-
so de la Unión, solicitud que deberá realizarse por es-
crito y que contenga exposición de los hechos que la
motiven.

Artículo 573. En la revisión de los salarios mínimos a la
que se refiere el segundo párrafo del artículo 570 de la ley
se observarán los siguientes procedimientos: 

I. El presidente de la Comisión Nacional, dentro de los
tres días siguientes a la fecha en que haya recibido la so-
licitud del secretario del Trabajo y Previsión Social, de
alguna de las cámaras del Congreso de la Unión, o en
su caso la que le hayan presentado las organizaciones de
trabajadores o los patrones, convocará al consejo de re-
presentantes para estudiar la solicitud y decidir si los



fundamentos que la apoyan son suficientes para iniciar
el proceso de revisión. Si la resolución es en sentido
afirmativo ordenará a la Dirección Técnica la prepara-
ción de un informe que considere el movimiento de los
precios y sus repercusiones en el poder adquisitivo de
los salarios mínimos; así como los datos más significa-
tivos de la situación económica nacional para que el
Consejo de Representantes pueda disponer de la infor-
mación necesaria para revisar los salarios mínimos vi-
gentes y fijar, en su caso, los que deben establecerse. Si
su resolución es negativa la pondrá en conocimiento del
Secretario del Trabajo y Previsión Social; 

II. al V. …

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.— Diputado
José Angelino Caamal Mena (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen. 

DENOMINAR CON EL NOMBRE DE
OCTAVIO PAZ EL PATIO CENTRAL

DE LA CIUDAD DE LOS LIBROS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al presidente del Conaculta a denominar con el nombre de
Octavio Paz el patio central de la Ciudad de los Libros, en
el marco de la celebración del centenario de su natalicio, a
cargo del diputado Luis Armando Córdova Díaz, del Gru-
po Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I, y 79, numerales 1, fracción II, y 2, frac-
ciones I, III, IV y VI, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, el suscrito, Luis Armando Córdova Díaz,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, somete a consideración de esta asam-
blea proposición con punto de acuerdo de acuerdo por el
que se exhorta al presidente del Consejo Nacional para la

Cultura y las Artes, Rafael Tovar de Teresa, para que en el
marco de las celebraciones del centenario del natalicio de
Octavio Paz, denomine el patio central de la Ciudad de los
Libros con el nombre de Octavio Paz.

Consideraciones

El nombre de Octavio Paz representa en mucho la univer-
salidad del verbo y pensamiento del México contemporá-
neo. La obra del premio Nobel mexicano es un ejercicio in-
telectual por llevar el lenguaje español bajo las vertientes
creativas de América y del diálogo con las poéticas de Eu-
ropa, Estados Unidos, China, Rusia, Japón, el México pre-
hispánico e India. Su creación poética logra las más altas
cimas expresivas del idioma español desde muchas ver-
tientes, mismas que van del verso libre, el haiku, la poesía
objeto, la música concreta, etcétera.

Octavio Paz es considerado uno de los más grandes ensa-
yistas del siglo XX, su obra abarca los temas centrales del
pensamiento contemporáneo: la política, la literatura, la
traducción, la estética, la filosofía, la libertad y la antropo-
logía.

Todo lector que ha incursionado en la obra de Octavio Paz,
no sólo queda maravillado con la belleza y profundidad de
su prosa, sino que obtiene conocimiento del pasado y pro-
nóstico del futuro. Octavio Paz se adelantó a los pensado-
res de su generación al pronosticar la caída del comunismo
burocrático en los países del Este; prefiguró el México que
vivimos con nuevas reglas del juego democrático; entendió
el arte conceptual del siglo XXI.

En su diálogo con las culturas del mundo, nos enseñó a có-
mo concurrir a este diálogo más allá de nuestros localismos
y sin perder identidad, ser mexicanos en el mundo. Este
universalismo es el que culminó Octavio Paz: el universa-
lismo que iniciaron los poetas y escritores del modernismo
como Tablada y Efrén Rebolledo; que prosiguieron Enri-
que González Martínez y Alfonso Reyes y que desarrollan
en muchas nuevas vertientes la generación de Contempo-
ráneos como Xavier Villaurrutia y Salvador Novo.

Octavio Paz como traductor logra las más apreciadas ver-
siones de poetas ingleses, suecos, chinos, japoneses, fran-
ceses, etcétera. Su teoría de la traducción es todavía mate-
ria de discusión entre especialistas, como lo fue entonces
para pensadores como el célebre filósofo del lenguaje: Ro-
man Jakobson.
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Como filósofo, desde muy joven fue influido por la filoso-
fía alemana y logró expresar en sus poemas problemas fi-
losóficos complejos como el tiempo, la representación o la
expresión del lenguaje profundo.

Por todo esto exhortamos al presidente del Consejo nacio-
nal para la Cultura y las Artes, Rafael Tovar de Teresa, a
que denomine al Patio Central como Patio Octavio Paz,
porque en el recinto cultural de la Ciudadela, donde se edi-
ficó la ahora denominada “Ciudad de los Libros”, se cuen-
ta con las más importantes innovaciones tecnológicas de
consulta y resguardo; con el más exquisito diseño arquitec-
tónico; con los acervos literarios y bibliográficos más im-
portantes del país y es considerado uno de los espacios más
bellos, dedicados a la lectura y a los libros. Qué mejor ho-
menaje que identificar el nombre de Octavio Paz con un es-
pacio de diálogo literario, filosófico y cultural, que es uni-
versal y profundamente mexicano.

Punto de Acuerdo

Único. Esta soberanía exhorta al presidente del Consejo
Nacional para la Cultura y las Artes, Rafael Tovar de Tere-
sa, a denominar el patio central de la Ciudad de los Libros
–en el marco de las celebraciones del centenario del natali-
cio de Octavio Paz– con el nombre de Octavio Paz.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.— Diputado
Luis Armando Córdova Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía,
para dictamen. 

MODIFICAR EL ARTICULO 24 DEL REGLAMENTO
DE LA LEY FEDERAL DE RADIO Y TELEVISION,

EN MATERIA DE CONCESIONES, PERMISOS 
Y CONTENIDO DE LAS TRANSMISIONES 

DE RADIO Y TELEVISION

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la Segob a modificar el artículo 24 del Regla-
mento de la Ley Federal de Radio y Televisión, en materia
de Concesiones, Permisos y Contenido de las Transmisio-
nes de Radio y Televisión, a cargo de la diputada Raquel Ji-
ménez Cerrillo, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Raquel Jiménez Cerrillo, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la

LXII Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numerales 1, frac-
ción II, y 2, fracciones I y II, del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta soberanía
el presente punto de acuerdo, con base en las siguientes

Consideraciones

Primera. De conformidad con la Ley Federal de Radio y
Televisión, y su Reglamento, la televisión constituye una
actividad de interés público y corresponde al Estado prote-
gerla y vigilarla para el debido cumplimiento de su función
social1 de contribuir al fortalecimiento de la integración
nacional y al mejoramiento de las formas de convivencia
humana.

A través de las transmisiones televisivas debe procurarse
afirmar el respeto a los principios de la moral social, la
dignidad humana y los vínculos familiares; evitar influen-
cias nocivas o perturbadoras al desarrollo armónico de la
niñez y la juventud; contribuir a elevar el nivel cultural de
la sociedad y a conservar las características nacionales, las
costumbres del país y sus tradiciones, la propiedad del
idioma y a exaltar los valores de la nacionalidad mexicana;
así como fortalecer las convicciones democráticas, la uni-
dad nacional y la amistad y cooperación internacionales.

La normatividad en comento indica que en el cumplimien-
to de las funciones que establecen la Ley Federal de Radio
y Televisión y su Reglamento, la radio y la televisión de-
ben constituir vehículos de integración nacional y enalte-
cimiento de la vida en común, a través de sus actividades
culturales, de recreación y de fomento económico.2

Se dispone que la radio y la televisión orientarán preferen-
temente sus actividades a la ampliación de la educación po-
pular, la difusión de la cultura, la extensión de los conoci-
mientos, la propagación de las ideas que fortalezcan
nuestros principios y tradiciones; al estímulo de nuestra
capacidad para el progreso, a la facultad creadora del me-
xicano para las artes; a la participación ciudadana y a la so-
lidaridad, y al análisis de los asuntos del país desde un pun-
to de vista objetivo, a través de orientaciones adecuadas
que afirmen la unidad nacional, la equidad de género y el
respeto de los derechos de los grupos vulnerables.3

Los ordenamientos en comento disponen que la función in-
formativa constituye una actividad específica de la radio y
la televisión tendiente a orientar a la comunidad, en forma
veraz y oportuna, dentro del respeto a la vida privada y



a la moral, sin afectar los derechos de terceros, ni per-
turbar el orden y la paz pública.4

Segunda. Por otra parte, es de precisar que compete a la
Secretaría de Gobernación,5 por conducto de la Dirección
General de Radio, Televisión y Cinematografía, vigilar que
las transmisiones de radio y televisión se mantengan den-
tro de los límites que marcan las disposiciones legales
aplicables en la materia, así como su transmisión en
medios públicos.

La Ley Federal de Radio y Televisión establece los pará-
metros de lo que se deberá transmitir en la programación
de un canal de televisión o una estación de radio. El in-
cumplimiento de la normativa aplicable lleva a la imposi-
ción de sanciones por medio de un procedimiento adminis-
trativo.

Por lo anterior, de conformidad con el artículo 6 del
“acuerdo mediante el cual se emiten los criterios generales
de clasificación de películas, telenovelas, series filmadas y
teleteatros grabados”,6 la clasificación de estos contenidos
se llevará a cabo siguiendo los criterios generales y especí-
ficos, siguientes:

Criterios Generales

(…)

1. Los medios de comunicación, en particular la televi-
sión, deben ser espacios responsables de informa-
ción, entretenimiento, cultura y convivencia, que jue-
gan un papel determinante en la sociedad y coadyuvan
al proceso formativo de la infancia evitando influen-
cias nocivas o perturbadoras al desarrollo armónico
de la niñez y la juventud.

(…)

3. Estos criterios de clasificación atenderán a las cate-
gorías de violencia, adicciones, lenguaje y sexualidad,
considerando la frecuencia y la presencia combinada de
los mismos.

(…)

5. Criterios Específicos

I. “A”: aptos para todo público, los cuales podrán trans-
mitirse en cualquier horario;

II. “B”: aptos para adolescentes y adultos, los cuales po-
drán transmitirse a partir de las veinte horas y hasta las
cinco horas;

III. “B-15”: aptos para adolescentes mayores de 15 años
y adultos, los cuales podrán transmitirse a partir de las
veintiuna horas y hasta las cinco horas;

IV. “C”: aptos para adultos, los cuales podrán transmi-
tirse a partir de las veintidós horas y hasta las cinco ho-
ras; y

V. “D”: aptos para adultos, los cuales podrán transmi-
tirse entre las cero y las cinco horas.7

Dichos criterios tienen como propósito dar mayor objetivi-
dad a las personas autorizadas por la Dirección General de
Radio, Televisión y Cinematografía en los parámetros que
utiliza para la clasificación de la programación de televi-
sión, como consideran la Ley Federal de Radio y Televi-
sión y sus Reglamentos.

Tercera. En seguimiento de las consideraciones que ante-
ceden, si bien el artículo 58 de la Ley Federal de Radio y
Televisión establece que “el derecho de información, de
expresión y de recepción, mediante la radio y la televisión,
es libre y consecuentemente no será objeto de ninguna in-
quisición judicial o administrativa ni de limitación alguna
ni censura previa, y se ejercerá en los términos de la Cons-
titución y de las leyes”, el artículo 63 del mismo ordena-
miento dispone que transmisiones se encuentran prohibi-
das, precepto jurídico que se transcribe para mayor
claridad:

Artículo 63. Quedan prohibidas todas las transmisiones
que causen la corrupción del lenguaje y las contrarias
a las buenas costumbres, ya sea mediante expresiones
maliciosas, palabras o imágenes procaces, frases y esce-
nas de doble sentido, apología de la violencia o del cri-
men; se prohíbe, también, todo aquello que sea deni-
grante u ofensivo para el culto cívico de los héroes y
para las creencias religiosas, o discriminatorio de las ra-
zas; queda asimismo prohibido el empleo de recursos de
baja comicidad y sonidos ofensivos.

Los artículos 36 y 37 del reglamento de la ley en comento
disponen qué deberá entenderse por “corrupción del len-
guaje” y “contrarias a las buenas costumbre”:
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Artículo 36. Se considera que se corrompe el lenguaje
cuando las palabras utilizadas por origen o por su uso
sean consideradas como procaces.

Artículo 37. Se consideran contrarias a las buenas cos-
tumbres

I. El tratamiento de temas que estimulen las ideas o
prácticas contrarias a la moral, a la integridad del hogar,
se ofenda al pudor, a la decencia o excite a la prostitu-
ción o a la práctica de actos licenciosos; y

II. La justificación de las relaciones sexuales ilícitas o
promiscuas y el tratamiento no científico de proble-
mas sociales tales como la drogadicción o el alcoho-
lismo.

El artículo 24 del Reglamento de la Ley Federal de
Radio y Televisión, en materia de Concesiones, Per-
misos y Contenido de las Transmisiones de Radio y
Televisión establece:

Artículo 24. Para los efectos de los artículos 59 Bis, pá-
rrafo último, y 72 de la Ley Federal de Radio y Televi-
sión, la Dirección General de Radio, Televisión y Cine-
matografía clasificará las películas, telenovelas, series
filmadas y teleteatros grabados de la siguiente manera:

I. “A”: aptos para todo público, los cuales podrán trans-
mitirse en cualquier horario;

II. “B”: aptos para adolescentes y adultos, los cuales po-
drán transmitirse a partir de las veinte horas;

III. “B-15”: aptos para adolescentes mayores de 15 años
y adultos, los cuales podrán transmitirse a partir de las
veintiuna horas;

IV. “C”: aptos para adultos, los cuales podrán transmi-
tirse a partir de las veintidós horas; y

V. “D”: aptos para adultos, los cuales podrán transmitir-
se entre las cero y las cinco horas.

La Secretaría de Gobernación, previa opinión del Con-
sejo Nacional de Radio y Televisión, emitirá los crite-
rios generales de clasificación. Estos criterios deberán
ser publicados en el Diario Oficial de la Federación y
serán aplicados por la Dirección General de Radio, Te-
levisión y Cinematografía para la clasificación de pelí-

culas, telenovelas, series filmadas y teleteatros graba-
dos.

La Secretaría de Gobernación podrá autorizar la trans-
misión, a cualquier hora e independientemente de su
clasificación, en casos específicos y cuando a su juicio
existan circunstancias que así lo ameriten, como la cali-
dad artística del programa, el tipo de auditorio a que va
dirigida, su temática u otras razones similares.

Cuarta. Ahora bien, una vez analizada la normatividad en
la materia es de señalar que los programas televisivos que
se transmiten hoy en día y que no encuadran dentro de los
mencionados por el referido artículo 24 del Reglamento
de la Ley Federal de Radio y Televisión, en materia de
Concesiones, Permisos y Contenido de las Transmisio-
nes de Radio y Televisión (películas, telenovelas, series
filmadas y teleteatros grabados); no son sujetos de clasifi-
cación, por lo que su transmisión puede ser durante cual-
quier hora aunque el contenido no sea adecuado para todo
tipo de audiencia.

Dicha situación es evidente con los llamados talk shows,
los cuales, al no estar contemplados en los formatos están-
dar de televisión, carecen de clasificación y son transmiti-
dos en horarios de programas con clasificación “A”; sin
embargo, el contenido de los mismos es muchas veces con-
trario a las buenas costumbres, usan lenguaje obsceno, tie-
nen contenido sexual o de problemáticas sociales como el
alcoholismo y las drogas, abuso de menores y demás situa-
ciones que dañan la integridad del hogar y las personas.

Es evidente que dichos programas generan gran adicción a
los espectadores, razón por la cual son transmitidos en los
horarios más sensibles y con mayor facilidad para captar
audiencia, sin embargo, no debe pasar inadvertido que di-
chos horarios corresponden a la hora en que la mayoría de
las familias acostumbran comer, asimismo, es un horario
de fácil acceso para los menores, ya que es probable que
por la naturaleza de la vida de las familias mexicanas, los
menores carecen de supervisión adulta y podrían verse
afectados al recibir un mensaje de este tipo sin la debida
explicación o supervisión de los padres para adoptar temá-
ticas que en estos programas se abordan en el día a día.

Derivado de lo anterior, se puede concluir que los progra-
mas en comento claramente se encuentran fuera del marco
legal que regula las transmisiones televisivas, como lo es la
Ley Federal de Radio y Televisión, su reglamento y el
“acuerdo mediante el cual se emiten los criterios generales



de clasificación de películas, telenovelas, series filmadas y
teleteatros grabados”.

Quinta. Acorde con lo señalado en el punto que antecede
y a la clasificación de contenidos establecidos en el acuer-
do señalado, se desprende que para que un contenido pue-
da transmitirse de conformidad con la clasificación “A”,
entre otras cosas, deben estos cumplir los siguientes ele-
mentos:

Violencia: No contiene frecuentes representaciones de
violencia física o psicológica, aunque puede incluir
agresividad mínima en la temática y personajes, y nin-
guna que dé la impresión de que es el mejor camino o el
único para solucionar conflictos entre individuos, gru-
pos o sociedades.

Sexualidad: No se muestran imágenes del cuerpo hu-
mano desnudo, ni escenas de relaciones sexuales, salvo
las referencias a la sexualidad humana que se presenten
en un contexto afectivo o familiar, o con fines científi-
cos o educativos.

Lenguaje: No se presenta lenguaje soez. Algunas ex-
presiones que, de acuerdo al entorno cultural no sean
generalmente consideradas como ofensivas, pueden
usarse de manera excepcional, cuando la trama o el con-
texto del programa lo justifiquen.

Adicciones: No hay presencia de drogas. El consumo de
alcohol o tabaco es sólo ocasional y siempre justificado por
la trama o el contexto; se muestran sus consecuencias ne-
gativas. Estos elementos no se presentan en dibujos anima-
dos o programas, dirigidos exclusivamente al público in-
fantil.

De lo expuesto se advierte que, dadas las temáticas abor-
dadas en los programas aludidos, éstos no pueden ser trans-
mitidos en horarios aptos para todo público, por lo que es
menester que la Secretaría de Gobernación clasifique la to-
talidad de los programas que se transmiten en la televisión
para que los mismos, sean programados en horas adecua-
das para los espectadores, por ende se exhorta a que se mo-
difique el artículo 24 del multicitado Reglamento, sugi-
riéndose al efecto la siguiente redacción:

Artículo 24. Para los efectos de los artículos 59 bis, pá-
rrafo último, y 72 de la Ley Federal de Radio y Televi-
sión, la Dirección General de Radio, Televisión y Cine-

matografía clasificará las películas, telenovelas, series
filmadas, teleteatros grabados y demás programas te-
levisivos sin excepción, de la siguiente manera:

I. “A”: aptos para todo público, los cuales podrán trans-
mitirse en cualquier horario;

II. “B”: aptos para adolescentes y adultos, los cuales po-
drán transmitirse a partir de las veinte horas;

III. “B-15”: aptos para adolescentes mayores de 15 años
y adultos, los cuales podrán transmitirse a partir de las
veintiuna horas;

IV. “C”: aptos para adultos, los cuales podrán transmi-
tirse a partir de las veintidós horas; y

V. “D”: aptos para adultos, los cuales podrán transmitir-
se entre las cero y las cinco horas.

La Secretaría de Gobernación, previa opinión del Con-
sejo Nacional de Radio y Televisión, emitirá los crite-
rios generales de clasificación. Estos criterios deberán
ser publicados en el Diario Oficial de la Federación y
serán aplicados por la Dirección General de Radio, Te-
levisión y Cinematografía para la clasificación de pelí-
culas, telenovelas, series filmadas, teleteatros grabados
y demás programas televisivos sin excepción.

La Secretaría de Gobernación podrá autorizar la trans-
misión, a cualquier hora e independientemente de su
clasificación, en casos específicos y cuando a su juicio
existan circunstancias que así lo ameriten, como la cali-
dad artística del programa, el tipo de auditorio a que va
dirigida, su temática u otras razones similares.

Por lo expuesto me permito someter a consideración de es-
ta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
exhorta secretario de Gobernación a modificar el artículo
24 del Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televi-
sión, en materia de Concesiones, Permisos y Contenido de
las Transmisiones de Radio y Televisión, a fin de que se
clasifiquen respecto a su contenido la totalidad de los pro-
gramas que se transmiten por televisión.
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Notas:

1 Artículo 1o. del Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión,
en materia de Concesiones, Permisos y Contenido de las Transmisio-
nes de Radio y Televisión, publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción (DOF) el 10 de octubre de 2002.

2 Artículo 2o. del Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión,
en materia de Concesiones, Permisos y Contenido de las Transmisio-
nes de Radio y Televisión, publicado en el DOF el 10 de octubre de
2002.

3 Artículo 3o. del Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión,
en materia de Concesiones, Permisos y Contenido de las Transmisio-
nes de Radio y Televisión, publicado en el DOF el 10 de octubre de
2002.

4 Artículo 4o. del Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión,
en materia de Concesiones, Permisos y Contenido de las Transmisio-
nes de Radio y Televisión, publicado en el DOF el 10 de octubre de
2002.

5 Artículo 10 de la Ley Federal de Radio y Televisión, publicada en el
DOF el 19 de enero de 1960; última reforma, 9 de abril de 2012.

6 Acuerdo publicado en el DOF el 2 de marzo de 2007.

7 Artículo 24 del Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión,
en materia de Concesiones, Permisos y Contenido de las Transmisio-
nes de Radio y Televisión, publicado en el DOF el 10 de octubre de
2002.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
3 de abril de 2014.— Diputada Raquel Jiménez Cerrillo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Radio y Televisión, para dic-
tamen. 

RESERVAS INTERNACIONALES PARA
SUBSIDIAR EL PRECIO DE LOS COMBUSTIBLES,

EL GAS Y LA ENERGIA ELECTRICA EN 2014

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Banco de México a transferir a las instancias correspon-
dientes 10 por ciento de las reservas internacionales para

subsidiar el precio de los combustibles, el gas y la energía
eléctrica en 2014, a cargo del diputado Alejandro Sánchez
Camacho, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado federal Alejandro Sánchez Camacho,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática de la LXII Legislatura del Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
6o., Apartado 1, fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, y
numeral 2, fracción III, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea la si-
guiente proposición con punto de acuerdo de urgente u ob-
via resolución.

Antecedentes

En su informe correspondiente a la última semana de di-
ciembre de 2010, el Banco de México reportó un incre-
mento de 601 millones de dólares en las reservas interna-
cionales, alcanzando un saldo de 113 mil 597 millones de
dólares.

Para el 14 de enero de 2011, la institución reportaba un in-
cremento más de 3 mil millones, ubicando las reservas del
país en los 116 mil 573 millones de dólares, con esto, el
acumulado anual 2010-2011, fue superior en más de 22 mil
759 millones de dólares a lo registrado en 2009.

Según datos revelados por la Secretaria de Hacienda, fue-
ron  los precios del petróleo en 2010, mayores a lo espera-
do, el factor decisivo en el aumento de estos recursos, au-
nado a las compras de dólares del banco central, hecho que
posicionaba a nuestro país   en el lugar 14 entre las nacio-
nes con mayores reservas  en el mundo.

En su informe del 28 de febrero de 2014 el Banco de Mé-
xico ubicó las reservas internacionales del país en 180 mil
885 millones de dólares lo que representa un crecimiento
acumulado de 4 mil 333 millones de dólares respecto al
cierre de 2013. Esta cifra coloca a México en el lugar 13
entre los países con mayores reservas, incluso por encima
de naciones europeas como Francia, Italia, Inglaterra o Es-
paña, cuatro de las cinco principales economías de ese con-
tinente.

Lo anterior comprueba que en los últimos cinco años el
país ha acumulado reservas por 64 mil millones de dólares,
cifra mayor a las reportadas por cualquier país de América
Latina durante el 2013, con excepción de Brasil.



Si bien es cierto que disponer amplias reservas es positivo
para la autoridad monetaria y la economía en su conjunto,
que es un indicador irrefutable de la solvencia del país, el
cual  garantiza el cumplimiento de compromisos interna-
cionales vinculados al comercio exterior o la cuenta de ca-
pitales, también lo es la situación social que subyace como
contraste de tanta bonanza, pues es contraria a la realidad
cotidiana que mantiene al mexicano promedio en el día a
día, empleando cada vez mayores recursos en el pago de
combustibles, luz, agua o gas LP.

Una investigación realizada por la Universidad Nacional
Autónoma de México (UNAM), señala que por cada pun-
to porcentual que suben los combustibles, las frutas y ver-
duras como el aguacate, jitomate, frijol o cebolla, lo hacen
en dos puntos porcentuales, es decir, el doble. El mismo es-
tudio indica que las alzas más dramáticas, se registran en el
terreno de las materias primas que necesitan una generación
adicional de valor agregado, debido  al número de procesos
a los que tenga que ser sometido el producto, así como a las
distancias por recorrer para su comercialización, impacto
que llega a aumentar su valor en 10 por ciento.

Dichos impacto son absorbidos por el consumidor final en
al menos 30 productos de la canasta básica, entre los que se
encuentran el huevo, azúcar, tortilla, maíz, lenteja, semi-
llas, frutas y verduras, así como artículos perecederos, co-
mo leche, jamón, queso, pan y otros como detergente para
ropa, para trastes o jabón para baño, etc., cuya alza se cal-
cula en un 30 por ciento.

Pese a lo anterior, el gobierno federal insiste en la aplica-
ción de una política cuya lógica gira en rededor de la acu-
mulación de recursos que alcanzan cifras “históricas”,  tan
apreciadas en la confección del discurso y tan alejadas de
las causas sociales, han privilegiado publicitar la bonanza
en los escenarios internacionales, que hacerla tangible en el
día a día de la sociedad mexicana.

Utilizar las reservas internacionales no afecta la tendencia,
ni el entusiasmo gubernamental por batir records en mate-
ria de reservas, pues aún con la aplicación del 10 por cien-
to de dichos recursos, que  propone en el presente punto de
acuerdo, seguiríamos por encima de la “barrera sicológica”
de los 160 mil millones de dólares, dirían los especialistas
de la Bolsa.

Por el contrario, esta medida podría bien frenar la escalada
de precios en los energéticos si estos entran en un esquema

de subsidio cuyo objetivo sea aliviar en algo la excesiva
carga que representa el consumo de energéticos.

Siguiendo esta misma lógica, otros datos que resultan re-
veladores para quienes consideran los subsidios como ins-
trumentos contrarios al crecimiento y la política económi-
ca neoliberal, se encuentran en los comparativos sobre este
rubro entre Estados Unidos,  México y Canadá, los cuales
revelan que a pesar  de las continuas quejas de estos dos úl-
timos ante la Organización Mundial de Comercio y de la
resolución de este organismo internacional que obliga a
Washington a limitar los subsidios a un máximo de 55 mil
millones de dólares anuales; entre 2000 y 2005 este país
otorgó apoyos sólo en el ramo agropecuario por 611 mil
300 millones de dólares, mientras en el mismo periodo los
subsidios otorgados por México ascendieron a 46 mil 300
millones de dólares y en Canadá a 51 mil 400 millones.

Esto comprueba que la política neoliberal que defienden
los países hegemónicos del orbe, sólo se exige y aplica de
sus fronteras hacia afuera, en tanto al interior de sus socie-
dades mantienen una política de protección que garantiza
el precio del producto en los mercados internacionales,
asegura la capitalización del campo y de sus productores y
genera condiciones de competencia, desleales desde el
punto de vista comercial y violatorios del Tratado de Libre
Comercio de América del Norte, al emplear un monto de
subsidios 20 veces mayor al de México.

En consecuencia, la pregunta obligada sería, porque no uti-
lizar las reservas internacionales, que son de todos los me-
xicanos, en el subsidio al consumo de gasolina, luz, agua y
gas y garantizar un precio estable pero sobre todo justo,
que no lesione la de por sí débil economía de las familias
mexicanas. Aplicar una política en este sentido sería hon-
rar la misma Ley Orgánica del Banco de México, la cual
establece en su artículo 18, que el objetivo de las reservas
internacionales será el coadyuvar a la estabilidad del poder
adquisitivo de la moneda nacional. Por lo anteriormente
fundado y motivado, propongo a esta Soberanía las si-
guientes 

Consideraciones

Primera. Porque el artículo 18 de la Ley Orgánica del
Banco de México señala en su capítulo cuarto relacionado
a las reservas internacionales y el régimen cambiario que
dichos  activos internacionales, tendrá por objeto coadyu-
var a la estabilidad del poder adquisitivo de la moneda na-
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cional, y advierte en su artículo 53 que “el Banco de Mé-
xico deberá, siempre que sea posible, preservar el valor re-
al de la suma de su capital más sus reservas e incrementar
dicho valor conforme aumente el producto interno bruto en
términos reales”, con lo que se deja abierta la posibilidad
de un escenario contrario a incremento o a la preservación
de sus reservas.

Segunda. Porque es profundamente contradictorio e in-
congruente, que el gobierno federal cuente con tal nivel de
reservas y se empeñe en la aplicación de una política de
precios que al llevado las tarifas de la energía eléctrica y el
gas doméstico a incrementarse en 115 y188 por ciento res-
pectivamente, además de las alzas del 30 por ciento a las
gasolinas y del 50 por ciento  del diesel. 

Tercera. Porque las consecuencias de esta política econó-
mica que mantiene el gobierno federal, aunado a su injusta
distribución de los recursos, afecta de formas distintas el
desarrollo de otras actividades económicas asociadas al
consumo de combustibles, luz o gas LP.

Cuarta. Porque no hay razón ni económica ni técnica para
continuar con los ajustes mensuales en los energéticos ba-
jo el argumento de homologar los precios entre el mercado
nacional e internacional, ya que a la fecha, dichos produc-
tos son más caros en México que en el exterior.

Quinta. Porque las reservas internacionales son patrimo-
nio de los mexicanos y no del Banco de México, institu-
ción a la cual se le confía el resguardo de los mismos.

Por anterior, propongo el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Congrego de la Unión,
exhorta respetuosamente al Banco de México a transferir a
las instancias correspondientes el 10% de las reservas in-
ternacionales, equivalente a 18 mil millones de dólares,
con el objeto de subsidiar el precio de los combustibles, el
gas y la energía eléctrica durante 2014 y evitar que conti-
núe la escalada de precios en estos y otros sectores.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 3 de abril
de 2014.— Diputado Alejandro Sánchez Camacho (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

TERMINACION Y DEBIDA
OPERACION DE LA LINEA 12 DEL METRO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
diversas autoridades del GDF a ejercer acciones para con-
servar y hacer efectivos sus derechos legales y contractua-
les respecto a la terminación y debida operación de la Lí-
nea 12 del Metro, suscrita por los diputados Antonio
Cuéllar Steffan y Jorge Francisco Sotomayor Chávez, de
los Grupos Parlamentarios del PVEM y del PAN

Los suscritos, Antonio Cuéllar Steffan, diputado federal
por el Partido Verde Ecologista de México, y Jorge Fran-
cisco Sotomayor Chávez, diputado federal por el Partido
Acción Nacional, ambos integrantes de la LXII Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I, artículo 79,
numeral 2, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, presentamos ante esta honorable asamblea la si-
guiente proposición con punto de acuerdo al tenor de los
antecedentes y consideraciones siguientes:

Antecedentes

1. En diciembre de 2006 se anunció la construcción de una
nueva línea del Metro, para atender la demanda de servicio
de transporte público al sur de la Ciudad de México. 

2. El 29 de julio de 2007 se llevó a cabo una encuesta de-
nominada Consulta Verde, a través de la cual se preguntó a
la población de la Ciudad de México sobre el manejo del
agua, sobre el medio ambiente y, finalmente, sobre la con-
veniencia de licitar la construcción de una nueva línea del
Metro, la Línea 12, para la que se presentó una proposición
de trazo a lo largo de la zona centro-oriente de la capital.

3. Habiéndose favorecido el proyecto por la ciudadanía, se
realizaron los actos administrativos de contratación que es-
tablece la Ley, con motivo de los cuales las empresas In-
genieros Civiles Asociados, SA de CV, Alstom Mexicana
SA de CV, y Carso Infraestructura y Construcción, SAB de
CV, presentaron propuestas para la construcción del pro-
yecto de construcción de la Línea 12 Tláhuac-Mixcoac del
STC, resultando ganadoras de la licitación. 

4. El 17 de junio de 2008, las empresas antes mencionadas
celebraron con el Gobierno del Distrito Federal, por con-
ducto de la Dirección General de Obras para el Transporte,
un contrato de obra pública a precio alzado y tiempo deter-



minado, para la construcción de la Línea 12 Tláhuac-Mix-
coac del Metro.

5. Del 17 de junio al 2 de octubre de 2012 se realizó un pe-
ríodo de pruebas que ofreció recorridos gratuitos con as-
censo y descenso de pasajeros.

6. El 30 de octubre del 2012 se inauguró la línea 12 por el
entonces Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el ciudada-
no Marcelo Ebrard Casaubón, y se puso en marcha me-
diante el cobro de la tarifa autorizada. Hoy se sabe que a la
fecha de su inauguración, había reportada una cantidad su-
mamente considerable de faltantes de obra, sin los cuales
no debió iniciar operaciones.

7. Desde el primer trimestre del año 2013 se presentaron
problemas en el servicio de la Línea 12, como han sido el
desgaste de las vías por sobrepeso de los vagones y distan-
cia inadecuada entre los ejes que los soportan; o como el
entorpecimiento del servicio y disminución de velocidad
de los trenes por el ángulo cerrado de las curvas, que en ese
sentido fueron mal trazadas, entre otros. Se sabe además
que, a pesar de haberse denunciado la importancia de que
se realizaran trabajos de mantenimiento, dichas labores no
se han cumplido o se han entorpecido en agravio de las ins-
talaciones del Metro, sin que se haya dado una explicación
ni se conozca una causa justificada que lo soporte por par-
te de las autoridades competentes. Circunstancias adicio-
nales a las relatadas se exponen en diversos reportes emiti-
dos por la Red de Transporte Colectivo Metro, visibles en
su página de internet, y se desprenden de declaraciones he-
chas recientemente por las autoridades del Sistema de
Transporte Colectivo ante los medios de comunicación. 

8. En agosto de 2013, la línea 12 recibió un mantenimien-
to urgente de vías desde Calle 11 hasta Culhuacán, en un
período que abarcó del 2 de agosto hasta el 30 de noviem-
bre del mismo año, pero que fue tardío e insuficiente. El
problema se agravó a tal nivel que el 4 de octubre de 2013
se anunció el recorte de servicio desde la terminal Tláhuac
hasta la estación Tezonco.

9. En el pasado mes de febrero de 2014 se anunció la aper-
tura de un nuevo período para la realización de trabajos de
mantenimiento de vías, que comenzaría el 17 de febrero.
Dicho mantenimiento incluía renivelación y reajuste de ví-
as por medio del compactado del balastro, así como el
apriete y sustitución de algunas fijaciones.

10. Por la importancia de los trabajos que se deberán reali-
zar y las graves fallas estructurales del sector elevado de la
Línea 12, que hacen factible el descarrilamiento de los va-
gones, el director del Sistema de Transporte Colectivo re-
solvió que el servicio no podría continuar dándose a la ciu-
dadanía, por lo que desde el 12 de marzo de 2014 pasado
se cerraron oficialmente las estaciones Tláhuac, Tlaltenco,
Zapotitlán, Nopalera, Olivos, Tezonco, Periférico Oriente,
Calle 11, Lomas Estrella, San Andrés Tomatlán y Culhua-
cán, en las que se encuentra suspendido el servicio.

11. Se ha dado a conocer que la Asamblea Legislativa ha
aprobado un presupuesto extraordinario para la realización
de obras de mantenimiento de la Línea 12 del Metro, si-
tuación que contrasta con los derechos que el contrato y la
ley le confiere al Gobierno del Distrito Federal frente a los
contratistas, pues el otorgamiento de concesiones a favor
de las contratistas con relación al cumplimiento de sus
obligaciones puede traer aparejada la pérdida de derechos
con respecto a las garantías otorgadas y el contrato de fian-
za que las soporta.

12. Es menester resaltar la importancia que en este caso re-
viste la debida conducción legal del problema para conser-
var los derechos de la Ciudad dentro de un contrato de
Obra a Precio Alzado y evitar, por negligencia o descono-
cimiento del derecho, que la imperfección de los trabajos o
incumplimiento de las obligaciones asumidas por las cons-
tructoras acaben dando lugar a nuevas contrataciones que
representen una erogación adicional a cargo de los contri-
buyentes. Esta reflexión es la causa que ha dado lugar a la
proposición del presente punto de acuerdo.

Consideraciones

La serie de irregularidades en la construcción y el mante-
nimiento de la Línea 12 del Metro que en las últimas se-
manas se han revelado, dan cuenta de una situación preo-
cupante tanto para los usuarios del transporte, como para la
proba y honesta conducción de la administración pública
capitalina.

El Metro es un medio de transporte vital para una gran ma-
yoría de capitalinos y de vecinos del Estado de México que
deben aprovecharlo diariamente, por ello, la consecuencia
que tiene que se cierre dicho transporte resulta más devas-
tadora para la población cuando el sistema ya funciona,
que la condición misma que implica transportarse a través
de otros medios cuando la línea del Metro que haya de ce-
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rrarse ni siquiera existe. De ese modo, el perjuicio que se
ocasiona a la ciudadanía cuando ha de modificar su forma
de transporte una vez que el tren ya era un recurso accesi-
ble, es proporcionalmente más grave contra el ciudadano
porque debe renunciar a una comodidad y economía de
transporte por causas no imputables a él.

Es menester que la contratación de obras para la ejecución
de proyectos que puedan tener como propósito el desarro-
llo de infraestructura de transporte, se conduzca con apego
a la legalidad, pero sobre todo, con escrupulosa atención a
los principios de honradez, eficacia y eficiencia que con-
templa el artículo 134 constitucional.

En el caso, el contrato que celebró el Gobierno del Distri-
to Federal para la ejecución del proyecto de la Línea 12 del
Metro contempla una obra que debía realizarse sujeta a la
condición de un precio alzado, situación que implica la de-
finición de un precio total por la obra sin importar los in-
sumos y la duración del proyecto. La contratación, por ello,
obedeció a la tramitación de un procedimiento administra-
tivo en el que las licitantes tuvieron la oportunidad para va-
lorar el proyecto, efectuar los cálculos correspondientes,
definir su riesgo y determinar sus utilidades. El costo con-
templó todas las acciones que debieron realizarse, desde el
inicio de la obra hasta su total terminación, que no era otra
sino la de entregar un proyecto terminado y en óptimo fun-
cionamiento.

Las cualidades propias de los contratos de obra a precio al-
zado se definen con precisión en el Título Décimo, Capítu-
lo III, del Código Civil para el Distrito Federal, que en al-
gunos de sus artículos, para los efectos del presente
documento, se transcriben:

Artículo 2616. El contrato de obras a precio alzado,
cuando el empresario dirige la obra y pone los materia-
les, se sujetará a las reglas siguientes.

Artículo 2617. Todo el riesgo de la obra correrá a car-
go del empresario hasta el acto de la entrega, a no ser
que hubiere morosidad de parte del dueño de la obra en
recibirla, o convenio expreso en contrario.

Artículo 2626. El empresario que se encargue de ejecu-
tar alguna obra por precio determinado, no tiene dere-
cho de exigir después ningún aumento, aunque lo haya
tenido el precio de los materiales o el de los jornales.

Artículo 2634. Recibida y aprobada la obra por el que
la encargó, el empresario es responsable de los defectos
que después aparezcan y que procedan de vicios en su
construcción y hechura, mala calidad de los materiales
empleados o vicios del suelo en que se fabricó; a no ser
que por disposición expresa del dueño se hayan emple-
ado materiales defectuosos, después que el empresario
le haya dado a conocer sus defectos, o que se haya edi-
ficado en terreno inapropiado elegido por el dueño, a
pesar de las observaciones del empresario.

Así mismo, en el artículo 44 de la Ley de Obras Públicas
del D.F., se regula el contrato a precio alzado, claro está,
para el caso específico de obras públicas. Por su importan-
cia para la debida descripción del esquema legal que com-
pone el contrato para la construcción de la Línea 12 del
Metro, se cita a la letra el referido artículo:

Artículo 44. Los contratos de obra pública para efectos
de esta Ley, podrán ser de tres tipos:

(…)

II. A precio alzado, en cuyo caso el importe del pago to-
tal fijo que deba cubrirse al contratista será por minis-
traciones que se establecerán en el contrato, en función
de avances o actividades terminadas. Las propuestas
que presenten los contratistas en este caso, tanto en los
aspectos técnicos como económicos, deberán estar des-
glosados por actividades principales.

Los contratos a precio alzado no podrán ser modificados en
monto o plazo, ni estarán sujetos a ajustes de costos.

Los proyectos integrales, siempre deberán contratarse a ba-
se de precio alzado, y

Atento a dichas reglas legales a las que se sujeta la contra-
tación de obra pública bajo el régimen de precio alzado,
encontramos que en la cláusula Séptima del contrato, se es-
tablecen las condiciones y formas de pago, mismas que por
su relevancia y valor esclarecedor para el objeto del pre-
sente, se procede a transcribir:

Séptima. Forma de Pago:

Los trabajos objeto de este contrato comprendidos en el
programa general de actividades por partida, se pagarán
a precio alzado, en función de avances quincenales con-



forme al mismo y de conformidad con lo establecido en
la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal, Regla-
mento de la Ley de Obras Públicas del DF, Código Fi-
nanciero del Distrito Federal y a las Políticas Adminis-
trativas, Bases y Lineamientos en materia de Obras
Públicas.

Las partes convienen que los trabajos objeto del presen-
te contrato, se paguen mediante la formulación de mi-
nistraciones que abarcarán periodos quincenales como
máximo, las que serán presentadas por “el contratista”
acompañadas de la documentación que acredite la pro-
cedencia de su pago al residente de la supervisión para
su aprobación a más tardar dentro de los 4 (cuatro) días
hábiles siguientes a las fechas de corte, que serán los dí-
as 15 y último día hábil de cada mes; dicho residente de
supervisión dentro de los 5 (cinco) días hábiles siguien-
tes deberá revisar, y en su caso, recabar la autorización
del residente de la obra de “EL GDF” según lo estable-
cido en los artículos 50 y 52 de la Ley de Obras Públi-
cas del Distrito Federal y 59 de su Reglamento.

(…)

Ahora bien, en la contratación materia del proyecto que
nos ocupa, las contratistas otorgaron garantías con relación
al proyecto, que permanecen vigentes a lo largo de los si-
guientes doce meses después de la entrega, de conformidad
con lo dispuesto por el artículo 58 de la Ley de Obras Pú-
blicas del Distrito Federal, disposición que por su relevan-
cia en este caso, se transcribe a continuación:

Artículo 58. Concluidos los trabajos, no obstante su re-
cepción formal, el contratista quedará obligado a res-
ponder de los defectos que resultaren, de los vicios ocul-
tos y de cualquier otra responsabilidad en que hubiere
incurrido, en los términos señalados en el contrato res-
pectivo y conforme lo dispuesto en él.

Para garantizar durante un plazo de doce meses, en el caso
de la obra y de los servicios relacionados con la obra pú-
blica, el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere
el párrafo anterior, previamente a la recepción de los traba-
jos, el contratista constituirá garantía por el equivalente del
diez por ciento del monto total ejercido en la obra. En lu-
gar de esta garantía, podrá conservar la de cumplimiento de
contrato ajustada al diez por ciento del monto total ejerci-
do, siempre y cuando se haya obligado a responder ade-
más, por los defectos o vicios ocultos y cualquier otra res-
ponsabilidad que llegara a surgir en la obra durante el año

posterior a su recepción. En el caso de proyecto integral,
plantas industriales y equipos especializados, el plazo de
garantía deberá cubrir por lo menos el veinticinco por cien-
to de la vida útil de los mismos, en un monto y forma que
se establezca en las políticas administrativas, bases y line-
amientos.

Los contratistas podrán retirar sus garantías, transcurrido el
plazo establecido a partir de la fecha de recepción de los
trabajos, siempre que a petición de los mismos lo apruebe
por escrito la dependencia, órgano desconcentrado o dele-
gación correspondiente, quienes lo notificarán a la Secreta-
ría de Finanzas para los efectos procedentes, y en el caso
de las entidades, cuando éstas así lo autoricen

Para garantizar durante un plazo de doce meses, en el caso
de la obra y de los servicios relacionados con la obra pú-
blica, el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere
el párrafo a anterior, previamente a la recepción de los tra-
bajos, el contratista constituirá garantía por el equivalente
del diez por ciento del monto total ejercido en la obra. En
lugar de esta garantía, podrá conservar la de cumplimiento
de contrato ajustado al diez por ciento del monto total ejer-
cido, siempre y cuando se haya obligado a responder ade-
más, por los defectos o vicios ocultos y cualquier otra res-
ponsabilidad que llegara a surgir en la obra durante el año
posterior a su recepción. En el caso de proyecto integral,
plantas industriales y equipos especializados, la garantía
subsistirá al menos durante un plazo de 24 meses.

Dichas garantías satisfacían la terminación de cualquier
parte del proyecto en el que aparecieran desperfectos o vi-
cios ocultos, cláusula que contractual y jurisprudencial-
mente se ha reconocido en la práctica jurídica. 

Es en la cláusula octava del contrato, relativa a las “garan-
tías y seguros”, en la cual se acuerdan esta serie de obliga-
ciones del contratista a favor del Gobierno del Distrito Fe-
deral, para que aquel garantice, vía el establecimiento de
una fianza, el cumplimiento de los términos del contrato.
Es en su párrafo octavo de dicha cláusula, donde se esta-
blece que:

Para responder por defectos que resultaren de los trabajos
realizados, de vicios ocultos y de cualquier otra responsa-
bilidad, “el contratista” garantizará mediante fianza desde
los 10 (diez) días hábiles previos a la recepción formal de
los trabajos, o antes del pago del 10% (diez por ciento) fi-
nal de ellos, en cuyo caso deberá entregar la garantía en
forma adjunta a la primera ministración de ese 10%. La pó-
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liza de fianza deberá expedirse a favor de la Secretaría de
Finanzas del Distrito Federal, por una afianzadora autori-
zada para operar en el Distrito Federal, equivalente al 10%
(diez por ciento) del monto total (con IVA) ejercido a la fe-
cha de entrega-recepción. Dicha fianza estará vigente du-
rante un plazo de dos años a partir de la fecha de entrega
recepción, de conformidad con los artículos 58 de la Ley
de Obras Públicas del Distrito Federal y 36 de su Regla-
mento”. 

En efecto, en los términos que establece la Ley de Obras
Públicas del D.F., para garantizar el cumplimiento de las
obligaciones que derivaron del contrato, tanto por lo que
respecta a la obra y su conclusión, como por lo que ve a las
garantías por vicios ocultos, las contratistas otorgaron una
fianza ante compañía autorizada por el equivalente al 10%
del monto total ejercido a la fecha de entrega-recepción de
la obra.

En ese punto cabe traer a colación lo que la doctrina jurí-
dica entiende por vicios ocultos: Vicio oculto es un defec-
to del que adolece el objeto de la venta y que no puede
apreciarse a simple vista o bien se requieren conocimientos
técnicos para advertirlo. Defectos de este tipo traen consi-
go otro al mismo tiempo, pero en caso de estar viciado el
consentimiento, se entiende que se exteriorizó la voluntad
dirigida a la aceptación de comprar, sobre un bien en apa-
rente buen estado, que no revelaba daños manifiestos.

Con este esquema compuesto de reglas, cláusulas contrac-
tuales y garantías, queda expuesta la de forma más nítida la
problemática legal que precede a la problemática social
que hoy aqueja a la población capitalina.

En ese sentido, somos testigos de cómo los hechos revelan
que la construcción del proyecto dista considerablemente
de las expectativas que el Gobierno del Distrito Federal y
la ciudadanía se había fijado, ya que como se ha narrado en
los antecedentes del presente punto de acuerdo, las irregu-
laridades tanto en la contratación como en la ejecución del
proyecto han sido de tal magnitud que las autoridades ca-
pitalinas se han visto en la necesidad de suspender el ser-
vicio de la referida Línea 12.

Es dable recalcar que no puede hablarse, en principio, de
una falla que pudiera atribuirse al Gobierno del Distrito Fe-
deral, toda vez que la contratación de los particulares tuvo
por objeto, entre otros, la elaboración misma del Proyecto
Ejecutivo, instrumento inicial que debió contener conclu-
siones en el ámbito de la ingeniería que debieron encon-

trarse técnica y científicamente sustentados, con cargo a
los contratistas.

Por tanto, en los términos del contrato y de lo dispuesto por
la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal, corresponde
al Gobierno del Distrito Federal, entidad pública contra-
tante y beneficiario del contrato, ejercer las acciones que
obliguen a la contratista al cumplimiento forzoso de lo pac-
tado, así como a la corrección o al saneamiento de aquellos
vicios de la obra que han sido descubiertos, toda vez que
los hechos evidenciados están ocurriendo dentro de los pla-
zos de remediación que contempla el contrato y prevé la
ley.

En defecto de lo anterior, cabe agregar que, ante la incapa-
cidad de los contratistas para hacer frente a los desperfec-
tos, el Gobierno del Distrito Federal también tiene expedi-
tos sus derechos para hacer efectivas las fianzas otorgadas
hasta por el 10% del valor contratado, que según valores
analizados y expuestos por el director General del STC, de-
biera ser suficiente para atender los faltantes, en el breve
plazo, que tienen suspendido el servicio en la Línea 12.

En este punto cabe referir que las disposiciones que regu-
lan el procedimiento especial para la ejecución de la fian-
za, regulado en la Ley de Instituciones de Fianzas, que por
su importancia, se cita a la letra:

Artículo 93. Los beneficiarios de fianzas deberán presen-
tar sus reclamaciones por responsabilidades derivadas de
los derechos y obligaciones que consten en la póliza res-
pectiva, directamente ante la institución de fianzas. En ca-
so que ésta no le dé contestación dentro del término legal o
que exista inconformidad respecto de la resolución emitida
por la misma, el reclamante podrá, a su elección, hacer va-
ler sus derechos ante la Comisión Nacional de Seguros y
Fianzas; o bien, ante los tribunales competentes en los tér-
minos previstos por el artículo 94 de esta Ley. En el primer
caso, las instituciones afianzadoras estarán obligadas a so-
meterse al procedimiento de conciliación a que se refiere el
artículo 93 Bis de la misma 

(…)

Artículo 95. Las fianzas que las instituciones otorguen
a favor de la Federación, del Distrito Federal, de los Es-
tados y de los Municipios, se harán efectivas a elección
del beneficiario, siguiendo los procedimientos estable-
cidos en los artículos 93 y 93 bis de esta Ley, o bien, de
acuerdo con las disposiciones que a continuación se se-
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ñalan y de conformidad con las bases que fije el Regla-
mento de este artículo, excepto las que se otorguen a favor

de la Federación para garantizar obligaciones fiscales a
cargo de terceros, caso en que se estará a lo dispuesto por el

Código Fiscal de la Federación:

(…)

No obstante lo categórico de las disposiciones antes cita-
das, resulta obligado resaltar que en las autoridades del
Distrito Federal debe imperar la prudencia y poner especial
atención en la elección de las acciones judiciales que han
de emprenderse para conservar y salvaguardar los derechos
del Distrito Federal en la materia, toda vez que la ausencia
de acción puede traer aparejada la prescripción del dere-
cho, o bien, las concesiones otorgadas a las contratistas
pueden impactar negativamente con relación a los dere-
chos afianzados, si ello se conduce sin participación de las
afianzadoras. Esta conclusión se afirma a través de la sim-
ple lectura de los artículos antes citados de la Ley de Insti-
tuciones de Fianzas así como de los artículos 2846, 2847 y
2848 del Código Civil para el Distrito Federal, disposicio-
nes también relevantes que se transcriben:

Artículo 2846. La prorroga o espera concedida al deu-
dor por el acreedor, sin consentimiento del fiador, extin-
gue la fianza. 

Artículo 2847. La quita reduce la fianza en la misma
proporción que la deuda principal, y la extingue en el
caso de que, en virtud de ella, quede sujeta la obligación
principal a nuevos gravámenes o condiciones.

Artículo 2848. El fiador que se ha obligado por tiempo
determinado, queda libre de su obligación, si el acreedor
no requiere judicialmente al deudor por el cumplimien-
to de la obligación principal, dentro del mes siguiente a
la expiración del plazo. También quedara libre de su
obligación el fiador, cuando el acreedor, sin causa justi-
ficada, deje de promover por más de tres meses, en el
juicio entablado contra el deudor. 

De la lectura de estas disposiciones, vemos que, en cuanto
a la extinción de la fianza, se refleja la intención del legis-
lador de proteger la fianza hasta en tanto no exista la vo-
luntad expresa del acreedor para prorrogarla, liberarla o ex-
tinguirla, así como en el caso de que no requiera
judicialmente el cumplimiento de la obligación.

En otro orden de ideas, cabría la posibilidad, sin embargo,
de que la contratación hubiera sido indebida y que las fa-
llas atribuidas al sistema provinieran de decisiones u omi-
siones tomadas por las autoridades del Distrito Federal, ya
fuera por adelantar la inauguración y entrada en servicio de
los vagones, por la elección de equipamiento inadecuado,
por la decisión de aplazar la prestación de los servicios de
mantenimiento o corrección correspondiente por parte de
las contratistas.

Sólo para el caso de que las fallas que pudieran encontrar-
se provinieran de dichas decisiones u omisiones, debería
valorarse la aplicabilidad de disposiciones relevantes que
son competencia de autoridades especializadas en el ámbi-
to de la auditoría y fiscalización, como la Contraloría Ge-
neral y la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal, los que podrían fincar las
responsabilidades resarcitorias y las sanciones administra-
tivas procedentes o, en su caso y si fueran descubiertas,
presentar las denuncias o querellas ante las autoridades mi-
nisteriales que deban integrar la investigación procedente
por la comisión de los delitos que resultaran.

El fundamento de esta facultad y dichas consecuencias se
desprende tanto de la Ley Orgánica de la Administración
Pública del D.F., como de la Ley Orgánica de la Contadu-
ría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal, disposiciones normativas que, por su rele-
vancia, también se transcriben:

Ley Orgánica de la Administración Pública del DF

Artículo 34. A la Contraloría General corresponde el
despacho de las materias relativas al control y evalua-
ción de la gestión pública de las dependencias, órganos
desconcentrados y entidades que integran la Adminis-
tración Pública del Distrito Federal, así como el desa-
rrollo, modernización, innovación y simplificación ad-
ministrativos, y la atención ciudadana. Específicamente
cuenta con las siguientes atribuciones: 

(…)

III. Fiscalizar e inspeccionar el ejercicio del gasto pú-
blico de la Administración Pública del Distrito Federal
y su congruencia con el presupuesto de egresos, proce-
diendo en su caso, al fincamiento de la responsabili-
dad administrativa;

(…)
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VIII: Establecer las bases generales para la realización
de auditorías en las dependencias, órganos desconcen-
trados y entidades paraestatales, así como realizar a las
mismas, las auditorías que se requieran en sustitución o
apoyo de sus propios órganos de control; 

IX: Verificar el cumplimiento, por parte de las depen-
dencias, órganos desconcentrados y entidades paraesta-
tales, de las obligaciones derivadas de las disposiciones
en materia de planeación, programación, presupuesta-
ción, ingresos, financiamiento, inversión, deuda, patri-
monio, fondos y valores de la propiedad o al cuidado del
Gobierno del Distrito Federal, procediendo en su caso,
al fincamiento de responsabilidades administrativas.

(…)

XII: Inspeccionar y vigilar directamente o a través de
los órganos internos de control, que las dependencias,
órganos desconcentrados y entidades paraestatales,
cumplan con las normas y disposiciones en materia de:
información, estadística, organización, procedimientos,
sistemas de registro y contabilidad, contratación y pago
de personal, contratación de servicios, obra pública, ad-
quisiciones, arrendamientos, conservación, uso, destino,
afectación, enajenación y baja de bienes muebles e in-
muebles, almacenes y demás activos de la Administra-
ción Pública del Distrito Federal, procediendo en su ca-
so, al fincamiento de la responsabilidad
administrativa; 

XIII. Fiscalizar el ejercicio de los recursos federales
derivados de los acuerdos y convenios respectivos ejer-
cidos por las dependencias, órganos desconcentrados y
entidades paraestatales, en coordinación con las autori-
dades federales competentes; 

(…)

XXI: Verificar y dar seguimiento hasta su conclusión, al
cumplimiento de las observaciones y recomendaciones
que formule la Contaduría Mayor de Hacienda de la
Asamblea Legislativa derivadas de la revisión de la
cuenta pública, y en su caso, fincar las responsabilida-
des administrativas a que haya lugar; 

(…)

XXVI. Conocer e investigar los actos, omisiones o con-
ductas de los servidores públicos que afecten la legali-

dad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que
deben de observar en el desempeño de su empleo, cargo
o comisión, con motivo de quejas o denuncias de los
particulares o servidores públicos o de auditorías practi-
cadas por los órganos de control, para constituir res-
ponsabilidades administrativas, y determinar las
sanciones que correspondan en los términos de ley, y
en su caso, hacer las denuncias correspondientes an-
te el Ministerio Público prestándole para tal efecto la
colaboración que le fuere requerida;

XXVII. Emitir, formular y notificar los pliegos de res-
ponsabilidades a los servidores públicos que estime pre-
suntos responsables, a efecto de incoar el procedimien-
to administrativo correspondiente, así como a aquellos
servidores públicos a los que, una vez valorados los ex-
pedientes que le remita la Contaduría Mayor de Hacien-
da de la Asamblea Legislativa, así lo determine; 

(…)

XXIX. Intervenir en los procesos de licitación de adqui-
siciones de bienes y servicios y de obra pública, para vi-
gilar que se cumpla con las normas y disposiciones apli-
cables; 

Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda
de la Asamblea Legislativa del D.F

Artículo 8o. Corresponde a la Contaduría, el ejercicio
de las siguientes atribuciones: 

(…)

IX. Conforme a lo dispuesto en la fracción precedente,
realizar la inspección de obras, bienes adquiridos y ser-
vicios contratados, para comprobar si las inversiones y
gastos autorizados a los sujetos de fiscalización, se rea-
lizaron de conformidad con la normatividad vigente, y
si éstos aplicaron eficientemente los recursos para el
cumplimiento de sus programas y subprogramas apro-
bados; 

Artículo 9o.Cuando alguno de los entes sujetos de fis-
calización se negare a proporcionar la información soli-
citada por la Contaduría, o no permitiere la revisión de
los libros, registros, instrumentos, sistemas, procedi-
mientos y documentos comprobatorios y justificativos
del ingreso y del gasto público, la práctica de visitas,
inspecciones, auditorias, podrá solicitar al órgano de
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control respectivo la aplicación de las medidas de apre-
mio previstas en la Ley Federal de Responsabilidades
de los Servidores Públicos y lo hará del conocimiento de
la Asamblea por conducto de la Comisión para que re-
suelva lo procedente. 

Si una vez aplicada la medida de apremio, la negativa a
atender los requerimientos persiste, ésta podrá solicitar a la
autoridad competente el inicio del procedimiento corres-
pondiente. 

El mismo procedimiento se seguirá en el caso de las insti-
tuciones o personas que hubieren recibido subsidios, trans-
ferencias, concesiones o permisos de los sujetos de fiscali-
zación, cuando éstos hubieren incurrido en los actos u
omisiones que se establecen en el primer párrafo del pre-
sente artículo. 

Artículo 14. El Contador Mayor, como autoridad ejecu-
tiva, tendrá específicamente las siguientes facultades:

a) El fincamiento de las responsabilidades; 

(…)

Artículo 40.Las responsabilidades administrativas en
que se incurra en los términos de esta Ley, son indepen-
dientes de las que puedan configurarse del orden civil o
penal, en cuyo caso se estará a lo previsto por las nor-
mas que resulten aplicables. 

Artículo 41.En el caso de responsabilidad penal, el pro-
cedimiento se iniciará por denuncia de: 

I. La Asamblea o la Comisión de Gobierno, en su caso,
en contra de los servidores públicos que sean de elec-
ción popular que se encuentren en funciones durante el
período para el que fueron electos; 

II. La Contaduría, contra el o los servidores públicos
que no sean de elección popular, que hayan ejecutado
los actos o que incurran en las omisiones que den origen
a la responsabilidad penal; y 

III. La Contaduría, contra los servidores públicos de elec-
ción popular o de designación, que hayan dejado de fun-
gir como tales y que por la índole de sus funciones hayan
causado daños y perjuicios a la Hacienda Pública. 

Disposiciones todas ellas que nos dan un esquema claro y
cierto sobre las facultades que estas autoridades tienen pa-
ra poder auditar, fiscalizar y en su caso, sancionar, a las au-
toridades de la administración pública que incurran en una
contravención a la ley por el indebido ejercicio de sus fun-
ciones.

Al ser del más alto interés para toda la población el que se
esclarezca quiénes son los funcionarios que por acción u
omisión incurrieron en responsabilidad y han sido causan-
tes de los serios agravios de los que la población usuaria
del servicio del Metro han sido objeto, es que se hace ne-
cesario que estas autoridades con facultades de fiscaliza-
ción y sanción tomen las medidas legales que correspondan
para actuar en consecuencia, combatiendo la posible impu-
nidad que existiera ante las irregularidades que esta magna
obra está revelando.

Por último, es preciso recalcar que, toda vez que existe tes-
timonio de lamentables experiencias pasadas que han pues-
to de manifiesto las funestas consecuencias que para la vi-
da pública del Distrito Federal conlleva una labor pasiva,
oprobiosa y poco diligente de los abogados y asesores jurí-
dicos encargados de identificar, analizar e instrumentar las
acciones legales que se derivan de contratos en los que in-
terviene el Gobierno del Distrito Federal, es que se exhor-
ta respetuosamente a los titulares de los órganos locales
competentes para que instruyan a los funcionarios de sus
correspondientes oficinas jurídicas a fin de que pongan en
marcha las acciones administrativas o judiciales que váli-
damente pueden hacer valer, con el objeto de evitar mayo-
res daños a la tranquilidad y la economía de miles de capi-
talinos, con motivo de las deficiencias legales y técnicas
que han salido a la luz con la construcción de la Línea 12
del Metro. 

En consideración a todo lo anterior, dada la importancia
que reviste la operación del STC y la magnitud de los he-
chos y omisiones que han ocupado la atención de la ciuda-
danía, como el claro perjuicio a casi medio millón de usua-
rios, se emite el presente punto de acuerdo con exhorto a
las autoridades del Distrito Federal con competencia en las
materias que nos ocupan, en los términos que se señalan a
continuación:

Punto de Acuerdo

Primero: Se exhorta a los ciudadanos secretario de Obras
y Servicios, secretario de Transportes y Vialidad, conseje-
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ro Jurídico y de Servicios Legales, contralor general del
Distrito Federal, director del Sistema de Transporte Colec-
tivo “Metro”, director de Obras para el Transporte de la Se-
cretaría de Obras y Servicios del Gobierno del DF, gerente
Jurídico y contralor interno del Sistema de Transporte Co-
lectivo, director del Proyecto Metro del Distrito Federal, a
que instrumenten los procedimientos de coordinación ne-
cesarios y ejerzan todas las acciones legales necesarias,
administrativas o judiciales, con el objeto de hacer valer
los derechos que derivan a favor del Gobierno del Distrito
Federal, del contrato de obra pública a precio alzado y
tiempo determinado número 8.07 C0 01 T.2.022 celebrado
entre el Gobierno de la Ciudad de México y las empresas
contratistas ICA, ALSTOM y CARSO, así como, en su ca-
so, aquellos que provienen del contrato de fianza otorgada
en los términos del artículo 58 de la Ley de Obras Públicas
del D.F., para la construcción y puesta en marcha y debida
operación de la Línea 12 del Metro.

Segundo: Se exhorta a los ciudadanos secretario de Obras
y Servicios, secretario de Transportes y Vialidad, conseje-
ro Jurídico y de Servicios Legales, contralor general del
Distrito Federal, director del Sistema de Transporte Colec-
tivo “Metro”, director de Obras para el Transporte de la Se-
cretaría de Obras y Servicios del Gobierno del DF, gerente
Jurídico y contralor interno del Sistema de Transporte Co-
lectivo, director del Proyecto Metro del Distrito Federal, a
abstenerse de otorgar concesiones o beneficios a favor de
las empresas ICA, ALSTOM y CARSO, en el marco del
contrato de obra pública a precio alzado y tiempo determi-
nado número 8.07 C0 01 T.2.022 celebrado entre el go-
bierno de la Ciudad de México y las empresas contratistas
y sus relativos convenios modificatorios, que pudieran sig-
nificar la pérdida o menoscabo de los derechos que le asis-
ten al Gobierno del Distrito Federal dentro del mismo
acuerdo de voluntades y de acuerdo con la ley, dentro del
contrato de fianza, o que, por cualquier causa, impliquen
una mayor erogación a cargo de los contribuyentes de la
Nación.

Tercero: Se exhorta a la Contraloría General del Gobierno
del DF y a la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asam-
blea Legislativa del Distrito Federal para que, en el marco
de las atribuciones que la ley les confiere, lleven a cabo los
trabajos de auditoría, fiscalización y sanción pertinentes,
que conduzcan a la imposición de la responsabilidad admi-
nistrativa, civil y/o penal a que tenga lugar, ya sea median-
te la declaratoria de responsabilidad resarcitoria, mediante
la inhabilitación de cualquier servidor público que pudiera
haber infringido la ley o, en su caso, mediante la presenta-

ción de la denuncia o querella correspondiente ante las au-
toridades ministeriales competentes.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.—
Diputado Antonio Cuéllar Steffan (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men. 

PROYECTOS MINEROS E HIDROELECTRICOS 
QUE AMENAZAN LA SIERRA

NORORIENTAL DE PUEBLA

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la instala-
ción de proyectos mineros e hidroeléctricos que amenazan
la sierra nororiental de Puebla, suscrita por los diputados
Zuleyma Huidobro González y Ricardo Monreal Ávila, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Zuleyma Huidobro González y Ricardo Monreal Ávila, in-
tegrantes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión
y del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, fracción I,
79, numeral 2, fracción II, y 113 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presentamos ante esta honorable asam-
blea el siguiente punto de acuerdo al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

La minería es una de las actividades económicas de mayor
tradición en México, se practica desde la época prehispáni-
ca y fue fuente de la expansión regional desde la colonia.
Ha estado presente en el desarrollo del país como un factor
importante de modernización, así como en la generación de
innumerables beneficios en los diversos campos de la so-
ciedad. 

Sin embargo, la estrecha relación costo-beneficio, auspi-
ciada por las anteriores administraciones, han dejado muy
pocos dividendos para la nación mexicana, pero inmensas
ganancias para  unos cuantos grupos corporativos de la in-
dustria minera, que al mero estilo neo porfirista, se han in-
crustado en las altas esferas del gobierno, para asegurar la
protección de sus intereses capitalistas; dándole un trato
predador a nuestro país. 

Tan sólo bastaron sesenta años, para que México perdiera
su capacidad metalúrgica, heredó pueblos fantasmas de lo
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que antes eran poblados mineros, vio reducida su capaci-
dad de planeación y posiblemente de progreso social, al
perder fuentes de trabajo local, que obligaron a la emigra-
ción masiva de sus habitantes a las grandes ciudades. 

Actualmente las condiciones de la industria minera en Mé-
xico, producen efectos mucho más nocivos en el aspecto
ambiental y de justicia social, que beneficios para los me-
xicanos, muestra de ello son las innumerables reclamacio-
nes de los ciudadanos de diversas comunidades, ejidos,
pueblos o municipios, que ven con tristeza el grado de co-
rrupción e impunidad en el que se encuentran, cuando caen
en cuenta que las mineras reciben el respaldo de los tres
órdenes de gobierno. 

La imperante actitud entreguista, que protege los intereses
de los grandes capitalistas, a menudo produce impactos
ambientales negativos  sobre el aire, suelos, aguas, culti-
vos, flora fauna, en la salud de los habitantes de las comu-
nidades y en el peor de los casos la erradicación de pobla-
ciones completas. 

La Ley Minera y su reglamento, no permea el espíritu con-
sagrado en los artículos 25 y 27 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, muy por el contrario,
empapados dichos ordenamientos de una visión de corte li-
beral, pondera el uso de la tierra para la exploración, ex-
plotación y beneficio de las sustancias y recursos minera-
les, sobre el derecho preferencial de las comunidades,
ejidos y pueblos a disfrutar de los mismos , en el contexto
de respeto a su entorno socioeconómico y de disfrute de un
medio ambiente sostenible. 

Desafortunadamente la legislación en la materia, actúa co-
mo un auténtico rodillo que vulnera la reivindicación de la
propiedad social, el reconocimiento de la composición ét-
nicamente pluricultural de la nación, y los derechos de los
grupos más vulnerables. 

Ejemplo de ello, es la amenaza de instalación de proyectos
mineros e hidroeléctricos en la sierra nororiental del estado
de Puebla, así como la latente explotación de gas por parte
de empresas petroleras y la privatización de sus sistemas de
distribución de agua, los cuales indudablemente ponen en
riesgo la salud y el patrimonio de las comunidades. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicana
en su artículo 4o., establece los principios rectores del
cuidado al medio ambiente, el cual reza de la siguiente
manera: 

Artículo 4o. (…) 

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano
para su desarrollo y bienestar. El estado garantizará el
respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental
generará responsabilidad para quien lo provoque en tér-
minos de lo dispuesto por la ley. 

(…) 

De igual forma en el párrafo consecuente se estable la par-
ticipación de la ciudadanía para el uso equitativo y susten-
table de los recursos hídricos para el logro de dichos fines. 

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y sanea-
miento de agua para consumo personal y doméstico en for-
ma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado ga-
rantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y
modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable
de los recursos hídricos, estableciendo la participación
de la Federación, las entidades federativas y los muni-
cipios, así como la participación de la ciudadanía para
la consecución de dichos fines.

Ante esta situación, no sólo se viola de manera fragante los
derechos de las personas a contar con un medio ambiente
sano y a la salud, sino también a la libre determinación de
los pueblos indígenas, al hacer caso omiso al reclamo jus-
tificado de hombres y mujeres representantes de las comu-
nidades pertenecientes a las ocho juntas auxiliares en su
mayoría indígenas, pero también mestizas, “coyomes”, co-
mo ahí se les conoce, en el sentido de reafirmar su rechazo
a dichos proyectos. 

Al respecto la delegada de la Secretaría de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales en el estado, Daniela Migoya Mas-
tretta negó rotundamente que la concesión de algún tipo de
permiso para actividades mineras en la región de Cuetza-
lan; sin embargo, de acuerdo con la información publicada
en la página web del Sistema de Administración Minera
dependiente de la Secretaría de Economía, se han otorgado
dos concesiones a nombre de la Compañía Minera Autlán,
SA de CV, y una a Minas de Santa Martha S. A.,  que jun-
tas abarcan parte del territorio del municipio de Cuetzalan
del Progreso y del municipio de Tlatlauquitepec, con más
de mil 527.89 hectáreas aproximadamente.

Resulta preocupante que las autoridades responsables de
velar por el bienestar de los pueblos indígenas, permita la
operación de este tipo de empresas, que no magnifica la
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importancia ambiental y social de la zona,  al ser un terri-
torio que recarga los mantos acuíferos y donde se ubican
los principales manantiales que dotan de agua a la mayor
parte de las comunidades de Cuetzalan, además de que es
el área que más conserva los reductos del bosque mesófilo
de montaña. 

De autorizar dichos proyectos en comento, se estaría per-
petrando un atraco en contra de municipios, delegaciones o
rancherías eminentemente rurales, quienes prácticamente
no tienen voz ni voto a la hora de decidir sobre la afecta-
ción hecha a sus terrenos, mediante ocupación temporal, el
establecimiento de servidumbres o incluso expropiación.  

Atropellando con lo anterior, se encuentran los derechos
fundamentales consagrados en la Carta Magna, que reivin-
dican la propiedad social, el reconocimiento de la compo-
sición étnicamente pluricultural de la nación y la voz en es-
te caso de los comités de agua de las diferentes
comunidades del municipio de Cuetzalan. 

Por ello, los Diputados de Movimiento Ciudadano defen-
deremos los derechos de los pobladores del municipio de
Cuetzalan a un ambiente sano, a la propiedad, a la salud, y
a una  composición étnicamente pluricultural. 

Derivado de lo anterior someto a la consideración de esta
honorable Cámara de Diputados el siguiente

Punto de Acuerdo 

Primero. Se exhorta al titular del Ejecutivo Federal para
que a través de la Secretaría de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales, a cargo del ingeniero Juan José Guerra Abud
emita un nuevo estudio técnico-ambiental, en el que parti-
cipen los pobladores de la sierra nororiental del estado Pue-
bla y en caso de ser negativo ordene la inmediata y futura
cancelación de los proyectos mineros e hidroeléctricos en
la región, ponderando en todo momento el derecho a la sa-
lud, a un medio ambiente sano y  a la libre determinación
de los pueblos indígenas.

Segundo. Se exhorta a la Junta de Coordinación Política de
este honorable Congreso de la Unión, para que se lleve a
cabo en los términos del artículo 207 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, la instalación de una comisión espe-
cial encargada de revisar y regular las concesiones otorga-
das a empresas mineras durante los últimos doce años, ante
el grave deterioro ecológico y a las reiteradas violaciones a

los derechos de los trabajadores mineros en el territorio na-
cional. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 3 días del mes de
abril de 2014.— Diputados Zuleyma Huidobro González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen. 

PROYECTO DE LIMPIEZA, DESAZOLVE Y
ENTUBAMIENTO DEL RIO DE LOS REMEDIOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobernador del estado de México y al director general de
la Conagua a llevar a cabo el proyecto de limpieza, desa-
zolve y entubamiento del Río de los Remedios para evitar
inundaciones y problemas sanitarios en la zona, a cargo del
diputado José Arturo López Candido, del Grupo Parlamen-
tario del PT

El que suscribe, José Arturo López Cándido, diputado a la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, e integrante
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 78, fracción III, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta soberanía la presente proposición
con punto de acuerdo bajo los siguientes

Antecedentes

El río de los Remedios, llamado antiguamente Tepetzalatl,
que el náhuatl significa “quebrada del monte”, que descen-
día desde la sierra de los Remedios, que desembocaba en la
laguna de México y fue desviado artificialmente en la épo-
ca virreinal para llevar agua a la Villa de Guadalupe, y el
cual proveía agua de riego para poblados por los que pa-
saba.

Posteriormente la población fue creciendo a lo largo de es-
te importante río para obtener agua potable. Con el creci-
miento de la mancha urbana se volvió uno de los más im-
portantes drenajes para dar cauce a las aguas residuales
de tipo industrial y municipal, lo que ha originando que
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en éste se presenten altos niveles de contaminación tanto
fisicoquímica como bacteriológica.

La calidad del agua del río rebasa la norma NOM-001-SE-
MARNAT-1996, misma que establece los límites máximos
permisibles de contaminantes en las descargas residuales
vertidas en aguas y bienes nacionales, lo que ocasiona pro-
blemas de salud para los habitantes de las zonas aledañas.

Es hasta 1953 que se registra la primera inundación por el
desbordamiento de aguas negras de este río, la cual ocasio-
nó daños en las casas de los pobladores, así como una
emergencia sanitaria.

En los últimos años se han presentado grandes problemas
por la contaminación del río ya que ha servido de tiradero
de basura, muebles viejos, restos de animales e incluso de
manera desafortunada como depósito clandestino de cadá-
veres, lo que ocasiona muchos inconvenientes de tipo sani-
tario debido al mal olor y las múltiples infecciones que se
desarrollan en él.

En épocas de lluvia con la falta de desazolve periódico de
éste se han presentado inundaciones de hasta 2 metros de
altura, afectando a la zona urbana aledaña y las vías de co-
municación que se encuentran a lo largo de este río, afec-
tado gravemente la economía de la población por la pérdi-
da de objetos materiales, mantenimiento a sus hogares,
falta de transporte, y de manera reiterada problemas de sa-
lud por las aguas negras, que inclusive entran a los hoga-
res.

Este problema afecta a miles de personas de los municipios
de Nezahualcóyotl y Ecatepec, principalmente en las colo-
nias pertenecientes al Valle de Aragón; valle primera, se-
gunda, tercera y cuarta sección, todas ellas afectadas por
las condiciones insalubres con las que cuenta este río; y
quienes aún se encuentran con la zozobra de que estos he-
chos no vuelvan a ocurrir cada año en la temporada de llu-
vias.

Desde 2010 se han enviado diversas solicitudes de apoyo,
solicitudes de atención hechas al gobierno del estado de
México, se ha pedido que se cumplan las promesas de cam-
paña y los convenios celebrados con las colonias más afec-
tadas, además de hacerle llegar para el conocimiento del
gobierno municipal, las acusaciones y la falta de atención
a este grave problema registrados por diversos medios de
comunicación. Sin embargo y a pesar de los múltiples es-
fuerzos hechos por los pobladores de estas zonas, no se ha

logrado obtener respuesta alguna respecto al mantenimien-
to y entubamiento solicitado para este río. Por si fuera po-
co, es del conocimiento de todos que existe un proyecto en
donde se tiene considerado el desazolve y entubamiento
del río, pero por desgracia para miles de habitantes, no se
ve avance alguno.

Por lo anteriormente expuesto, el suscrito diputado José
Arturo López Cándido somete a consideración del pleno de
esta soberanía, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al gobierno del estado de México y a la
Comisión Nacional del Agua, a través de sus titulares, pa-
ra que se lleve a cabo el proyecto de limpieza, desazolve y
entubamiento del río de Los Remedios, para evitar futuras
inundaciones y problemas sanitarios mayores en la zona.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.— Diputado
José Arturo López Cándido (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para
dictamen. 

FORTALECER LA TOMA DE DECISIONES 
EN LA SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE Y
RECURSOS NATURALES PARA LA ATENCION 

DE SEQUIAS E INUNDACIONES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la Semarnat, en su carácter de presidente de la
comisión intersecretarial para la atención de sequías e in-
undaciones, a fortalecer la toma de decisiones en ésta, a
cargo del diputado René Ricardo Fujiwara Montelongo,
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

El suscrito, diputado René Ricardo Fujiwara Montelongo,
integrante de la LXII Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, miembro del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 79,
numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción I, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta asamblea, proposición con punto de acuerdo, por el
que la Cámara de Diputados exhorta respetuosamente al ti-
tular de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, a fortalecer la toma de decisiones al interior de la Co-
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misión Intersecretarial para la Atención de Sequías e Inun-
daciones que preside; al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La combinación de tierras fértiles con un régimen de llu-
vias favorables a la agricultura, con corrientes de agua per-
manentes o con depósitos lacustres superficiales y exten-
sos, fue un ideal perseguido por las culturas y pueblos de
agricultores que habitaron antiguamente nuestro país.

Y desde entonces, textos antiguos que recogen crónicas de
nuestros antepasados indican que el peor azote de estos
pueblos fue la sequía, la cual afectaba al cultivo del maíz
en dos momentos críticos: en la época de la siembra entre
marzo y abril, en que era indispensable la humedad para
que la semilla germinara, y en el período de gestación de la
mazorca, ocurrida entre los meses de junio a septiembre,
que exigía lluvias regulares y abundantes.

Si la falta de lluvias ocurría en los meses de la siembra, el
retraso de ésta exponía a la planta a la contingencia de las
heladas tempranas, muy frecuentes en las tierras altas; si
las lluvias no llegaban en el momento de la maduración de
la espiga, era seguro que se perdiera una parte considerable
de la cosecha esperada, por ello es que las peores catástro-
fes agrícolas las ocasionaron los períodos prolongados de
sequía y la conjunción de ésta con las heladas.

De esta manera, nuestro país ha padecido los efectos dañi-
nos de la sequía a lo largo de su historia, aun cuando no se
conocen con exactitud las fechas en que ocurrieron, se sa-
be de la existencia de periodos de sequía en el México an-
tiguo que traía emparejados hambre, migración y muerte
como resultado de estos periodos de ausencia de lluvias,
que alteraba no solo la actividad agrícola, sino la vida mis-
ma de esas culturas, incluso hasta llegar a la desaparición
de grandes núcleos poblacionales, del que solo quedan
grandes y magníficas construcciones como Teotihuacán o
Palenque como recuerdo su extinción.

Si esta condición climatológica es un factor recurrente en
nuestras culturas prehispánicas y en la Colonia, el presente
nos enfrenta a condiciones climatológicas más adversas, en
donde el cambio climático es una realidad a la que debe-
mos enfrentarnos día a día; y como nunca antes, debemos
estar atentos para desarrollar estrategias que permitan
adaptarnos a esta nueva situación, cuyos efectos más im-
pactantes, en términos de ocurrencia y magnitud, se vuelve

a observar en los eventos meteorológicos e hidrometereo-
lógicos como las sequías y las inundaciones.

México es naturalmente vulnerable a estos fenómenos por
su localización y composición geográfica; no obstante, en
los últimos tres años ha atravesado por sequias1 fuera de lo
común, de acuerdo con los registros con los que se cuenta,
lo que nos obliga a generar nuevas estrategias de política
pública para adaptarnos a estos fenómenos naturales, así
como prevenir y en lo posible mitigar sus efectos de mane-
ra integral, considerando tanto lo ambiental, lo social y lo
económico.

La sequía se le cataloga de distintos grados, de anormal-
mente seco (D0), moderada (D1), severa (D2), extrema
(D3) a excepcional (D4), lo que significa que también tie-
ne diferentes niveles de impacto, y en consecuencia, debe
ser atendida según su gravedad2.

Nuestro país tiene una superficie de un millón 964 mil 375
kilómetros cuadrados y el 66 por ciento de su territorio es
desértico o semidesértico, porción ubicado en la misma la-
titud que los desiertos del Sáhara y Arábigo; contamos con
una precipitación media de mil 489 kilómetros cúbicos al
año, de los cuales el 72.2 por ciento se evapotranspira re-
gresando a la atmósfera, el 22.2 por ciento escurre por ríos
y arroyos, y sólo el 5.6 por ciento restante se infiltra al sub-
suelo de forma natural y recarga los acuíferos.

Los datos históricos disponibles indicaban que la precipi-
tación media nacional, medida en el periodo del 1 de ene-
ro al 10 de octubre de los años 1941 a 2010 fue de 719.8
milímetros, considerándose una precipitación normal del
orden de 760 milímetros al año; en contraste, del 1 de ene-
ro al 10 de octubre del 2011, el agua de lluvia solo alcanzó
el volumen de 611.3 milímetros, es decir, el 80.43 por cien-
to de lo normal.

Si bien, los fenómenos meteorológicos en 2006 ocasiona-
ron que cerca de un 70 por ciento del territorio estuviera
impactado por algún tipo de sequía y un 15 por ciento por
sequía extrema, la disminución de la precipitación del año
2011 ocasionaron que la sequía fuera más intensa.

De tal suerte, el 80 por ciento del territorio nacional estuvo
impactado por algún tipo de sequía, con un alarmante 40
por ciento por sequía extrema, impactando a mil 213 mu-
nicipios de 19 entidades federativas.
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Estos fenómenos, tanto del año 2006 como del 2011 no son
casos extraordinarios.

Con datos del Servicio de Información Agroalimentaria y
Pesquera, suministrados por la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, Sagar-
pa, se observa que entre 2004 y 2011, se registraron mil 54
contingencias climatológicas en todo el país, de las cuales
el 34.9 por ciento, una de cada tres, fue catalogada como
sequía.

Las anomalías de las precipitaciones del verano de 2011 se
tradujeron en una condición de sequía agropecuaria, prin-
cipalmente en la región norte y centro del país, provocan-
do una severa situación adversa para la actividad agrícola
y ganadera: se siniestraron 3,467,570 hectáreas de cultivos
cíclicos, 62% directamente a causa de la sequía; se dejaron
de producir más de 4 millones de toneladas de productos
agrícolas, con una pérdida económica de más de 7 mil mi-
llones de pesos y 117 mil empleos3.

Asimismo, se estima que casi 71 mil cabezas de ganado
bovino y más de 1.7 millones de animales de granja mu-
rieron o fueron sacrificadas por efectos de esa sequía agro-
pecuaria.

Los estados con mayor afectación fueron Zacatecas, Chi-
huahua, Coahuila, Durango y San Luis Potosí, aunque en
conjunto, en los 19 estados del país, se reportaron más de
2.5 millones de habitantes afectados que carecieron de
agua potable en mil 500 comunidades y las pérdidas eco-
nómicas superaron los 15 mil millones de pesos.

En julio de ese año, ante la inminencia de una sequía pro-
longada para el país, el gobierno federal estableció la “Es-
trategia para la atención de los estados afectados por la se-
quía” y a través de ella, tan sólo entre agosto y diciembre
de 2011, se entregaron recursos por más de 5 mil millones
de pesos en apoyo a las familias y a los sectores producti-
vos afectados.

La recuperación de una contingencia de la magnitud ocu-
rrida en el año 2011 no es un asunto que se concluya al fi-
nalizar cada año fiscal, por lo que para hacer frente a esa
sequía, en 2012, esta Cámara de Diputados aprobó el Pro-
grama de Seguro para Contingencias Climatológicas por
94.5 millones de pesos4, que contribuyeron a los apoyos
provenientes del Fondo de Desastres Naturales5.

Contingencias climatológicas de 2011, aún repercuten en
diversos escenarios nacionales.

El National Drought Mitigation Center, de los Estados Uni-
dos (1996), considera que los efectos de la sequía pueden
ser analizados desde diferentes perspectivas, a saber:

En lo económico, se relaciona con pérdidas en la produc-
ción de alimentos, ganadera, y maderables y no madera-
bles; asimismo, repercute en el incremento de costos de
energía, pérdidas en actividades industriales y la conse-
cuente alza de precios en el mercado, incremento de los
costos de suministro de agua, entre otros.

En lo ambiental, se presentan daños, frecuentemente irre-
versibles en la flora y fauna silvestre, se incrementa la vul-
nerabilidad de los ecosistemas, se intensifican los procesos
de erosión hídrica y eólica, se reduce la calidad del agua,
se promueve la contaminación del aire y se afecta el ciclo
hidrológico en general, entre otros.

En lo social, hay escasez de alimentos, malnutrición, dis-
minución del nivel de vida, conflictos sociales por el uso
del agua o de mejores tierras, incremento de la pobreza,
migración, hacinamiento en las ciudades, abandono de tie-
rras agrícolas6.

El Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático ha
identificado al 56.4 por ciento de los municipios del país,
es decir mil 385 municipios, en algún tipo de riesgo y vul-
nerabilidad ante el cambio climático, de los cuales las se-
quías, la disminución de precipitaciones, inundaciones y
deslaves ocupan los primeros cuatro lugares en importan-
cia de riesgo.

En función de ello, desde el año 2012, con el cambio de ad-
ministración, se tiene implementado el Programa Nacional
contra la Sequía, Pronacose, que entre sus funciones más
relevantes, deberá identificar aquellas zonas que por las ca-
racterísticas de vulnerabilidad que presentan frente a la
ocurrencia de fenómenos meteorológicos extraordinarios,
requieren de una atención inmediata o prioritaria por parte
de las dependencias y entidades, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias.

El presidente de los Estados Unidos Mexicanos, licenciado
Enrique Peña Nieto, al presentar este programa en Fresni-
llo, Zacatecas el pasado 10 de enero de 2013 indicaba que
su “principal componente será, primero, el alertamiento,
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(…) y segundo, la actuación temprana para prever, preve-
nir y actuar oportunamente ante eventuales contingencias
climatológicas que vayan a afectar a la población y la pro-
ductividad del campo”.

Dicho programa, orientado a desarrollar acciones para ac-
tuar oportunamente ante eventuales contingencias, está
conformado por dos grandes ejes: el de planeación, –que
incluye el monitoreo de la sequía– y la elaboración de los
proyectos para la atención por cuenca y grupos de usuarios;
así como el de atención a la población afectada por el fe-
nómeno, incluso durante la planeación del programa.

Dentro de las líneas de acción del referido programa, re-
salta la importancia dada a los sistemas de monitoreo de
alerta temprana, que incluyen la comunicación e informa-
ción, para que instituciones y personas puedan utilizarla en
la toma de decisiones y prevenir al máximo posible situa-
ciones críticas, en los cuales la Conagua informará a la so-
ciedad sobre una sequía severa a través de acuerdos gene-
rales, siendo el Diario Oficial de la Federación el medio
más comúnmente usado para estos propósitos

La atención integral a contingencias ambientales como las
sequías o inundaciones motivó a inicios del 2013 al go-
bierno federal a establecer medidas y acciones coordina-
das, tendientes a la identificación y análisis de riesgos, así
como a la prevención y mitigación de los daños que repre-
sentan los fenómenos meteorológicos, tanto en la vida de
las personas como en sus bienes.

En función de ello, el 5 de abril de 2013, mediante acuer-
do publicado en el Diario Oficial de la Federación, el titu-
lar del Ejecutivo federal crea la Comisión Intersecretarial
para la Atención de Sequías e Inundaciones7, formada por
doce secretarías de Estado y dos comisiones federales, en
donde entre sus consideraciones se reconoce

…

Que para atender de manera eficaz los efectos genera-
dos por los fenómenos meteorológicos extremos se re-
quiere la participación de aquellas dependencias y enti-
dades de la Administración Pública Federal, cuyas
atribuciones se relacionan con la prevención y remedia-
ción de los efectos generados por las sequías e inunda-
ciones, con la participación que corresponda a los go-
biernos estatales y municipales, y

…”

En este acuerdo cobran importancia los siguientes artícu-
los, en donde se resalta de manera particular lo siguiente:

Artículo Primero. Se crea con carácter permanente la
Comisión Intersecretarial para la atención de sequías e
inundaciones (comisión), que tiene por objeto la coordi-
nación de acciones entre las dependencias y entidades
de la administración pública federal, relativas al análisis
de riesgos y la implementación de medidas de pre-
vención y mitigación de fenómenos meteorológicos ex-
traordinarios y los efectos que éstos generan, tales como
sequías e inundaciones.

…

Artículo Tercero. La comisión tendrá las siguientes
funciones:

…

III. Establecer las medidas preventivas, así como de
atención y de mitigación de fenómenos meteorológicos
extraordinarios;

…

V. Establecer los mecanismos de coordinación entre
los tres órdenes de gobierno para la implementación
de acciones preventivas ante sequías e inundaciones;

VI. Fomentar la participación de la sociedad para
prevenir los efectos que genera la ocurrencia de fe-
nómenos meteorológicos extremos;

VII. Difundir a nivel nacional información sobre se-
quías e inundaciones y las medidas para la preven-
ción y control de sus efectos;

…

IX. Establecer mecanismos para poner a disposición
de la población la información oportuna que permi-
ta tomar las medidas necesarias frente a la ocurren-
cia de un fenómeno meteorológico extraordinario;

…

XI. Promover mecanismos y acciones para fomentar
la participación y, en su caso, aportación de organis-
mos o instituciones nacionales o internacionales, así
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como de los sectores, público y privado, para la pre-
vención y mitigación de los fenómenos meteorológi-
cos objeto del presente acuerdo;

…

Artículo Octavo. La comisión establecerá los meca-
nismos de coordinación necesarios con las entidades
federativas y los municipios, para determinar las ac-
ciones de mitigación que se deberán implementar
frente a la ocurrencia de fenómenos meteorológicos
extremos y de sus efectos.

…”

Dicha comisión sesionó por primera ocasión el pasado 25
de abril de 2013, y entre los acuerdos suscritos, los repre-
sentantes de las convocadas secretarías de estado y comi-
siones federales, determinaron que se buscaría la participa-
ción de representantes de la Conferencia Nacional de
Gobernadores (Conago), así como de las agrupaciones de
municipios para integrar la participación de los tres niveles
de gobierno en la toma de decisiones; sin embargo, a la fe-
cha no se tiene información que esta participación sea ofi-
cial y formal, es decir, que la representación de éstos órde-
nes de gobierno tengan voz y voto en los acuerdos que al
interior de esa Comisión se generen; tampoco existe infor-
mación que la sociedad esté representada o que la acade-
mia participe de manera colegiada en este órgano de gran
relevancia para la vida sustentable del país.

Lo anterior es de particular importancia pues en mayo de
2013, en el marco de operación del Programa Nacional
contra la Sequia y de la referida Comisión Intersecretarial,
mil 66 municipios de México fueron reportados con se-
quias del grado de anormalmente seco a sequía severa, si-
tuación que no extraña se repita en 2014, pues ya la Cona-
gua emitió a principios de marzo del año en curso la alerta
de sequía de hasta por 2 años para el país, ante la forma-
ción del fenómeno meteorológico “El Niño”, situación an-
te la que han comenzado a tomar precauciones en el guar-
dado del vital líquido.

De acuerdo con los pronósticos de los meteorólogos, este
será un año de elevadas temperaturas, las cuales oscilarán
–en las zonas más calientes– entre 35 y 40 grados centí-
grados.  El inicio de este fenómeno sería a partir del vera-
no próximo y dependiendo de su comportamiento, podría
prolongarse hasta los veranos de 2015 o 2016.

La temporada de lluvia se prevé que comience hasta mayo,
lo que afectaría tal vez el retraso en cultivos como trigo,
maíz, sorgo y otros forrajes, y si la sequía se prolonga pue-
de desequilibrar los sistemas ecológicos e hidráulicos del
país.

Dicho organismo federal, informó que el monitor de sequía
en México indica que a finales de febrero de 2014, se en-
cuentra sin afectación 78.18 por ciento del territorio nacio-
nal y con algún grado de sequía un 21.82 por ciento, con un
3.68 por ciento de sequía moderada (D1), un 5.05 por cien-
to de sequía severa (D2) y 0.23 por ciento de sequía extre-
ma (D3); sin presentarse la sequía excepcional.

Puntualizó que de manera general, en el siguiente trimestre
se espera que la lluvia esté por debajo de lo normal en el
norte y noroeste del país, mientras que en el Golfo de Mé-
xico y el centro sur será por arriba de la media.

En este contexto, la atención preventiva a las sequías, así
como el manejo del agua disponible, debe contemplar la
protección, preservación y manejo sostenible del agua sub-
terránea, acuíferos costeros y fuentes superficiales; el em-
pleo y desarrollo de tecnologías para el reusó de aguas re-
siduales y desalinización y políticas públicas integrales que
garanticen la sustentabilidad del recurso hídrico, en donde
la participación de la sociedad y de los tres órdenes de go-
bierno debe ser considerada un factor fundamental para el
logro de los objetivos que se persiguen.

El manejo integral del recurso hídrico maximiza los bene-
ficios que acompañan a la temporada de lluvias, pues nos
permite recolectar el agua y recargar las presas; pero más
aún, el que se cuente con información oportuna en cada
uno de los distintos órdenes de gobierno y en la población
misma, procurará que los daños asociados a la escases de
este recurso sean menores a los ya ocurridos y que presu-
miblemente pueden volver a suceder por las condiciones
propias del país.

Las pérdidas no siempre consideran daños a ecosistemas,
pérdidas del poder de compra del consumidor, afectaciones
políticas y sociales y sin mencionar los daños psicológicos
en las personas afectadas, además de profundizar la condi-
ción de pobreza alarmante en que aún viven una enorme
cantidad de personas afectadas por estas contingencias.

La situación nacional provocada por la sequía que ocurrió
en el pasado reciente y los daños por esta ocasionados, no
solo en lo agropecuario y lo económico, nos convoca y
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compromete al Legislativo, a la ciudadanía y a distintos ac-
tores de la sociedad en los que se encuentran académicos,
organizaciones no gubernamentales y terceros interesados,
o afectados, a tener una mayor participación en la toma de
decisiones de las políticas públicas que desde el Ejecutivo
se instrumentan, además de participar y exigir la informa-
ción que resulte pertinente para esa toma de decisiones ba-
jo el primordial principio de oportunidad, pues esta tiene
un impacto inmediato en la condición y calidad de vida de
miles de mexicanas y mexicanos, en sus bienes y por su-
puesto en sus personas.

En mérito de lo expuesto, someto a la consideración de es-
ta soberanía los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta de manera respetuosa al titular de la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en su
carácter de presidente de la Comisión Intersecretarial para
la atención de sequías e inundaciones, a difundir, en los
municipios de mayor riesgo del país, mediante medios ase-
quibles a toda la población, las medidas de carácter pre-
ventivo que contribuyan a contrarrestar los efectos causa-
dos por las sequías severas que en el pasado se presentaron
en el territorio nacional.

Segundo. Se exhorta de manera respetuosa al titular de la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en su
carácter de presidente de la Comisión Intersecretarial para
la atención de sequías e inundaciones, a integrar como
miembro colegiado de esa comisión a un representante tan-
to de los titulares del Poder Ejecutivo estatal, como del mu-
nicipal, así como a un representante de la sociedad civil y
otro de la academia, a fin de que participen con voz y voto
en la toma de decisiones al interior de esa comisión.

Notas:

1 La Organización de las Naciones Unidas, en su documento de la
Convención de Lucha contra la Desertificación (ONU, 1994) define la
sequía como un “fenómeno que se produce naturalmente cuando las
lluvias han sido considerablemente inferiores a los niveles normales
registrados, causando un agudo desequilibrio hídrico que perjudica los
sistemas de producción de recursos de tierras”.

2 Véase la descripción que hace la Conagua al respecto:
http://smn.cna.gob.mx/index.php?option=com_content&view=arti-
c l e & i d = 2 3 7 : c l a s i f i c a c i o n - d e - l a - s e v e r i d a d - d e - l a -
sequia&catid=16&Itemid=52.

3 Cálculos del SIAP con base en información del Inegi y de las dele-
gaciones de la Sagarpa.

4 Artículo 38 del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal de 2012.

5 Según El Fondo Nacional de Desastres Naturales en México, los cri-
terios para definir su presencia, son:

• En la actividad pecuaria, cuando la precipitación media mensual de
mayo a noviembre en una cuenca hidrológica durante dos meses con-
secutivos, es menor en un 50 por ciento a su media mensual.

• En la agricultura, cuando los efectos de las bajas precipitaciones afec-
tan a cultivos de ciclo corto, dependiendo de la etapa fenológica en que
se encuentren los cultivos, por lo que la disminución en la cantidad de
lluvia, con respecto a su media histórica, puede ocurrir en un mes o
menos.

6 http://www.cm.colpos.mx/meteoro/progde/palm/seq1.htm

7 http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5294627&fe-
cha=05/04/2013

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 3 de abril de 2014.—
Diputado René Ricardo Fujiwara Montelongo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen. 

INTEGRAR EN EL SUBSIDIO DESTINADO 
A LA SEGURIDAD PUBLICA TODOS LOS 

MUNICIPIOS QUE REGISTREN UNA EFICAZ
IMPLANTACION DE LOS RECURSOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Consejo Nacional de Seguridad Pública a integrar en el
subsidio destinado a la seguridad pública todos los munici-
pios que registren una eficaz implantación de los recursos
en ejercicios anteriores, a cargo del diputado William Re-
nan Sosa Altamira, del Grupo Parlamentario del PRI

William Renán Sosa Altamira, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional en la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, frac-
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ción I, 79, numerales 1, fracción II, 2, fracciones I, III, IV
y VI, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta soberanía la presente proposición
con punto de acuerdo, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Una de las principales funciones del Estado es ser el ga-
rante de la seguridad pública y el máximo responsable de
la toma de decisiones que permitan mantener el orden so-
cial así como ser el promotor de acciones tendientes a evi-
tar y prevenir acontecimientos que pongan en riesgo la paz
y seguridad de sus habitantes.

El municipio como célula y expresión del Estado, es una
entidad administrativa que tiene facultades y responsabili-
dades indisolubles a su propia naturaleza y siendo que en
muchas ocasiones los ayuntamientos no tienen los recursos
suficientes para garantizar seguridad pública de calidad
con los medios adecuados para su funcionamiento como
son: el fortalecimiento de unidades policiales, equipamien-
to, infraestructura, adiestramiento y capacitación así como
programas de prevención del delito, el Subsidio de Seguri-
dad Municipal (Subsemun) se convierte en un gran apoyo
que por parte de la Federación contribuye a mejorar las se-
guridad de los habitantes de estas comunidades

La importancia del Subsemun se encuentra en los propios
objetivos que por parte del gobierno federal se tienen den-
tro de la Estrategia Integral de prevención del delito y com-
bate a la delincuencia como son entre otros alinear las ca-
pacidades del Estado Mexicano contra la delincuencia, la
prevención del delito, el combate a la corrupción y el me-
joramiento de equipo técnico.

Es decir, la suma de esfuerzos gubernamentales para re-
construir el tejido social en aquellas zonas donde hay más
violencia, por ello es que el presente punto de acuerdo bus-
ca que este subsidio de seguridad para los municipios del
país sea visto como un recurso que permita un constante
mejoramiento en las policías municipales, elevando sus-
tancial y sobre todo permanentemente la calidad en la se-
guridad pública.

Sin embargo, es justo decir que el Subsemun también ha si-
do un tema de vital interés para los estados y municipios,
quienes en muchas ocasiones se han pronunciado en des-
acuerdo de las formulas de elegibilidad que tiene el secre-
tariado ejecutivo para la asignación de los este recurso, di-

chos criterios han sido numerosamente cuestionados dado
que los municipios que anteriormente habían recibido re-
cursos del Subsemun y que gracias a ellos redujeron sus ín-
dices de criminalidad, en años recientes no han recibido el
subsidio como refuerzo a su sistema de seguridad tanto
municipal como estatal.

Por ello es que los representantes populares, que hemos es-
cuchado las quejas de nuestros representados por la falta de
recursos en los municipios que otrora fueron beneficiarios
del Subsemun, tenemos la obligación de exigir al secreta-
riado ejecutivo de seguridad que integre en la formula de
elegibilidad los resultados de los municipios que ejercieron
exitosamente los recursos del Subsemun.

Las razones de esta petición se plantean en la necesidad de
reforzar la seguridad de los municipios que sin el Subse-
mun son nuevamente vulnerables al crecimiento de la de-
lincuencia.

¿Qué espera el secretariado ejecutivo? ¿Qué los munici-
pios que fueron beneficiados en años anteriores vuelvan a
tener los índices de criminalidad necesarios para cumplir
con los criterios de elegibilidad?

¿Espera acaso que los criminales de otras ciudades migren
a los municipios vulnerables, sin elementos de seguridad
suficientes y con un pobre equipamiento resultado de la
falta de recursos?

¿Cómo prevenir el delito si no existen siquiera los sufi-
cientes recursos para mantener los ya de por sí, bajos sala-
rios de policías?

¿Cómo combatir a la corrupción si por este problema, ori-
llados por un insultante sueldo, existen cada día policías
que desertan, caen en prácticas corruptas o lo que es peor
al servicio del crimen organizado? 

De no hacer del Subsemun un apoyo que garantice una
continuidad en las estrategias municipales de seguridad,
que a su vez reconozca los resultados y premie la eficacia
de los ayuntamientos que implementaron las medidas ade-
cuadas para combatir la inseguridad, en lo que se deriva es
en un desequilibrio dentro de las finanzas municipales, pre-
ocupación de presidentes municipales que para mantener
los aumentos salariales que fueron factibles con el subsidio
ahora se encuentran en la disyuntiva de despedir policías y
con ello disminuir la seguridad del municipio o redistribuir
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sus recursos debilitando económicamente programas so-
ciales, obras públicas, mantenimiento de servicios o espa-
cios públicos.

Por lo que respecta a los criterios de elegibilidad para el
otorgamiento del subsidio al que se refiere el artículo 9 del
presupuesto de egresos de la Federación para el ejercicio
Fiscal 2014 y que se encuentran dentro del Acuerdo por el
que se da a conocer la lista de municipios y demarcaciones
territoriales del Distrito Federal elegibles para el otorga-
miento del subsidio, no se tiene contemplado dentro de es-
tos criterios un registro acerca del eficaz cumplimiento en
la materia por parte de los municipios que fueron elegidos
en años anteriores, la formula de elegibilidad se limita al
resultado de la suma de variables que conforman el Indicie
de Criminalidad Compuesto (ICC) que es el criterio con el
que se da a conocer la lista de los municipios elegibles pa-
ra el Subsemun.

Sin embargo, tal formula desecha muchas veces a munici-
pios con mayor densidad de población que otros que por
criterios de “incidencia delictiva” son elegibles para el nue-
vo ejercicio fiscal.

Esto provoca una desventaja por parte de municipios que
en ejercicios anteriores fueron beneficiados por el subsidio
y que por tanto se ven obligados a realizar recortes presu-
puestales en materia de seguridad, colocándolos en una si-
tuación de vulnerabilidad que puede incrementar o reacti-
var los índices de inseguridad, convirtiendo en un círculo
vicioso la problemática de seguridad pública.

Este es el caso de los municipios de Tizimin y Valladolid
en el Estado de Yucatán, en donde la formula de elegibili-
dad de este año nuevamente les dejó fuera del Subsemun;
lo que ha provocado un notable descontento y preocupa-
ción por parte de las autoridades locales dado que se ob-
serva una severa afectación en los planes y programas en
materia de seguridad pública.

Con respecto al ejercicio Fiscal del año 2012 el Subsidio
para Seguridad Pública en los Municipios (Subsemun) fue
de  125 millones de pesos. Dicho monto tuvo un incre-
mento del 8.7% con respecto a 2011, debido a la incorpo-
ración del municipio de Progreso, respecto de los munici-
pios que en ese año también fueron beneficiados: Mérida,
Tizimín y Valladolid.

En el año 2013, la formula de elegibilidad elimino del Sub-
semun a los municipios de Tizimín y Valladolid que cum-

plieron con la formula de elegibilidad en años anteriores e
incorporó al municipio de Tekax con un registro de pobla-
ción de 40, 547 habitantes mientras que Tizimín y Vallado-
lid superan los 70, 000 habitantes cada uno. Por lo que la
eliminación de estos municipios deriva en un estancamien-
to en los avances y programas estratégicos contemplados
para este año.

Para este 2014, la formula de elegibilidad nuevamente de-
jo sin recursos del Subsemun a los municipios de Tizimin
y Valladolid.

Estamos hablando de 80 millones de pesos tan solo en el
municipio de Valladolid, recursos que se utilizan para el
pago de policías y para la adquisición de uniformes y
equipos.

A pesar que las autoridades municipales realizaron la ges-
tión ante el Consejo Nacional de Seguridad Pública, expo-
niendo la serie de robos a comercios y asaltos a empresas
que se registraron en 2013 no fue considerado en el listado
publicado el 15 de Enero pasado.

La importancia de este recurso es principalmente para evi-
tar estos incidentes en un municipio con interés turístico
por sus cenotes, gastronomía, población maya y por su cer-
canía con Chichén Itzá y Cancún, Quintana Roo, además
de ser una población meramente comercial, artesanal, ga-
nadera e industrial.

Por ello es que considero que es fundamental que la fór-
mula de elegibilidad y asignación de los beneficiarios del
Subsemun integre en sus criterios los avances y distribu-
ción eficaz del subsidio, a fin de mantener un estándar de
calidad y profesionalismo en los cuerpos policiales de es-
tos municipios.

Por lo antes expuesto, someto a consideración de esta so-
beranía, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Secretariado Ejecutivo Nacional del
Consejo Nacional de Seguridad Pública a integrar dentro
de la fórmula utilizada para la selección de municipios y
demarcaciones territoriales del Distrito Federal que se
otorga el subsidio destinado a la Seguridad Pública de los
Municipios (Subsemun) a todos aquellos municipios que
registren una eficaz implementación de los recursos en
ejercicios anteriores, a fin de mantener un alto rendimien-
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to en materia de seguridad, capacitación, infraestructura y
prevención del delito. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 3 de abril de 2014.—
Diputado William Renán Sosa Altamira (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen. 

HACER CUMPLIR LA LEY FEDERAL SOBRE 
METROLOGIA Y NORMALIZACION Y

LAS NORMAS OFICIALES MEXICANAS EN 
MATERIA DE ETIQUETADO DE JUGOS, 

NECTARES Y OTRAS CONSERVAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Secretaría de Economía a hacer cumplir la Ley Federal
sobre Metrología y Normalización y las normas oficiales
mexicanas en materia de etiquetado de jugos, néctares y
otras conservas, a cargo de la diputada María Concepción
Ramírez Diez Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada María Concepción Ramírez Diez Gu-
tiérrez, Integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional de la LXII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión; con fundamento en el artículo 79,
numeral II, del Reglamento de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, presenta ante esta sobe-
ranía, punto de acuerdo, exhorto a fin de que la Secretaria
de Economía, a través del Centro de Nacional de Metrolo-
gía y la Secretaria de Salud, por medio de la Comisión Fe-
deral para la Protección Contra Riesgos Sanitarios, haga
cumplir la Ley Federal sobre Metrología y Normalización
y las Normas Oficiales Mexicanas, en materia de etiqueta-
do a la industria de jugos, néctares, concentrados de fruta,
jaleas, mermeladas, fruta deshidratada y conservas, entre
otros productos, para que el consumidor final tenga la in-
formación necesaria para determinar su consumo, al tenor
de las siguientes

Consideraciones

En la elaboración de jugos, néctares y concentrados de fru-
tas, la calidad de la materia prima es un elemento primor-
dial, sin embargo es importante poner atención en la ex-
tracción del jugo de fruta, clarificación, remoción de la

pulpa, enlatado o envasado y esterilización, es de suma im-
portancia poder conocer la calidad del jugo y los néctares. 

Que la Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco) re-
conoce la falta de compromiso de la industria de jugos y
néctares de cumplir la normatividad que se establece para
regular el etiquetado, en 3 estudios realizados en el 2002,
2006 y 2012.

Que la Profeco ha realizado diversos estudios para evaluar
la calidad de jugos y néctares, estableciendo los parámetros
de evaluación, como fue el contenido, Información al Con-
sumidor, Veracidad de la Etiqueta, características del sabor
y la apariencia, composición química, calidad sanitaria, de
todas ellas nos centraremos en la veracidad de la etiqueta,
dado que es el motivo del análisis de esta propuesta.

Que se recomienda, antes de adquirir uno de los productos
se tome la atención debida a la etiqueta, verificando la lis-
ta de ingredientes, asegurándose que es lo que se desea; es
necesario señalar, que la Profeco, indica que hay marcas de
jugos que se declaran como 100 porciento naturales, pero
que en realidad tienen saborizantes y conservadores.

Que por la incertidumbre del consumidor de sí el jugo que
se compra en el súper está hecho únicamente de fruta, co-
mo se promociona en su etiqueta, se probaron por métodos
de laboratorio para averiguarlo, por lo que el Laboratorio
de la Profeco verifico, para saber si los jugos envasados
disponibles en el mercado son o no realmente “jugos de
fruta”.

Que la revisión de los resultados del estudio de calidad, el
mercado de “jugos de fruta envasados” fue un desorden,
donde la constante parecían ser los jugos con azúcares aña-
didos; es decir, distintos a los que poseen las frutas natura-
les.

Que por muchos años, la ausencia de una NOM que “me-
tiera orden” al competitivo mercado de los jugos de fruta
preenvasados servía de pretexto a los fabricantes para ven-
der al consumidor productos adulterados; es decir, añadi-
dos con azúcares ajenos a los que contienen las frutas na-
turalmente. Así, los consumidores éramos los más
afectados, no sólo en nuestros bolsillos, sino también en
nuestro derecho a la información.

Que al no existir especificaciones técnicas precisas sobre
qué podía –y qué no– ser considerado como un “jugo de
fruta”, cualquier bebida, sin importar su contenido de fru-
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ta, podía hacerse pasar como tal. Y no sólo eso, también se
anunciaban como “100% natural” a pesar de tener añadidos
como edulcorantes, acidulantes y conservadores; o peor
aún, teniendo cantidades mínimas de fruta.

En los años 2002 y 2006, el Laboratorio de la Profeco pu-
blicó, en la Revista del Consumidor, estudios de calidad
de bebidas que se hacían llamar “jugos de fruta” pero que,
tras ser sometidos a análisis,

su contenido dejaba mucho que desear. En el número 309,
correspondiente a la edición de noviembre de 2002, el La-
boratorio reportó que: 

Más de la mitad de las 31 marcas analizadas en 2002 no
podían ser consideradas jugo de fruta porque, si de algo
adolecían, era, precisamente, de tener fruta. En 2006 se re-
pitió el estudio, sin embargo, el panorama no cambió mu-
cho (más bien, empeoró).

En el número 354, del mes de agosto de dicho año, el La-
boratorio encontró que:

En el mismo número donde se publicó el estudio de ca-
lidad de jugos realizado en 2006, se enfatiza y reitera la
necesidad de una NOM que corrija el desorden y evite
los abusos que estaban originándose en este “territorio
de nadie”. “A la luz de los resultados del presente estu-
dio (peores que los de hace cuatro años), la Profeco in-
siste una vez más en su demanda: es indispensable una
Norma Oficial Mexicana”.

La publicación de la Norma Oficial Mexicana NOM-173-
SCFI-2009 en el Diario Oficial de la Federación el 28 de
agosto de 2009, logró controlar todo tipo de disputa en es-
te tipo de bebidas. De acuerdo con ella, para que un pro-
ducto pueda ser considerado como un “jugo de fruta”, no
debe contener azúcares o acidulantes añadidos. De igual
forma, en su etiquetado deberá especificarse si se trata de
un “jugo de fruta”, “jugo de fruta concentrado” o, incluso,
si contiene una mezcla de dos o más frutas, diferenciándo-
se así de otras bebidas similares, como el néctar. Éste, a pe-
sar de ser un producto consumido a grandes volúmenes,
hasta el momento sigue sin ser regulado por una norma,
posibilitando numerosos abusos por parte de las empresas.

Que por tercera ocasión, el Laboratorio de la Profeco se en-
tregó a la tarea de analizar y verificar el contenido de 28
marcas de jugo de naranja, uva y manzana, comercializa-
das en todo nuestro territorio; que aunque cumplen con la

NOM-173-SCFI-2009, hace falta una mayor atención de
las autoridades para que la industria de los jugos y néctares
cumplan con la obligación de señalar en su etiqueta el con-
tenido de jugo de fruta o de néctar.

Que para el diseño y realización del análisis se tomó en
cuenta la normatividad vigente que, además de indicarnos
qué es (y que no) un “jugo de fruta”, estipula la informa-
ción que deben proveernos los fabricantes en el etiquetado,
entre otros aspectos que buscan garantizar la salud y el de-
recho como consumidores a la información a lo que com-
pramos.

Que se debió trabajar afanosamente por muchos años para
desarrollar una Norma Oficial Mexicana que pusiera orden
en esta sección de la industria de la jugos y néctares, para
este análisis se tomaron en cuenta como base la siguiente
Ley y las normas vigentes:

Que la Ley Federal sobre Metrología y Normalización es-
tablece que las Normas Oficiales Mexicanas se constituyen
como el instrumento idóneo para cumplir con los objetivos
de la regulación y control de la industria, en beneficio del
consumidor; por lo que se establece que la verificación del
contenido neto se realizará solamente a productos termina-
dos listos para su comercialización y se efectuará por la
Procuraduría Federal del Consumidor o las unidades de ve-
rificación conforme a lo establecido en los artículos 84 del
título cuarto y 100 a 109 del título quinto de la Ley Fede-
ral sobre Metrología y Normalización.

Que señalan:

“Artículo 84. Las unidades de verificación podrán, a
petición de parte interesada, verificar el cumplimiento
de normas oficiales mexicanas, solamente en aquellos
campos o actividades para las que hubieren sido apro-
badas por las dependencias competentes. 

Artículo 109. Cuando sean inexactos los datos o infor-
mación contenidos en las etiquetas, envases o empaques
de los productos, cualesquiera que éstos sean, así como
la publicidad que de ellos se haga, la Secretaría o las de-
pendencias competentes de forma coordinada podrán
ordenar se modifique, concediendo el término estricta-
mente necesario para ello, sin perjuicio de imponer la
sanción que proceda.”

Para cumplir con el objetivo, se establecen las Normas Ofi-
ciales, como mecanismos auxiliares de la ley:
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NOM-002-SCFI-1993. Contenido neto. Tolerancias y
métodos de verificación.

NOM-051-SCFI/SSA1-2010. Especificaciones genera-
les de etiquetado para alimentos y bebidas no alcohóli-
cas preenvasados. Información comercial y sanitaria.

NOM-086-SSA1-1994. Bienes y servicios. Alimentos y
bebidas no alcohólicas con modificaciones en su com-
posición. Especificaciones nutrimentales.

NOM-173-SCFI-2009. Jugos de frutas preenvasados-
Denominaciones, especificaciones fisicoquímicas, in-
formación comercial y métodos de prueba. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaria de Economía, a través del
Centro de Nacional de Metrología, a la Procuraduría Fede-
ral del Consumidor y la Secretaria de Salud, por medio de
la Comisión Federal para la Protección Contra Riesgos Sa-
nitarios, haga cumplir la Ley Federal sobre Metrología y
Normalización y las Normas Oficiales Mexicanas, en ma-
teria de etiquetado a la industria de jugos, néctares, con-
centrados de fruta, jaleas, mermeladas, fruta deshidratada y
conservas, entre otros productos, para que el consumidor
final tenga la información necesaria para determinar su
consumo

Palacio Legislativo de San Lázaro, 27 de marzo de 2014.— Diputada
María Concepción Ramírez Diez Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen. 

REGLAS DE OPERACION DEL
PROGRAMA SUBSIDIO A LA

PRIMA DEL SEGURO AGROPECUARIO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la SHCP a adecuar las reglas de operación del
programa Subsidio a la Prima del Seguro Agropecuario, a
cargo del diputado José Luis Muñoz Soria, del Grupo Par-
lamentario del PRD

El suscrito, diputado federal José Luis Muñoz Soria, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, en la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad otorgada
por los artículos 3o., fracción XIX; 6o., numeral 1, fracción
I; 65, numeral 4; 79, numerales 1, fracción II y 2, fraccio-
nes I y III; y 113 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, someto a consideración de esta honorable asamblea, la
siguiente “proposición con punto de acuerdo por el que
respetuosamente se exhorta al titular de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, a que adecúe las reglas de
operación del “Programa Subsidio a la Prima del Seguro
Agropecuario”, con la finalidad de garantizar que el apoyo
llegue a todos los sectores y abarque una mayor cantidad
de productos del campo; asimismo, transparente el origen
y destino de los recursos, la información desglosada de los
gasto que originaron el sobre ejercicio que asciende a
574.56 millones de pesos en el período de 2010 a 2013 y el
padrón único de beneficiarios”; al tenor de los siguientes: 

Antecedentes

1. El Programa de Subsidio a la Prima del Seguro Agrope-
cuario se inicio en 2001 y tiene como objetivo ampliar la
cobertura del seguro para agricultores y ganaderos subsi-
diando el costo de las primas que pagan los productores en
los seguros que contraten.

El programa está dirigido a cualquier productor agricultor
o ganadero que pueda asegurar cultivos o cabezas ganade-
ras, y tenga la capacidad para pagar la prima o cuota de una
o varias de las coberturas de riesgo climatológicas.

2. En cuanto al presupuesto asignado y ejercido por el pro-
grama en comento, se observa que en los últimos años ha
ido en aumento como se muestra a continuación:

Consideraciones

A) El informe de la Evaluación Específica de Desempeño
2012-2013 del Consejo Nacional de Evaluación (Coneval)
señala en los resultados del cumplimiento del Programa de
Subsidio a la Prima del Seguro Agropecuario (PSPSA),
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que éste no cuenta con evaluaciones de impacto debido a lo
siguiente:

• El diseño y las características del programa.

• La dificultad de definir el grupo control.

• La insuficiencia de información.

B) Por otra parte el Coneval observó que el PSPSA no dis-
pone de información desglosada de los gastos en los que
incurre.

C) En cuanto al presupuesto otorgado al PSPSA se obser-
va que desde su creación no existe una clara corresponden-
cia entre el presupuesto ejercido y la cobertura alcanzada
ya que desde el año 2010, el presupuesto original fue infe-
rior al ejercido. Siendo que, aun cuando la cobertura ha ba-
jado en los últimos tres años, el presupuesto aumentó -con
respecto al año anterior- tanto en el 2010 como en el 2011
y 2012.

D) El artículo 134 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos señala que los recursos económicos
se administrarán con eficiencia y eficacia economía, trans-
parencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que
estén destinados.

Los resultados del ejercicio de dichos recursos serán eva-
luados por las instancias técnicas que establezcan, respec-
tivamente, la Federación, los estados y el Distrito Federal,
con el objeto de propiciar que los recursos económicos se
asignen en los respectivos presupuestos en los términos del
párrafo anterior.

E) La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental en su artículo 7, fracción
IX, indica que la información sobre el presupuesto asigna-
do, así como los informes sobre su ejecución, en los térmi-
nos que establezca el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción. En el caso del Ejecutivo Federal, dicha información
será proporcionada respecto de cada dependencia y entidad
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la que

además informará sobre la situación económica, las finan-
zas públicas y la deuda pública, en los términos que esta-
blezca el propio presupuesto; asimismo la fracción XVII;
señala que con excepción de la información reservada o
confidencial, los sujetos obligados deberán poner a dispo-
sición del público y actualizar, la información de utilidad o
que se considere relevante, además de la que con base a la
información estadística, responda a las preguntas hechas
con más frecuencia por el público.

También se proporcionara la información a que se refiere
el artículo anterior en su segundo párrafo la cual deberá
publicarse de tal forma que facilite su uso y comprensión
por las personas, y que permita asegurar su calidad, veraci-
dad, oportunidad y confiabilidad.

F) Adicionalmente, en el artículo 9 de la misma ley señala
que la información que refiere el artículo anterior será dis-
posición del público a través de medios remotos o locales
de comunicación electrónica. Los sujetos obligados debe-
rán tener a disposición de las personas interesadas equipo
de cómputo, a fin de que éstas puedan obtener la informa-
ción, de manera directa o mediante impresiones. Asimis-
mo, éstos deberán proporcionar apoyo a los usuarios que lo
requieran y proveer todo tipo de asistencia respecto de los
trámites y servicios que presten.

Por lo anteriormente fundado y motivado, solicito que sea
aprobado de urgente y obvia resolución el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al Titular de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público, ciudadano Luis Vide-
garay Caso; a que adecúe las reglas de operación del “Pro-
grama Subsidio a la Prima del Seguro Agropecuario” con
la finalidad de garantizar que el apoyo llegue a todos los
sectores y abarque una mayor cantidad de productos del
campo; asimismo haga del conocimiento público y de fácil
acceso a través del sitio de internet, lo relativo desde 2010
a la fecha, siguiente:

• El origen y destino de los recursos ejercidos por el
PSPSA

• La información desglosada de los gasto que originaron
el sobre ejercicio que asciende a 574.56 millones de pe-
sos en el período de 2010 a 2013.

• El Padrón único de beneficiarios.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 31 de marzo de 2014.— Diputado
José Luis Muñoz Soria (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

ACCIONES PARA RESCATAR LOS 
ESPACIOS PUBLICOS ABANDONADOS Y

DETERIORADOS EN LAS 16 
DELEGACIONES EN EL DISTRITO FEDERAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los 16 jefes delegacionales en el Distrito Federal a llevar a
cabo acciones para rescatar los espacios públicos abando-
nados y deteriorados, a cargo del diputado Enrique Aubry
de Castro Palomino, del Grupo Parlamentario del PVEM

Quien suscribe, Enrique Aubry de Castro Palomino, dipu-
tado federal del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México de la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y el artículo 79, numeral 1, fracción II,
y numeral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea, el presente punto de acuerdo al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El espacio público y las áreas verdes de una ciudad, cons-
tituyen elementos fundamentales para la calidad de vida de
sus habitantes. Los parques públicos conjugan ambos com-
ponentes y aportan beneficios sustanciales a la comunidad
que los rodea. 

La importancia que los parques y jardines públicos repre-
sentan para las ciudades radica en los efectos positivos que
tienen sobre la población residente, mismos que pueden
manifestarse en varios ámbitos, por ejemplo, en la con-
ciencia ecológica que generan, en la contribución al proce-
so de arraigo de la comunidad y el sentido de pertenencia,
así como su aportación para la salud física y mental de las
personas.

En las ciudades contemporáneas, las zonas verdes ofrecen
una buena oportunidad para que la población aprenda acer-
ca de los principios ecológicos y de sus interconexiones
con el mundo circundante. El contacto entre el hombre y la
naturaleza que en las ciudades tiene lugar en espacios co-
mo los parques y jardines públicos permite desarrollar en
los ciudadanos, una conciencia ambiental que los involucra
mayormente en la conservación del entorno. En los núcle-
os urbanos el entendimiento de las bases de la interacción
entre sociedad y naturaleza debe empezar en los lugares
donde los ciudadanos viven y pasan su tiempo libre.

Por otra parte, el debilitamiento de los lazos sociales entre
vecinos, inducido por el acelerado ritmo de vida que llevan
los ciudadanos de los grandes asentamientos urbanos, ha
hecho cada vez más difícil que estos encuentren coinciden-
cias entre ellos, afectando así la identificación de los
miembros de la comunidad y el proceso de construcción de
ciudadanía, lo cual impide que los ciudadanos se organicen
para encontrar soluciones colectivas a los problemas que
les son comunes.

La sociología urbana sugiere que los espacios naturales y
la existencia de zonas verdes en los barrios de las grandes
ciudades, para el ocio y el esparcimiento de los vecinos,
propicia una mayor interacción entre los ciudadanos lo cual
induce al desarrollo de valores compartidos y al enraiza-
miento de los individuos en sus comunidades.

En esta misma línea, se afirma que el fortalecimiento de los
vínculos sociales entre vecinos logra disminuir los niveles
de vandalismo y criminalidad. La presencia de personas en
los espacios públicos y zonas verdes destinados a la recre-
ación en los barrios, aumenta la sensación de seguridad en-
tre los vecinos, inhibe la comisión de ciertos actos delicti-
vos y reduce las expresiones de violencia.

Asimismo, cabe destacar que los resultados de algunos es-
tudios sociológicos han permitido establecer una asocia-
ción entre la disminución del estrés, y la mejora de la salud
física de los residentes urbanos con la existencia de zonas
arboladas en los lugares donde viven. Tales estudios ponen
de manifiesto el llamado “efecto restaurador de la natura-
leza”, que permite a las personas la relajación necesaria pa-
ra afrontar una vida marcada por el estrés. En este mismo
sentido, debe destacarse también que los parques y jardines
públicos son para la población que no puede acceder a los
gimnasios y deportivos privados, el único espacio con el
cual cuentan para la activación física tan necesaria en los
contextos urbanos caracterizados por el sedentarismo.
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Finalmente, los parques públicos simbolizan el desarrollo
alcanzado por una sociedad y son testigos de la historia de
varias generaciones por lo cual en algunos casos constituyen
un patrimonio cultural que debemos valorar y preservar.

A pesar de los múltiples beneficios señalados, en nuestro
país, a consecuencia de la mala planeación y el crecimien-
to desordenado, la mayoría de los grandes centros urbanos
no poseen las suficientes áreas verdes, entre las que se
cuentan bosques urbanos, plazas, parques, jardines, glorie-
tas, camellones, etcétera. 

En el caso de la Ciudad de México, ésta proporciona a ca-
da habitante 5.4 metros cuadrados de área verde, extensión
que queda por debajo de los parámetros internacionales,
los cuales sugieren una extensión de 9 a 16 metros cuadra-
dos por habitante. Lamentablemente, además de los pro-
blemas de distribución y déficit del espacio público que
existen en el Distrito Federal, actualmente es frecuente en-
contrar que sus áreas verdes presentan un grado significa-
tivo de abandono y deterioro.

En días pasados, un diario de circulación nacional publicó
una serie de reportajes en los cuales se denuncian las con-
diciones en que se encuentran algunos parques y jardines
públicos de las 16 delegaciones del Distrito Federal,1 que
lejos de ser espacios donde las familias pueden pasear y
convivir, reflejan la indiferencia de los gobiernos delega-
cionales, pues las áreas verdes están secas, el alumbrado
está descompuesto y el mobiliario vandalizado. 

A ello, se suma la ausencia de contenedores de basura o ba-
ños públicos, andadores y banquetas rotas, montones de
basura y hojas secas, así como las quejas de los vecinos por
la falta de seguridad, la drogadicción y la indigencia.

Lo anterior, explica por qué, de acuerdo a la primera En-
cuesta de Percepción Ciudadana del programa ¿Cómo va-
mos, Ciudad de México?,2 un alto porcentaje de los capi-
talinos prefiere quedarse en casa a ver la televisión o
navegar en internet, o bien, asistir en su tiempo libre a cen-
tros comerciales en lugar de aprovechar los espacios públi-
cos de la Ciudad para fines recreativos, lo cual en última
instancia acarrea efectos negativos para la comunidad.

Si se quiere que la Ciudad de México sea auténticamente
un lugar de integración social que ofrezca mejor habitabi-
lidad, confort y equidad a sus habitantes resulta imprescin-
dible que los gobiernos locales del Distrito Federal pongan

en marcha acciones encaminadas a rescatar los espacios
públicos destinados al disfrute de la comunidad, con el ob-
jeto de contribuir a mejorar la calidad de vida y la seguri-
dad ciudadana, preferentemente de la población en condi-
ción de marginación.

En virtud de lo aquí expuesto someto a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
a los jefes delegacionales de las 16 demarcaciones del Dis-
trito Federal a llevar a cabo acciones encaminadas al res-
cate de los espacios públicos sobre los cuales tienen juris-
dicción y que presentan condiciones de abandono y
deterioro.

Notas:

1 Alfredo Páez, Rubén Zermeño y Jonás López, “Descuidan los par-
ques”, en periódico Reforma, sección Ciudad, página 4, sábado 29 de
marzo de 2014.

Alfredo Páez y Jonás López, “Requieren parques inversión”, en perió-
dico Reforma, sección Ciudad, página 2, domingo 30 de marzo de
2014.

Alfredo Páez, Mirtha Hernández, Iván Sosa y Rubén Zermeño, “El
parque de la amargura”, en periódico Reforma, sección Ciudad, pági-
na 6, lunes 31 de marzo de 2014.

2 Saúl Hernández, “Ver televisión, actividad de capitalinos en su tiem-
po libre”, en El Universal.mx, lunes 1 de julio de 2013.

http://www.eluniversal.com.mx/ciudad/117584.html

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.—
Diputado Enrique Aubry de Castro Palomino (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men. 
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INVESTIGAR EL POSIBLE CASO DE CORRUPCION
RELACIONADO CON REPRESENTACIONES 

Y DISTRIBUCIONES EYVA, SA DE CV

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de Pemex y de la PGR a investigar el posible
caso de corrupción relacionado con Representaciones y
Distribuciones Eyva, SA de CV, a cargo de Ricardo Mejía
Berdeja y suscrita por Ricardo Monreal Ávila, diputados
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal
Ávila, integrantes del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano de la LXII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 1, fracción II,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, presentan a es-
ta soberanía la siguiente proposición con punto de acuerdo,
al tenor de las siguientes

Consideraciones

La Subdirección de Exploración y Producción de Petróle-
os Mexicanos (Pemex) ha jugado el papel más importante
de la paraestatal en los últimos meses. Bajo esta Subdirec-
ción, en los últimos 12 años la dependencia asignó un total
de 111 contratos por 38 mil millones de pesos en el ya fa-
moso caso Oceanografía.

En 12 años, la empresa naviera —señalada de tejer una red
de favoritismo vinculada a las élites panistas durante los
sexenios de Vicente Fox y Felipe Calderón— floreció y se
convirtió en una de las más importantes del mundo en ser-
vicios marítimos gracias a los contratos firmados con Pe-
mex Exploración y Producción (PEP).

La Auditoría Superior de la Federación (ASF) identificó,
desde 2004, las irregularidades de la empresa con sede en
Campeche, como el retraso en la entrega de obras, sobre-
costos en los proyectos y anomalías en las licitaciones pa-
ra favorecerlas.

Por su parte, la Secretaría de la Función Pública alertó en
varias ocasiones sobre la fallas del corporativo, incluso, en
conjunto con la ASF le decretaron una multa de 405 millo-
nes de pesos por daños y perjuicios causados a la paraesta-
tal por el retraso de obras. Sin embargo nada pasó y la fir-
ma siguió obteniendo contratos de Pemex.

Para que Oceanografía recibiera contratos durante ocho
años, a pesar de los señalamientos de los entes fiscalizado-
res, hubo cuatro personas clave: altos funcionarios de Ex-
ploración y Producción que palomearon los contratos y tu-
vieron como principal operador a Manuel de Jesús Alegría
Constantino, quien todavía aparece en la nómina de la pa-
raestatal.

Ahora sabemos, gracias al trabajo periodístico de varios
medios de comunicación, que los principales involucrados
en la otorgación de contratos son los ex directores de PEP,
Luis Ramírez Corzo y Carlos Morales Gil, quienes desde
sus inicios perdonaron la multa de 405 millones1 y avala-
ron la modificación de licitaciones a favor de Oceanogra-
fía.

Durante el primer tramo del sexenio de Vicente Fox, Luis
Ramírez Corso estuvo al frente de Exploración y Produc-
ción (2001-2004), periodo en el cual Oceanografía firmó
29 contratos por un monto superior a los 3 mil 200 millo-
nes de pesos.

Carlos Morales Gil llegó a PEP en 2005, en sustitución de
Ramírez Corzo. En los siete años que estuvo al frente del
organismo subsidiario de Petróleos Mexicanos, Oceano-
grafía tuvo sus mayores ganancias, al adjudicarse 82 con-
tratos por más de 35 mil millones pesos, todos avalados por
el alto funcionario.

Morales Gil renunció a Exploración y Producción el 7 de
febrero, apenas cinco días antes de que el escándalo de
Oceanografía se desatara, cuando el 12 del mismo mes la
Secretaría de la Función Pública la inhabilitara y, poste-
riormente fuera señalada de un presunto fraude contra Ba-
namex por 235 millones de dólares.2

Es importante mencionar que desde la cúpula de Explora-
ción y Producción se autorizaron estos 111 contratos, sin
embargo, Oceanografía obtuvo recursos por más del 85 por
ciento del total de sus licitaciones con la paraestatal. 

Otra de las áreas que entregó las licitaciones más jugosas a
la empresa de Amado Yáñez es la Subdirección de Mante-
nimiento y Logística de PEP, dirigida desde 2009 por Ma-
rio Alberto Ávila, ex candidato a la gubernatura de Cam-
peche y cercano a Juan Camilo Mouriño, ex titular de
Gobernación con Felipe Calderón, quien falleciera en un
accidente aéreo en 2008. 
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Durante su estancia como alto funcionario de Petróleos
Mexicanos, otra empresa fue beneficiadas con contratos
millonarios: Representaciones y Distribuciones Evya.

De acuerdo con denuncias registradas en el Órgano de
Control Interno de la paraestatal, también hay acusaciones
contra esta compañía.

A esta empresa se le atribuyen concesiones por al menos 2
mil 757 millones con Pemex obtenidas durante las admi-
nistraciones de Vicente Fox Quesada y Felipe Calderón
Hinojosa.3

Si bien es cierto que el tema Oceanografía ha sido reserva-
do en su mayoría, esta arista debe ser considerada como in-
dependiente, pues generaría otro caso de corrupción al in-
terior de la paraestatal, que hasta ahora no ha sido atendido.

Por lo antes expuesto y fundado, sometemos a su conside-
ración el siguiente

Punto de Acuerdo

La honorable Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión:

Primero. Exhorta al titular de Petróleos Mexicanos, Emi-
lio Lozoya Austin, a que en el ámbito de sus atribuciones,
realice una investigación imparcial relacionada con las
concesiones otorgadas a la empresa Representaciones y
Distribuciones Evya, SA de CV, por al menos 2 mil 757
millones obtenidas durante las administraciones de Vicen-
te Fox Quesada y Felipe Calderón Hinojosa.

Segundo. Exhorta al titular de la Procuraduría General de
la República, Jesús Murillo Karam, a que en el ámbito de
sus atribuciones, realice una investigación imparcial y apli-
que las sanciones correspondientes, relacionadas con las
concesiones otorgadas por Petróleos Mexicanos a la em-
presa Representaciones y Distribuciones Evya, SA de CV,
por al menos 2 mil 757 millones, durante las administra-
ciones de Vicente Fox Quesada y Felipe Calderón Hinojo-
sa.

Notas:

1 http://www.adnpolitico.com/gobierno/2014/03/06/pemex-ignoro-
alertas-sobre-irregularidades-de-oceanografia 

2 http://www.excelsior.com.mx/nacional/2014/03/01/946232 

3 http://www.am.com.mx/notareforma/24736 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.— (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. 

PROGRAMA DE COINVERSION 
SOCIAL APOYO A MUJERES CUIDADORAS, 

DEL CONGRESO DE LA UNION

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sedesol y al DIF a considerar en la elaboración de sus
políticas la propuesta de los lineamientos base para operar
el programa de coinversión social Apoyo a Mujeres Cuida-
doras, del Congreso de la Unión, a cargo de la diputada Ro-
salba de la Cruz Requena, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada federal Rosalba de la Cruz Requena,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional de la LXII Legislatura en la Cámara de Diputados
del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 79,
numerales 1, fracción II, 2, fracciones I, III, IV y VI, del
Reglamento de la Cámara de Diputados , somete a consi-
deración de esta soberanía la siguiente proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta al Poder Ejecutivo
Federal para que la Secretaría de Desarrollo Social y el Sis-
tema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia
consideren la propuesta de los Lineamientos Base para la
Operación del Programa de Coinversión Social “Apoyo a
Mujeres Cuidadoras” del H. Congreso de la Unión, Cáma-
ra de Diputados, con el objeto de establecer políticas pú-
blicas efectivas que permitan el desarrollo social integral
de las mujeres cuidadoras, con base en los siguientes

Considerandos

Primero. Entre los más importantes desafíos que tiene el
Gobierno Federal actualmente se encuentra el contener y
disminuir la brecha de la desigualdad y la discriminación,
implementar políticas de desarrollo social integral de cada
individuo que les facilite su acceso a una mejor calidad de
vida y con ello impulsar el progreso de México.

Es por ello que, el Estado Mexicano reconoce en la segun-
da Meta Nacional del Plan Nacional de Desarrollo
2013–2018 un México Incluyente, garantizar el ejercicio
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efectivo de los derechos sociales de todos los mexicanos
más allá del asistencialismo, de tal manera que se vincule
el capital humano con las oportunidades que genera la eco-
nomía a fin de disminuir los efectos de la desigualdad y la
discriminación; así como proveer de una red de protección
social que evite problemas inesperados de salud o de la
economía de los habitantes, de tal manera que se proteja a
la sociedad ante eventualidades u otras situaciones adver-
sas que afecten el ejercicio pleno de sus derechos sociales
todo ello sustentado en la responsabilidad compartida entre
la sociedad y el Estado. 

Asimismo, en la tercera Estrategia Transversal del mismo
instrumento rector de la política nacional Perspectiva de
Género, se focaliza en garantizar la igualdad sustantiva de
oportunidades entre mujeres y hombres, con la premisa de
desarrollar y fortalecer esquemas de apoyo y atención que
ayuden a las mujeres a mejorar sus condiciones de acceso
a la seguridad social y su bienestar económico, para mejo-
rar significativamente su calidad de vida entre otras.

En este tenor, debemos advertir que los derechos sociales
garantizan universalmente el acceso a los medios necesa-
rios para tener unas condiciones de vida dignas, por lo que
promover éstos significa reducir significativamente las
brechas sociales, económicas y culturales persistentes en la
sociedad, disminuyéndose así toda forma de discrimina-
ción y en consecuencia garantizar a la población oportuni-
dades efectivas que le permitan participar activamente en
la vida política, cultural, económica y social de sus comu-
nidades y del país, lo cual hace necesario asumir estas ac-
ciones con una responsabilidad compartida entre Estado y
sociedad en los ámbito de la seguridad social, de la asis-
tencia social y de la previsión social.

Segundo. Ante lo anterior, es importante dilucidar respec-
to el concepto de la discapacidad y las personas depen-
dientes desde una perspectiva sanitaria y social.

Así el término discapacidad debemos entenderla como una
condición del ser humano que viene determinada por las
consecuencias negativas que los problemas de salud origi-
nan sobre ella en el ejercicio de las actividades cotidianas,
acarreando una situación de dependencia,

La discapacidad hoy por hoy se ha convertido en un pro-
blema de salud pública de gran importancia en el futuro,
debido al envejeciendo natural de la población y el riesgo
de adquirirla, así como el aumento de enfermedades cróni-
co-degenerativas (como diabetes mellitus, enfermedades

isquémicas del corazón, cirrosis y otras enfermedades cró-
nicas del hígado, enfermedades cerebrovasculares, hiper-
tensivas y pulmonares obstructivo-crónicas, cánceres, en-
tre otras) que pueden derivar en una alta probabilidad de
ocasionar alguna discapacidad.1

Es por ello que en el Censo de 2010, se midió la discapa-
cidad como la dificultad que la persona tiene para realizar
actividades consideradas de la vida diaria como caminar o
subir, ver aun usando lentes, escuchar, atender el cuidado
personal, hablar o comunicarse, requiriendo de atención
médica continua, toda vez que se exacerba por el envejeci-
miento, lo que aumenta la demanda de servicios de salud e
incrementa los costos de atención, originándose con ello un
problema de salud social que considera que las necesidades
de las personas discapacitadas  dependientes se cubren fun-
damentalmente a través del cuidado informal y mínima-
mente a través del cuidado formal, siendo este último insu-
ficiente ante las demandas cada vez mayores de una
población en constante crecimiento.

Ahora bien, las personas dependientes son aquellas que
presentan algún grado de dependencia ya sea de modera-
da, como es cuando la persona necesita ayuda para realizar
varias actividades básicas de la vida diaria, al menos una
vez al día; severa que se presenta cuando la persona nece-
sita ayuda para realizar varias actividades básicas de la vi-
da diaria dos o tres veces al día, pero no requiere la pre-
sencia permanente de un cuidador o cuidadora; o gran
dependencia que es cuando la persona necesita ayuda pa-
ra realizar varias actividades básicas de la vida diaria varias
veces al día y, por su pérdida total de autonomía mental o
física, y por ello se hace necesaria la presencia indispensa-
ble y continua de otra persona para su cuidado, ya sea que
ésta dependencia se derive de las discapacidades, de la pro-
pia vejez2 y/o de enfermedades crónico-degenerativas.3

Con base a lo expuesto es preciso entender que la persona
dependiente requiere del cuidado informal, en otras pala-
bras, de la atención prestada sanitaria en su domicilio por
personas de la familia o de su entorno, no vinculadas a un
servicio de atención profesionalizada, es decir, por perso-
nas que no reciben remuneración alguna por ello y cuya
ayuda no es organizada por institución pública o privada
alguna, denominándose también cuidados familiares.

Como se puede observar, el cuidado de las personas de-
pendientes es una actividad que se precisa fundamental y
de gran importancia, pues las expectativas de vida de la po-
blación al ser cada vez mayores y como consecuencia del

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 3 de abril de 2014 / Anexo79



acelerado crecimiento social, económico y cultural se ad-
vierte más evidente el contar con éste.

Tercero. En este contexto, se debe reconocer que ante el
crecimiento excesivo de la población en México, los servi-
cios sociales presentan cada vez más unalimitada y en al-
gunas ocasiones inopia de recursos, infraestructura y pres-
taciones sociales orientados a las personas dependientes,
por lo que se hace más evidente que el modelo de cuidado
a estas personas en nuestra sociedad se basa fundamental-
mente en la familia y el apoyo informal que, por otra par-
te, no dejan de ser con frecuencia eufemismos de mujer, to-
da vez que una tarea tan fundamental para una sociedad
mexicana, como es el cuidado del enfermo dependiente, to-
davía hoy sigue siendo asignada como condición natural al
género femenino, pues son las mujeres las que cuidan ge-
neralmente de otros y otras y, en este sentido contribuyen
al mantenimiento del bienestar social, aunque sin embargo,
se trata de un trabajo o actividad que no está remunerado,
es intangible a vista de la sociedad e inclusive es infrava-
lorado en muchas ocasiones por la propia familia y la co-
munidad que rodea esta circunstancia.

Así es que las mujeres al asumir de forma natural un perfil
de cuidadora informal, a pesar de que no poseer conoci-
mientos en torno al cuidado de personas dependientes, así
como el que algunas de estas mujeres cuidadoras no dispo-
nen de ningún tipo de ayuda (institucional, económica,
asistencial, biopsicosocial, etc.) ni para el cuidado a la per-
sona atendida ni a su propia persona, deben hacer frente a
diversas situaciones cuyo coste emocional afecta tanto a su
persona como a la relación que ésta mantiene con la perso-
na atendida y el resto de su entorno personal, sentimental,
familiar y social, lo cual se agrava a medida que se hace
más compleja y continua la atención del discapacitado o
dependiente. 

Entre tales situaciones adversas se observa una especial la
falta de tiempo libre y a las actividades a las que han debi-
do de renunciar por el hecho de ser cuidadoras, como es
también el abandonar el trabajo remunerado o a reducir su
jornada laboral imposibilitándose en muchos casos a su
reinserción laboral, social y familiar. Lo cual significa una
forma de limitación de su desarrollo social y una forma de
exclusión social.4

Cuarto. La situación expuesta, nos sugiere que los apoyos
formales, como son los ofertados por la administración pú-
blica (programas de formación y apoyo psicológico de los
servicios de atención a personas cuidadoras, asistencia do-

miciliaria, ayudas económicas etc.) y aquellos a que se re-
fieren a la contratación de personal para el cuidado de la
persona dependiente o para la realización de las tareas do-
mésticas, son un pilar fundamental para el sano desarrollo
e integral biopsicosocial y económico de las mujeres cui-
dadoras.

Y dado que los escenarios futuros no albergan grandes
cambios en la pirámide poblacional, es preciso alcanzar un
ambiente en el que se tome conciencia de que todos y to-
das seremos dependientes en una parte de nuestra vida y
por lo cual precisaremos del cuidado ajeno, por tanto el
compromiso con el cuidado debe comprometer a la socie-
dad en su conjunto, que deberá apostar por la articulación
de un sistema que garantice el cuidado de la persona de-
pendiente y, reconozca y dignifique el trabajo que conlle-
va, garantizando así los derechos sociales de las mujeres
cuidadoras.

Quinto. Ahora bien, dado que la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, dispone que la Cá-
mara de Diputados en el Presupuesto de Egresos, podrá se-
ñalar los programas, a través de los cuales se otorguen
subsidios, que se sujetarán a reglas de operación con el ob-
jeto de asegurar que la aplicación de los recursos públicos
se realice con eficiencia, eficacia, economía, honradez y
transparencia. 

Y que el Presupuesto de Egresos 2014 señala en su artícu-
lo 32 los criterios generales a los cuales se sujetarán las re-
glas de operación de los programas de subsidios del Ramo
Administrativo 20, “Desarrollo Social”, entre ellos, el Pro-
grama de Coinversión Social.

Así como el que los programas de subsidios del Ramo Ad-
ministrativo 20, “Desarrollo Social”, entre ellos, el Progra-
ma de Coinversión Social, se destinarán, en las entidades
federativas, en los términos de las disposiciones aplicables,
exclusivamente a la población en condiciones de pobreza,
de vulnerabilidad, rezago y de marginación, de acuerdo
con los criterios de resultados que defina el Consejo Na-
cional de Población y a las evaluaciones del Consejo Na-
cional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, en
los programas que resulte aplicable y la Declaratoria de
Zonas de Atención Prioritaria formulada por la Cámara de
Diputados, mediante acciones que promuevan la supera-
ción de la pobreza a través de la educación, la salud, la ali-
mentación, la generación de empleo e ingreso, autoempleo
y capacitación; protección social y programas asistencia-
les; y el fomento del sector social de la economía; confor-
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me lo establece el artículo 14 de la Ley General de Desa-
rrollo Social, y tomando en consideración los criterios que
propongan las entidades federativas.

De la misma forma, el que en la Cámara de Diputados au-
torizó una ampliación al Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración 2014 mediante el programa presupuestario S070
Programas de Coinversión Social, acción tipo 3 número
961 “Apoyo a Mujeres Cuidadoras”, con el objeto de re-
alizar acciones que promuevan la igualdad entre mujeres y
hombres, la erradicación de la violencia de género y cual-
quier forma de discriminación de género.

Y que la Secretaría de Desarrollo Social recibió el oficio
número 312.A.003931 de fecha 4 de diciembre de 2013, de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público por el que emi-
tió la autorización presupuestaria correspondiente a las Re-
glas de Operación del Programa de Coinversión Social;
asimismo, recibió con fecha 13 de diciembre de2013, el
oficio número COFEME/13/3449 de la Comisión Federal
de Mejora Regulatoria por el que se emitió el dictamen res-
pectivo, por lo que el 24 de diciembre de 2013 la Secreta-
ría de Desarrollo Social tuvo a bien expedir el Acuerdo por
el que se emiten las Reglas de Operación del Programa de
Coinversión Social, para el Ejercicio Fiscal 2014.

Sexto. Que los Lineamientos base será el conjunto de ac-
tores sociales, gestiones, estrategias, objetivos, condicio-
nes, líneas de acción específicos mínimos a observar para
llevar a cabo el Programa de Coinversión Social “Apoyo a
Mujeres Cuidadoras”.

Por lo tanto congruente a las consideraciones anteriores y
en observancia a las facciones I, II, III, IV, V y VI del Ar-
tículo 32 de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, así como a efecto de hacer más clara y precisa su
operación del programa de coinversión social “Apoyo a
Mujeres Cuidadoras”, me permito someter a la conside-
ración de esta Cámara de Diputados, la siguiente proposi-
ción con

Punto de Acuerdo

Uno. Se exhorta al Poder Ejecutivo Federal para que la Se-
cretaría de Desarrollo Social y el Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia consideren la propuesta
de los Lineamientos Base para la Operación del Programa
de Coinversión Social “Apoyo a Mujeres Cuidadoras” del
honorable Congreso de la Unión, Cámara de Diputados,
con el objeto de establecer políticas públicas efectivas que

permitan el desarrollo social integral de las mujeres cuida-
doras.

Dos. La propuesta de los Lineamientos base para la Opera-
ción del Programa de Coinversión Social “Apoyo a Muje-
res Cuidadoras” del honorable Congreso de la Unión, Cá-
mara de Diputados, se describen en el anexo A del presente
punto de acuerdo.

Notas:

1 Organización Mundial de la Salud [OMS], Banco Mundial [BM]
(2011). Resumen. Informe mundial sobre la discapacidad.  http://
www.who.int/disabilities/world_report/2011/summary_es.pdf, agosto
de 2011.

2 Vejez: Periodo de edad del ser humano en la que el cuerpo se va de-
teriorando y, por consiguiente se advierte difícil, pues pierde rápida-
mente las oportunidades de trabajo, de actividad social y de capacidad
de socialización. http://es.wikipedia.org/wiki/Vejez

3 Enfermedades crónico-degenerativas: Son enfermedades de larga du-
ración y por lo general de progresión lenta que acompañarán al pa-
ciente toda su vida y conllevan una degeneración o daño de los tejidos
y órganos afectados provocando un deterioro importante en la salud;
las cuales tienen una relevancia trascendente en virtud de que con el
envejecimiento relativo de la población y el aumento en la expectativa
de vida, son cada vez más frecuentes. http://bvs.sld.cu/revistas/
ibi/vol27_3-4_08/ibi03308.htm

4 El hablar de la exclusión social es expresar y dejar constancia de que
el tema no es tanto la pobreza y las desigualdades en la pirámide social
sino, en qué medida se tiene o no un lugar en la Sociedad, marcar la
distancia entre los que participan en su dinámica y se benefician de
ella, y los que son excluidos e ignorados fruto de la misma dinámica
social.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a 3 de
abril de 2014.— Diputada Rosalba de la Cruz Requena (rúbrica).»

«Anexo A

Propuesta de lineamientos base para la operación del
programa de coinversión social “Apoyo a Mujeres Cui-
dadoras”

Disposiciones generales

Primero. Los presentes Lineamientos tienen por objeto
orientar la operación del Programa de Coinversión Social

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 3 de abril de 2014 / Anexo81



“Apoyo a Mujeres Cuidadoras” y sus Estrategias, en las 32
entidades federativas del país.

Segundo. Para los efectos de los presentes Lineamientos,
se entenderá por:

Actor social. Organismos públicos, privados y/o sociales
que interactúan con la sociedad y que, por ley o iniciativa
propia lanzan acciones y propuestas que tienen incidencia
social. 

Asistencia social. El conjunto de acciones tendientes a
modificar y mejorar las circunstancias de carácter social
que impidan el desarrollo integral del individuo, así como
la protección física, mental y social de personas en estado
de necesidad, indefensión desventaja física y mental, hasta
lograr su incorporación a una vida plena y productiva.

Atención sociosanitaria. Son los servicios que coordinan
la asistencia curativa, social y educativa de colectivos en
situación de dependencia como la tercera edad, los enfer-
mos crónico-degenerativos y las personas con alguna dis-
capacidad física, psíquica o sensorial.

Capacitación, formación y/o instrucción. Proceso de en-
señanza-aprendizaje que propicia la adquisición y desarro-
llo de conocimientos, habilidades y actitudes requeridas
para el desempeño de una función o funciones productivas.

Centro o unidades de atención sociosanitaria. Son luga-
res destinados a atención sociosanitaria con una infraes-
tructura especializada en la materia.

Corresponsabilidad. La responsabilidad compartida de
una obligación y/o compromiso entre el Estado y la socie-
dad.

Desarrollo Social. Al proceso que, en el transcurso del
tiempo, conduce al mejoramiento de las condiciones de vi-
da de toda la población en diferentes ámbitos: salud, edu-
cación, nutrición, vivienda, vulnerabilidad, seguridad so-
cial, empleo, salarios, principalmente. Implica también la
reducción de la pobreza y la desigualdad en el ingreso.

Discapacidad. Condición bajo la cual alguna(s) persona(s)
presentan alguna deficiencia física, mental, intelectual o
sensorial que a largo plazo afectan la forma de interactuar
y participar plenamente en la sociedad.

Educación Formal. Al proceso de educación integral que
abarca desde la educación básica hasta la superior, y que
conlleva una intención deliberada y sistemática que se con-
cretiza en un currículo oficial.

Enfermedades crónico-degenerativas. Son enfermeda-
des de larga duración y por lo general de progresión lenta
que acompañarán al paciente toda su vida y conllevan una
degeneración o daño de los tejidos y órganos afectados
provocando un deterioro importante en la salud; las cuales
tienen una relevancia trascendente en virtud de que con el
envejecimiento relativo de la población y el aumento en la
expectativa de vida, son cada vez más frecuentes. 

Exclusión social. Se entiende la falta de participación de
segmentos de la población en la vida social, económica,
política y cultural de sus respectivas sociedades debido a la
carencia de derechos, recursos y capacidades básicas (ac-
ceso a la legalidad, al mercado laboral, a la educación, a las
tecnologías de la información, a los sistemas de salud y
protección social, a la seguridad ciudadana, a la vida so-
cial) que hacen posible una participación social plena.

Gerontología. Ciencia que se dedica a estudiar los diver-
sos aspectos de la vejez y el envejecimiento de una pobla-
ción, tales como el psicológico, social, económico y hasta
cultural, así como los factores que inciden en esta.

Indesol. Al Instituto Nacional de Desarrollo Social, el cual
fomenta las actividades de las Organizaciones de la Socie-
dad Civil (OSC) y es responsable del diseño, ejecución, se-
guimiento y evaluación de las acciones y medidas para sus
actividades. Con programas como el de Coinversión Social
y la participación de las OSC en ellos, promueve acciones
que atacan la pobreza y la vulnerabilidad social, para que
la población que así lo necesite mejore sus condiciones de
vida. Además coadyuvar a crear, capacitar, profesionalizar
y fortalecer a las OSC para que tengan reconocimiento ciu-
dadano y legitimidad social. 

Lineamientos base. Al conjunto de gestiones, estrategias,
objetivos, condiciones, líneas de acción y actores sociales
específicos mínimos a observar para llevar a cabo el Pro-
grama de Coinversión Social “Apoyo a Mujeres Cuidado-
ras”.

Mujeres cuidadoras. al conjunto de mujeres que se dedi-
can o dedicaron diariamente y por un periodo prolongado
de tiempo, al cuidado de las personas con algún grado de

Año II, Segundo Periodo, 3 de abril de 2014 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados82



dependencia o con discapacidades permanentes y que no
cuentan con una educación formal, técnica y/o especializa-
da, en esta materia; quienes tienen derecho a la asistencia
social por sus condiciones físicas, jurídicas y sociales, pues
requieren de servicios especializados para su protección y
su plena integración al bienestar.

Organismo privado. Empresa, corporación, sociedad,
asociación, institución, compañía, consorcio, equipo, fir-
ma, instituto, centro, club o cooperativa del sector privado.

Organismo público. Entidades de la Administración Pú-
blica Federal, Estatal y/o Municipal.

Organismo social. Sociedad, asociación, equipo, centro,
club o cooperativa del sector social.

Organismos. A colectividades, empresas, corporaciones,
sociedades, asociaciones, agrupaciones, instituciones,
alianzas, centros y/o cooperativas, que cuentan con estruc-
tura orgánica de varios componentes que unen y coordinan
sus esfuerzos para lograr un objetivo común o varios obje-
tivos convergentes.

Personas cuidadoras profesionales. Las personas con
educación formal profesional especializadas en el cuidado
de personas de acuerdo a su condición de salud y grado de
dependencia.

Personas dependientes. a las personas que presentan al-
gún grado de dependencia (Grado I. Dependencia modera-
da: Cuando la persona necesita ayuda para realizar varias
actividades básicas de la vida diaria, al menos una vez al
día. Grado II. Dependencia severa: Cuando la persona ne-
cesita ayuda para realizar varias actividades básicas de la
vida diaria dos o tres veces al día, pero no requiere la pre-
sencia permanente de un cuidador o cuidadora. Grado III.
Gran dependencia: Cuando la persona necesita ayuda para
realizar varias actividades básicas de la vida diaria varias
veces al día y, por su pérdida total de autonomía mental o
física, necesita la presencia indispensable y continua de
otra persona), derivada de las discapacidades, de la vejez
y/o enfermedades crónico-degenerativas.

Previsión social. De conformidad con el párrafo quinto del
Artículo 7 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, son aque-
llas erogaciones efectuadas que tengan por objeto satisfa-
cer contingencias o necesidades presentes o futuras, así co-
mo el otorgar beneficios a favor de los trabajadores o de los
socios o miembros de las sociedades cooperativas, ten-

dientes a su superación física, social, económica o cultural,
que les permitan el mejoramiento en su calidad de vida y
en la de su familia. En ningún caso se considerará previ-
sión social a las erogaciones efectuadas a favor de personas
que no tengan el carácter de trabajadores o de socios o
miembros de sociedades cooperativas.

Programa. Al Programa de Coinversión Social “Apoyo a
Mujeres Cuidadoras”.

Responsabilidad Social. Compromiso que los miembros
de un organismo privado, público o social, ya sea como in-
dividuos o como miembros de subgrupos, tienen con la so-
ciedad en su conjunto, el cual implica la consideración del
impacto, positivo, de una decisión de ámbito socio-cultural
y/o socio-económico.

Sedesol. A la Secretaría de Desarrollo Social, cuyo objeto
es fortalecer el desarrollo, la inclusión y la cohesión social
mediante políticas de desarrollo e inclusión social.

Servicio de acompañamiento. Al proceso durante el cual
la persona cuidadora profesional o profesionales en mate-
ria de cuidado de personas en condición de dependencia o
discapacidad, asisten y promueve la reflexión, integra nue-
va información, da seguimiento y toma decisiones conjun-
tamente con la(s) mujer(es) cuidadoras, respecto a la tra-
yectoria de aprendizaje sobre la materia que le ocupa.

Servicios de asistencia social. Los servicios que se esta-
blecen en el Artículo 12 de la Ley De Asistencia Social.

SNDIF. Al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de
la Familia cuyo objeto es la promoción de la asistencia so-
cial, prestación de servicios en ese campo y la realización
de las demás acciones que establezcan las disposiciones le-
gales aplicables; asimismo, promover la interrelación siste-
mática de acciones que en el campo de la asistencia social
lleven a cabo las instituciones públicas.

Vejez. Periodo de edad del ser humano en la que el cuerpo
se va deteriorando y, por consiguiente se advierte difícil,
pues pierde rápidamente las oportunidades de trabajo, de
actividad social y de capacidad de socialización.

Vinculación. Función sustantiva de un organismo, a través
de la cual se relaciona con otros y los sectores social, pú-
blico y privado del ámbito local, regional, municipal, esta-
tal, nacional e internacional con el fin de extender y difun-
dir el conocimiento y los servicios que se prestan.
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Del programa

Tercero. Antecedentes.

En el marco del Plan Nacional de Desarrollo 2013–2018, el
Desarrollo Social constituye un pilar de la promoción de
políticas de Estado que permitirán generar condiciones so-
ciales propicias para impulsar el desarrollo y la generación
de más y mejores oportunidades para las personas con el
objeto de alcanzar mayores niveles de calidad de vida.

En este contexto, se reconoce que los Programas de Coin-
versión Social permiten impulsar el desarrollo social de la
población en situación de pobreza; abatir la exclusión, la
marginación, la discapacidad y la desigualdad por género o
vulnerabilidad, buscando contribuir a la igualdad de opor-
tunidades y a disminuir toda forma de discriminación. Así,
la Secretaría de Desarrollo Social el 24 de diciembre de
2013 tuvo a bien expedir el Acuerdo por el que se emiten
las Reglas de Operación del Programa de Coinversión So-
cial, para el Ejercicio Fiscal 2014, las cuales concurren al
cumplimiento de los Objetivo 2.2 y 5 del Plan Nacional de
Desarrollo 2013–2018, en el que se establece como priori-
dad el transitar hacia una sociedad equitativa e incluyente,
generando esquemas de desarrollo social integral con pro-
cesos de participación social a través de esquemas de in-
clusión productiva y cohesión social.

Entonces, si consideramos que los derechos sociales son
los que garantizan universalmente el acceso a los medios
necesarios para tener unas condiciones de vida dignas, te-
nemos que el cuidado informal de las personas discapaci-
tadas y/o dependientes implica impulsar garantizar los de-
rechos sociales y el desarrollo de las mujeres que se
encargan de su cuidado, lo cual significa ampliar sus com-
petencias para realizar esta responsabilidad y para la vida
de la propia mujer cuidadora, lo cual permita favorecer su
reinserción en la sociedad y mejorar sus condiciones
biopsicosociales y económicas a fin de elevar su calidad
de vida.

Por tanto, con el Programa de Coinversión Social “Apoyo
a Mujeres Cuidadoras” se contribuirá a garantizar a las mu-
jeres cuidadoras el pleno ejercicio de sus derechos sociales
consagrados en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en un entorno de corresponsabilidad
Estado-sociedad. 

Cuarto. Objetivos

I. General.

Consolidar un esquema de apoyo integral a mujeres cuida-
doras de personas dependientes, que permitan promover y
garantizar su bienestar biopsicosocial, estabilidad econó-
mica y calidad de vida, a través de acciones que comple-
menten los servicios existentes asistencia social que coad-
yuven a minimizar las problemáticas derivadas de las
tareas de cuidado de las personas dependientes, en un mar-
co de corresponsabilidad y previsión social.

II. Específicos.

a) Fortalecer a los Actores Sociales para que mediante sus
actividades se promueva el desarrollo integral de las muje-
res cuidadoras. 

b) Sensibilizar a los organismos públicos, privados y so-
ciales así como a la sociedad en general sobre la relevancia
del tema de las mujeres cuidadoras tomando en cuenta de
que todo individuo será dependiente en un momento de su
vida precisando de un cuidado ajeno.

c) Facilitar el acceso de las mujeres cuidadoras a servicios
de asistencia social para mejorar su desarrollo biopsicoso-
cial y económico, a fin de elevar su calidad de vida.

Quinto. Cobertura.

El Programa operará a nivel nacional, por lo que el presu-
puesto autorizado se distribuirá conforme a los criterios de
resultados que defina el Consejo Nacional de Población y
a las evaluaciones del Consejo Nacional de Evaluación de
la Política de Desarrollo Social, en las 32 entidades federa-
tivas, según su participación proporcional en la población
objetivo del Proyecto.

Sexto. Población objetivo.

Son los actores sociales de todas las entidades federativas
que cumplan con los requisitos y criterios de participación,
así como con los criterios de selección de los proyectos es-
tablecidos en Reglas de Operación del Programa de Coin-
versión Social “Apoyo a Mujeres Cuidadoras” para atender
el desarrollo integral de las mujeres cuidadoras.

Séptimo. Beneficiarios del programa.

I. Las mujeres cuidadoras de personas dependientes.
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II. Las mujeres cuidadoras potenciales de personas depen-
dientes.

Octavo. Participantes.

I. Ejecutores.

La ejecución del Programa será coordinado por la Sedesol, a
través del Indesol y sus Unidades Administrativas, en coor-
dinación con el SNDIF, responsables de llevar a cabo las ac-
ciones individuales y conjuntas con los organismos públicos,
privados y sociales, a quienes se les llamará ejecutores.

II. Supervisores.

La supervisión de la ejecución del Programa será dirigida
por Indesol a través de la Dirección General Adjunta de
Equidad de Género y Proyectos Estratégicos para el Desa-
rrollo.

De la operación del programa

Noveno. Estrategias del Programa de Coinversión Social
“Apoyo a Mujeres Cuidadoras”.

Las Estrategias Programa, serán todas aquellas acciones de
operación que bajo el marco jurídico, normativo y operati-
vo del desarrollo social sean planeados, fundamentados,
sustentados e implementados para la atención integral de
las mujeres cuidadoras, cuyas líneas de acción tendrán por
objeto alcanzar los propósitos, objetivos y metas plantea-
dos en el corto, mediano y/o largo plazos de este programa.

I. Estrategias en el corto plazo.

a. Articular la formación de personas cuidadoras profesio-
nales entre los sectores público, privado y social para for-
talecer su actuación.

b. Ofrecer formación a las mujeres cuidadoras para su au-
tocuidado: educación, ayuda y terapia.

c. Otorgar atención y orientación familiar e individual de
las mujeres cuidadoras.

d. Procurar apoyo psicológico a las mujeres cuidadoras.

e. Ofrecer formación integral y experta a las mujeres cui-
dadoras sobre habilidades para el cuidado de las personas
dependientes.

f. Crear grupos de apoyo y autoapoyo.

g. Articular una formación para las profesionales en la ma-
teria (del ámbito sanitario, de salud y asistencia social) pa-
ra que puedan ofrecer asesoramiento a las mujeres cuida-
doras. 

h. Brindar apoyos económicos para la contratación de ser-
vicios de asistencia profesional y/o técnica especializada.

i. Mejorar la coordinación entre administración pública (fe-
deral, local y municipal) y organismos privados y sociales
para alcanzar el objeto del programa tanto administrativa-
mente como de gestión y operación del mismo.

II. Estrategias en el mediano plazo.

a. Procurar atención a las situaciones de convalecencia de
enfermedades que no precisando de estancia en centros sa-
nitarios públicos, privados y/o sociales especializados y/o
técnicos sí precisan aún de atención sanitaria y de salud.

b. Crear centros o unidades de atención sociosanitaria.

c. Ofertar el servicio de residencia los fines de semana.

d. Ofrecer atención diurna en centros sanitarios públicos,
privados y/o sociales especializados y/o técnicos en el cui-
dado de personas dependientes, durante los fines de sema-
na.

e. Dar ayudas económicas para la adaptación del hogar y
eliminación de obstáculos que permitan el fácil tránsito de
las personas dependientes.

f. Aumentar el número y variedad de recursos de asistencia
social ofertados y su cobertura dirigidos a las mujeres cui-
dadoras.

g. Conseguir que las mujeres cuidadoras accedan a los re-
cursos anteriores antes de que disminuyan sus condiciones
biopsicosociales, a fin de que puedan aprovechar todos sus
beneficios.

III. Estrategias en el largo plazo.

a. Incorporar a las políticas sociales medidas para un re-
parto más justo de las tareas del cuidado de personas de-
pendientes en la sociedad.
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b. Garantizar el derecho a reducción de jornada para el cui-
dado desde una perspectiva de género e igualdad, así como
de la previsión social.

Décimo. Líneas de acción 

I. Formación para:

a. Personas cuidadoras profesionales, a fin de:

i. Procurar a los y las profesionales tanto del ámbito social
como del ámbito sanitario y de salud una formación básica
(incluso de carácter obligatorio) sobre las la detección de
casos, los procedimientos adecuados para derivar los casos
detectados y sobre los recursos existentes donde derivarlos.

ii. Plantear la conveniencia de ofertar formación especiali-
zada y orientada a la creación de nuevos perfiles profesio-
nales (sin que tengan que ser trabajadores o trabajadoras
sociales, con experiencia en gerontología y que puedan
abordar la dependencia desde una perspectiva de la pre-
vención) que complemente el tipo de intervención actual
en el cuidado de personas dependientes.

iii. Diseñar planes de formación homologados, obligatorios
y de innovación continua para las personas cuidadoras pro-
fesionales.

iv. Procurar que su formación sea interdisciplinaria e inte-
gral de los aspectos relativos al cuidado y los aspectos del
autocuidado orientando todo los cursos, talleres, jornadas o
debates hacia una formación lo más concreta posible.

b. Mujeres cuidadoras.

i. Utilizar los grupos y programas en funcionamiento como
fuente de información para detectar necesidades, diseñar
programas formativos, etc., que sean lo más adaptados po-
sible a cada caso.

ii. No separar la formación relativa al cuidado de la perso-
na dependiente (sobre la enfermedad, las ayudas, los recur-
sos, los comportamientos problemáticos, entre otros aspec-
tos) de la formación sobre el cuidado de la misma
cuidadora (la propia salud, la comunicación, la autonomía,
etc.).

iii. Incorporar interactivamente programas individuales y
grupales, asistencia vía telefónica, formación a través de la
red vía internet, formación a domicilio, etc. insistiendo en

la importancia de dar continuidad a la atención tanto de la
mujer cuidadora como de la persona dependiente.

II. Programas de apoyo psicológico.

a. Crear programas flexibles y estables, para que éstos se
adapten a las exigencias de las necesidades de cada mo-
mento y circunstancia y, que permitan tener continuidad en
el tiempo, es decir, que adquieran carácter permanente a fin
de que puedan ir identificándose cada vez con mayor faci-
lidad.

b. Formar grupos de apoyo psicológico para las mujeres
cuidadoras, coordinados por profesionales en la materia,
que a su vez propicien la creación de grupos de autoayuda
en horarios y ubicación acorde con las necesidades del co-
lectivo de mujeres cuidadoras.

c. Impulsar estrategias que permitan dotar a las mujeres
cuidadoras de servicios de acompañamiento tanto de per-
sonas cuidadoras profesionales como de voluntariado, que
necesiten ocasionalmente ausentarse del lado de la persona
cuidada.

III. Servicios de información y orientación.

a. Ofertar atención y orientación no sólo a la mujer cuida-
dora principal sino a toda persona de su entorno familiar, a
través de servicios de asistencia social específicos y los
cuales sean atendidos por un equipo multidisciplinario de
profesionales que posibilite la diversificación de los ámbi-
tos de asesoramiento y asistencia social.

b. Establecer más y mejores canales de comunicación efi-
caz, con cobertura nacional, para difundir información, lo
más completa y actualizada posible, sobre los recursos
existentes en el cuidado de las personas dependientes y de
los recursos asistenciales para las mujeres cuidadoras.

IV. Ayuda domiciliaria y programas paliativos

a. Establecer programas de suministro o prestación de ser-
vicios tales como: fisioterapia, rehabilitación, domésticos,
de aseo general, de comida, transportación, etc., los cuales
permitan coadyuvar a atenuar el grado de responsabilidad
en los quehaceres cotidianos de las mujeres cuidadoras a
fin de conservar su integridad biopsicológica.

b. Incrementar la cobertura de una ayuda profesional a do-
micilio.
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c. Facilitar medidas de apoyo adicionales, como los servi-
cios de acompañamiento, para posibilitar la asistencia de
las mujeres cuidadoras a la capacitación, formación y/o
instrucción, a programas de apoyo psicológico u otros que
le permitan su reinserción al entorno ocupacional, familiar
y social.

V. Centros e infraestructuras

a. Crear talleres de estimulación o rehabilitación cognitiva
para personas dependientes sin deterioro cognitivo o con
deterioro leve.

b. Promover estancias de media jornada en los centros so-
ciosanitarios.

c. Crear unidades sociosanitarias de atención temporal a
personas dependientes en fases en las que presentan altera-
ciones de conducta y destinar o reservar determinadas pla-
zas en las residencias que ya existen para tal efecto.

d. Crear unidades sociosanitarias con recursos públicos,
privados y sociales, de atención temporal a personas de-
pendientes en situaciones de convalecencia de enfermeda-
des que no precisando de estancia en centro sanitario sí
precisan aún de atención sanitaria.

e. Ofrecer atención diurna en los centros sociosanitarios
durante los fines de semana (y que en ellos se desarrollen
programas psicosociales).

f. Posibilitar una mayor flexibilidad y posibilidad de acce-
der a los centros sociosanitarios y/o residencias para cortas
estancias que den respuesta a situaciones excepcionales co-
mo crisis familiares convalecencia de la persona cuidado-
ra, etc.

VI. Apoyo económico para:

a. Alcanzar una variedad y cobertura adecuada de recursos
que permitan aumentar la partida económica destinada al
cuidado de la persona dependiente y de la mujer cuidado-
ra, al tiempo que se aumente también el número y tipo de
profesionales en la materia y de personas cuidadoras pro-
fesionales.

b. Establecer un sistema ágil para la adaptación del hogar y
la contratación de ayudas profesionales y técnicas, que se
complemente con un sistema de préstamo y un servicio de
asesoramiento técnico gratuito.

c. Promover un sistema pertinente de acceso a la forma-
ción, a los programas de apoyo psicológico, etc.

VII. Apoyo social para:

a. Sensibilizar a la sociedad sobre la importancia del traba-
jo de las mujeres cuidadoras, así como de su acercamiento
a pos programas de apoyo y ayuda antes de que se generen
situaciones insostenibles que menoscaben su estabilidad
biopsicosocial y económica.

b. Concientizar a todos los actores sociales sobre la necesi-
dad y beneficio de crear y mantener programas de apoyo de
manera continuada para las mujeres cuidadoras.

c. Sensibilizar a los y las profesionales del ámbito social y
sanitario sobre la importante de su actuación en la forma-
ción para el cuidado de personas dependientes.

VIII. Coordinación que permita:

a. Conformar un sistema de atención integral para las mu-
jeres cuidadoras basado en la planificación, previo análisis
de las necesidades reales y situacionales, así como de las
características de éstas, sus peculiaridades y necesidades,
así como de los recursos disponibles; el cual permita dise-
ñar una oferta de programas y recursos diversificados que
optimice esfuerzos, sea accesible y garantice una mejor y
más amplia atención, más integral y a un mismo tiempo,
más eficaz.

b. En un ámbito de corresponsabilidad, diversificar el ejer-
cicio de los actores sociales públicos en los tres órdenes de
gobierno.

c. Apoyar la labor de las asociaciones privadas, sociales,
familiares y en general, todas aquellas organizaciones que
actualmente están encargándose de gestionar parte de la
oferta de recursos antes mencionados.

d. Crear una comisión conjunta que implique a responsa-
bles y profesionales de los dos ámbitos para coordinar ac-
tuaciones y planificar programas conjuntos tanto para la
atención de las personas dependientes, como de las muje-
res cuidadoras.

e. Difundir criterios de coordinación de esfuerzos de los di-
ferentes actores sociales para garantizar el desarrollo social
integral de las mujeres cuidadoras.
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IX. Concertación de la Vinculación.

La Concertación de la Vinculación tiene por objeto la in-
corporación del actor social al Programa de Coinversión
Social “Apoyo a Mujeres Cuidadoras”, procurando forma-
lizarla mediante Convenios de Colaboración comoInstru-
mentos jurídicos en el que se definirán las acciones y con-
diciones que van a permitir desarrollar los servicios
correspondientes al desarrollo integral de las mujeres cui-
dadoras.

Undécimo. Plazos de ejecución del Programa de Coinver-
sión Social “Apoyo a Mujeres Cuidadoras”.

Duodécimo. Casos no previstos, de excepción y modifica-
ciones a la propuesta de estos Lineamientos base.

Los casos que no se encuentren previstos en los presentes
Lineamientos base y que sean objeto del Programa, debe-
rán ser turnados a la Dirección General Adjunta de Equidad
de Género y Proyectos Estratégicos para el Desarrollo del
Indesol, con la finalidad de someterlos a consideración de
la Sedesol y del SNDIF quienes analizarán:

I. El grado de urgencia y la naturaleza de las acciones a im-
plementar.

II. El impacto en la operación del Programa y logro de sus
objetivos.

III. La disponibilidad de recursos para su atención; y,
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IV. Que se evite la duplicidad de acciones para su atención.

Con base en lo anterior, la Sedesol conjuntamente con el
SNDIF emitirá su resolución estableciendo los términos en
los que deberá atenderse el requerimiento, así como los al-
cances y modalidades de la misma.

En caso de que por cualquier circunstancia se requiera la
modificación a los presentes Lineamientos base, se deberá
observar irrestrictamente lo establecido en las disposicio-
nes legales y normativas vigentes aplicables.»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dic-
tamen. 

INSPECCIONAR LAS AREAS RESPECTIVAS 
Y LOS TRABAJOS REALIZADOS EN LOS POCITOS

VERTICALES DE CARBON EN COAHUILA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la STPS y al gobierno de Coahuila a inspeccionar las áreas
respectivas y los trabajos realizados en los pocitos vertica-
les de carbón, e investigar lo ocurrido el 27 de marzo de
2014 en Múzquiz, donde fallecieron dos mineros, a cargo
del diputado Mario Alberto Dávila Delgado, del Grupo
Parlamentario del PAN

El que suscribe, Mario Alberto Dávila Delgado, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 79 del Reglamento de
la Cámara de Diputados somete a consideración de esta
asamblea el presente punto de acuerdo, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

El 27 de marzo de 2014 mueren dos jóvenes mineros, Le-
onardo Francisco Vargas García, de 21 años, y Misael Iba-
rra Amaya, de 20 años, murieron al reventarse el malacate
en el que bajaban al interior de un pocito de carbón, en el
municipio de Múzquiz,  ubicado en la región carbonífera
de Coahuila.

Durante hechos que se suscitaron a las ocho de la mañana,
pero siendo notificado el deceso de los mineros a las auto-
ridades poco después de las diez de la mañana, en el pozo

carbón propiedad de la empresa Refacciones y Materiales
de la Ciudad de Sabinas, y el propietario de la mina fue
identificado como Luis Alberto Ramírez Enríquez, mien-
tras que el apoderado legal es José Francisco Varela, y el
encargado del pozo José Ramírez “El Boker”, quien fue el
encargado de rescatar los cuerpos de sus compañeros.

El director de protección civil en el municipio dijo que el
malacate estaba dañado en un 50 por ciento, que presenta-
ba resequedad por la falta de lubricación, desgarre en algu-
nos tramos, esto pese a que la Secretaría de Trabajo y Pre-
visión Social los checa hasta 15 veces por año, ya los había
revisado antes del accidente. Lo cual sin duda fue factor
primordial para que el malacate que bajaba a los trabajado-
res a 150 metros de profundidad de este pocito de carbón
se reventara y fallecieran los dos mineros, que eran los úl-
timos en bajar ya que antes que ellos habían ya bajo 14 tra-
bajadores para el turno de primera.

El agente del Ministerio Público del mineral de Palau, se
constituyo en el lugar de los hechos para dar fe del deceso
de los jóvenes minero, se les practico la necropsia de ley,
determinándose que ambos murieron por un shock hipovo-
lémico uno de ellos con desprendimiento de uno de sus
brazos debido a la caída que sufrieron que fue de 150 me-
tros.

Es importante resaltar que el pasado 29 de marzo, Norma
Angélica Reyna Posada, viuda de Misael Ibarra Amaya, jo-
ven que murió en el accidente minero el pasado jueves 27
de marzo en el predio La Florida, acudió a presentar la for-
mal denuncia ante el Ministerio Público, Julio Ramírez Ra-
mírez, donde afirmó que lo que ella pide de las autoridades,
es “que la muerte de su esposo no quede impune y que ya
no haya gente trabajando en el pozo de carbón donde falle-
ció el padre de su pequeña hija.

Es importante resaltar que no es la primera ocasión que se
suscitan este tipo de accidentes en las minas ubicadas en
Coahuila, lamentablemente se tiene como antecedente los
sucesos ocurridos en años anteriores tales como:

El 19 de febrero de 2006, la explosión en la mina 8 de Pas-
ta de Conchos, en Coahuila, causó la muerte de 65 trabaja-
dores. Luego de ocho años, los responsables siguen sin re-
parar el daño a las familias de los occisos. Más de seis años
en los que tragedias como la ocurrida en San Juan de Sabi-
nas se han repetido en diversas zonas mineras del territorio
mexicano. Sin embargo, los culpables –en la mayoría de
los casos– se mantienen impunes.
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En 2011, en Sabinas, 14 mineros murieron, ya que queda-
ron atrapados en su lugar de trabajo, estalló una bolsa de
gas grisú dejando atrapados a 14 trabajadores. Además, re-
sultó lesionado de gravedad un adolescente de 15 años. El
accidente tuvo lugar en el pozo tres de la empresa Binsa en
un tiro vertical de 60 metros de profundidad con cuatro tú-
neles que llevaba 15 días de operación.

En Múzquiz, el 25 de julio 2012, siete trabajadores queda-
ron atrapados bajo cientos de toneladas de roca a causa de
una explosión en la mina de carbón en el ejido La Florida,
en Barroterán. La explosión se registró cuando los mineros
residentes de Palau, tocaron con las pistolas neumáticas
una bolsa de gas metano.

En progreso, en agosto 3 de 2012, cinco mineros quedaron
atrapados en la Mina VII de la unidad Mimosa de la em-
presa Minera del Norte, del grupo Altos Hornos de México
(AHMSA), en donde se produjo un importante desprendi-
miento de tierra. 

Se dice que si la minería del carbón en México continúa
operando igual seguirá el saldo de víctimas mortales; sobre
todo, no cambia la actuación “indebida” de las Secretarías
del Trabajo, de Economía, de Medio Ambiente, y del Se-
guro Social, ya que su omisión, negligencia y tolerancia
crean el escenario perfecto para que los empresarios del
carbón simulen, subcontraten, y obliguen directa o indirec-
tamente a los mineros a trabajar insegura y arriesgadamen-
te.

Se considera muy importante regular tan importante tema,
considerando los trágicos accidentes que se han presentado
en los últimos años en la industria minera y que han cobra-
do la vida de varios trabajadores, por lo cual considera in-
dispensable establecer disposiciones específicas para regu-
lar dicha actividad.

Cabe citar, que este tema se encuentra reglamentado en el
artículo 343  de la Ley Federal del Trabajo.

Es por ello que en noviembre de 2012 presenté una inicia-
tiva que reforma el artículo 343-A de la Ley Federal del
Trabajo, a efecto de que queda prohibido el trabajo en ti-
ros verticales para la extracción de carbón, a profundi-
dades menores de 100 metros a mediante el empleo de
botes, en este caso, la extracción de carbón, deberá rea-
lizarse mediante tajos a cielo abierto y tiros inclinados.
Asimismo, queda prohibido, el trabajo en minas cono-

cidas como cuevas y pozos carboneros, entendiéndose
por esto, a los trabajos de extracción de carbón en tiros
verticales en forma artesanal, en donde las actividades
mineras, se llevan a cabo sin contar con las licencias,
permisos y autorizaciones requeridas para este tipo de
obras, no contando con las medidas de seguridad que
correspondan de acuerdo a la normatividad vigente,
para proteger la vida de los trabajadores.

Por lo anteriormente expuesto, se considera muy importan-
te regular tan importante tema, considerando los trágicos
accidentes que se han presentado en los últimos años en la
industria minera y que han cobrado la vida de varios traba-
jadores, por lo cual considera indispensable establecer dis-
posiciones específicas para regular dicha actividad y que
las autoridades federales y locales, inspeccionen y supervi-
sen las áreas respectivas y los trabajos realizados en las mi-
nas.

Por lo expuesto y fundado, se somete a consideración de
esta soberanía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaria del Trabajo y Previsión
Social y al gobierno de Coahuila a inspeccionar y supervi-
sar las áreas respectivas y los trabajos realizados especial-
mente en los pocitos verticales de carbón.

Segundo. Se exhorta a la Procuraduría de Coahuila a rea-
lizar las investigaciones conducentes a los hechos ocurri-
dos el 27 de marzo de 2014, en el municipio de Múzquiz,
en la región carbonífera de Coahuila, en donde fallecieron
dos mineros y se castigue a los responsables de dichos
acontecimientos y tomen las medidas necesarias para evi-
tar la pérdida de vidas humanas en  las minas, y se garan-
tice que se haga justicia a los mineros fallecidos y a sus fa-
milias.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.— Diputado
Mario Alberto Dávila Delgado (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen. 
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PROGRAMA DE INFRAESTRUCTURA BASICA
PARA LA ATENCION DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
titular de la SHCP a transparentar el origen y el destino de
los recursos del Programa de Infraestructura Básica para la
Atención de los Pueblos Indígenas, a cargo del diputado Jo-
sé Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado José Luis Muñoz Soria, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, en la LXII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, en ejercicio de la facultad otorgada por los artí-
culos 3o., fracción XIX; 6o., numeral 1, fracción I; 65, nu-
meral 4; 79, numerales 1, fracción II y 2, fracciones I y III;
y, 113 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto
a consideración de esta honorable asamblea, la siguiente
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta res-
petuosamente al titular de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público transparente el origen y destino de los recur-
sos del Programa de Infraestructura Básica para la
Atención de los Pueblos Indígenas, toda vez que ha pre-
sentado subejercicios en 2010, 2011, 2012 y 2013 por 504,
545.6, 395.4 y 2 mil 990.2 millones de pesos, respectiva-
mente; asimismo, implemente los mecanismos de control
que garanticen que el apoyo que otorga a todos los secto-
res sea más equitativo incrementando la cobertura de dre-
naje, saneamiento, agua potable y comunicación terrestre
incluyendo su mantenimiento; al tenor de los siguientes

Antecedentes

1. El Programa de Infraestructura Básica para la Atención
de los Pueblos Indígenas (PIBAI), tiene como objetivo ge-
neral contribuir a que los habitantes de las localidades in-
dígenas elegibles superen el aislamiento y dispongan de
bienes y servicios básicos, mediante la construcción de
obras de infraestructura básica. El propósito del programa
es que las localidades elegibles disminuyan el rezago refe-
rido a esa infraestructura, mediante la construcción de
obras de agua potable, drenaje y saneamiento, electrifica-
ción y caminos terrestres.

2. El PIBAI se instrumenta de manera focalizada, aten-
diendo a la población que se ubica en localidades que cum-
plan con 3 requisitos: 1) que al menos 40 por ciento de sus
habitantes se identifiquen o sean reconocidas en las consti-
tuciones o leyes estatales como población indígena; 2) que
sean de alta o muy alta marginación; y 3) que tengan entre
50 y 150 mil habitantes, en función de información oficial

derivada de censos y conteos poblacionales (línea base
2005).

3. En cuanto al presupuesto asignado y ejercido por el pro-
grama en comento, se observa que en los últimos años ha
ido en aumento como se muestra a continuación:

Consideraciones

A) El informe de la Evaluación Específica de Desempeño
2012-2013 del Consejo Nacional de Evaluación de la Polí-
tica de Desarrollo Social (Coneval), señala que los indica-
dores muestran que el Programa de Infraestructura Básica
para la Atención de los Pueblos Indígenas (PIBAI), está
avanzando y cubriendo las necesidades de los grupos indí-
genas que deben ser atendidos. Sin embargo, a partir de los
cuadros relativos a la evolución de la cobertura por tipo de
infraestructura que cubre el programa, se observa que los
avances han sido bastante menores en lo que se refiere a
drenaje y saneamiento, agua potable, y comunicación te-
rrestre, mientras que en electrificación la cobertura es casi
total, alcanzando 90 por ciento de su población potencial,
debido sobre todo a los convenios de colaboración acorda-
dos con la Comisión Federal de Electricidad (CFE) y con
algunos gobiernos estatales.

Al respecto, es importante que el programa lleve a cabo
avances más equitativos en todos los sectores apoyados; la
cobertura en drenaje, saneamiento y agua potable es muy
baja, ya que para la ejecución de estas obras se necesita una
inversión mayor. Para ello es indispensable buscar nuevos
convenios con las entidades federales y municipales así co-
mo solicitar un incremento del presupuesto para poder rea-
lizar un mayor número de obras en estos sectores, las cua-
les deberían incluir su mantenimiento.

B) Asimismo, el Coneval indica que el programa aún no
cuenta con la medición de los “indicadores de fin”, refe-
rentes al porcentaje de población que dispone de cada uno
de los distintos tipos de obra que entrega el programa.

C) No obstante que el presupuesto autorizado al PIBAI ha
ido en incremento en los últimos años, se detecta que el
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presupuesto ejercido ha quedado por debajo de lo progra-
mado, como se muestra a continuación:

(Cifras en millones de pesos)

D) Adicionalmente, cabe señalar que el informe de la Eva-
luación Específica de Desempeño 2012-2013 del Coneval
sugiere garantizar que toda la información proporcionada
por el programa al equipo evaluador para la realización de
esta evaluación sea pública y de fácil acceso a través del si-
tio de Internet del programa o la dependencia.

E) El artículo 134 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos señala que los recursos económicos
se administrarán con eficiencia y eficacia economía, trans-
parencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que
estén destinados.

Los resultados del ejercicio de dichos recursos serán eva-
luados por las instancias técnicas que establezcan, respec-
tivamente, la federación, los estados y el Distrito Federal,
con el objeto de propiciar que los recursos económicos se
asignen en los respectivos presupuestos en los términos del
párrafo anterior.

F) La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental en su artículo 7, fracción
IX, indica que la información sobre el presupuesto asigna-
do, así como los informes sobre su ejecución, en los térmi-
nos que establezca el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción. En el caso del Ejecutivo federal, dicha información
será proporcionada respecto de cada dependencia y entidad
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la que
además informará sobre la situación económica, las finan-
zas públicas y la deuda pública, en los términos que esta-
blezca el propio presupuesto; asimismo la fracción XVII;
señala que con excepción de la información reservada o
confidencial, los sujetos obligados deberán poner a dispo-
sición del público y actualizar, la información de utilidad o
que se considere relevante, además de la que con base a la
información estadística, responda a las preguntas hechas
con más frecuencia por el público.

También se proporcionará la información a que se refiere
el artículo anterior en su segundo párrafo la cual deberá
publicarse de tal forma que facilite su uso y comprensión
por las personas, y que permita asegurar su calidad, veraci-
dad, oportunidad y confiabilidad.

G) Adicionalmente, en el artículo 9 de la misma ley, seña-
la que la información que refiere el artículo anterior estará
a disposición del público a través de medios remotos o lo-
cales de comunicación electrónica. Los sujetos obligados
deberán tener a disposición de las personas interesadas
equipo de cómputo, a fin de que éstas puedan obtener la in-
formación, de manera directa o mediante impresiones. Asi-
mismo, éstos deberán proporcionar apoyo a los usuarios
que lo requieran y proveer todo tipo de asistencia respecto
de los trámites y servicios que presten.

Por lo anteriormente fundado y motivado, solicito sea
aprobado de urgente y obvia resolución el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al titular de la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público, doctor Luis Videgaray
Caso, haga del conocimiento público y de fácil acceso a
través del sitio de Internet oficial de la secretaría, lo relati-
vo al Programa de Infraestructura Básica para la Atención
de los Pueblos Indígenas desde 2009 a la fecha, en virtud
de transparentar los recursos, toda vez que ha presentado
subejercicios en 2010, 2011, 2012 y 2013 por 504, 545.6,
395.4 y 2 mil 990.2 millones de pesos, respectivamente;
asimismo a lo siguiente:

• Implemente mecanismos de control que garanticen
que el apoyo que otorga a todos los sectores mediante el
Programa de Infraestructura Básica para la Atención de
los Pueblos Indígenas, sea más equitativo en virtud de
que la cobertura de drenaje, saneamiento, agua potable
y comunicación terrestre es muy baja.

• Implemente las acciones que garanticen una mayor co-
bertura de drenaje, saneamiento, agua potable y comuni-
cación terrestre, las cuales incluyan su mantenimiento.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.— Diputado
José Luis Muñoz Soria (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 
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DAÑO CAUSADO A LOS CLIENTES POR EL
DEFICIENTE SERVICIO DE TELEFONIA CELULAR

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Instituto Federal de Telecomunicaciones y a la Profeco a
requerir a Radiomóvil Dipsa, SA de CV, Telcel, que preste
un servicio adecuado; y sancionarla conforme a la norma-
tiva aplicable por el daño causado a los clientes por el de-
ficiente servicio de telefonía celular, a cargo del diputado
Mario Francisco Guillén Guillén, del Grupo Parlamentario
del PVEM

El que suscribe, Mario Francisco Guillén Guillén, diputado
federal del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, de la LXII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 79, numeral 1, fracción II  y numeral 2, fracción III,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta asamblea la presente proposición con
punto de acuerdo con el carácter de urgente u obvia reso-
lución, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La telefonía celular es una de las herramientas fundamen-
tales para la comunicación en México, pero cuando el ser-
vicio es deficiente se convierte en un problema que afecta
seriamente a todos los ciudadanos. 

En la gran mayoría de los municipios de Chiapas como Co-
mitán de Domínguez, Frontera Comalapa, Socoltenango,
Chicomuselo, solo por citar algunos ejemplos, con fre-
cuencia no es posible hacer llamadas con eficiencia y efec-
tividad. En efecto, resulta importante que el Instituto Fede-
ral de Telecomunicaciones se aboque a investigar el tema
que no es recurrente ni exclusivo de Chiapas, sino seguro
estoy que varias zonas, regiones y estados del país también
lo sufren; pero eso sí, quiero destacar que en nuestro país
pagamos uno de los servicios de telefonía más caros del
mundo.   

De manera específica me refiero al servicio telefónico que
otorga Telcel, que como empresa no está cumpliendo satis-
factoriamente con el objeto de su concesión, es decir, de
brindar debidamente servicios de comunicación a los ciu-
dadanos, y mucho menos cumple con su oferta “Todo Mé-
xico es territorio Telcel”, ya que evidentemente es sólo
una falacia publicitaria, tan es así que en la región fronteri-
za del sur de mi estado, principalmente en las comunidades
colindantes  a Guatemala, sólo se recibe la señal de empre-

sas como “Tigo” de origen centroamericano, situación que
esta impactando de forma negativa en la psicología social
de los mexicanos de dichas zonas, puesto que se sienten
más cómodos y cercanos a servicios guatemaltecos que
mexicanos. 

De igual manera, el sector empresarial ha pronunciado que
la compañía telefónica que más pérdidas económicas les
provoca es Telcel, ya que aunque es líder en el mercado, no
ofrece buen servicio y, pese a su deficiente cobertura, co-
bra puntualmente sin perdonar a sus usuarios; por ello los
empresarios y toda persona que contrata con dicha empre-
sa en general exigen de manera recurrente explicaciones a
ésta por su pésimo servicio.

Diversos sectores empresariales han manifestado que el 30
por ciento de las operaciones del gremio realiza sus activi-
dades a través de la telefonía móvil, porque les facilita la
comunicación y localización de los contactos de forma in-
mediata, pero que ahora es común escuchar las constantes
quejas y denuncias de los usuarios afectados, por los frau-
des y abusos de “Radiomóvil Dipsa, SA de CV (Telcel)”,
toda vez que les realizan cobros indebidos, puesto que
existe mal servicio y caídas constantes en las señales de
voz y datos. Es decir, estas fallas en el sistema redundan en
daños graves al consumidor,  ya que a pesar de no recibir
el servicio están obligados a pagar puntualmente.

Como sabemos, la instancia encargada de conocer sobre
las quejas de los consumidores es la Procuraduría Federal
del Consumidor (Profeco) y, con la reforma constitucional
en materia de telecomunicaciones, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013, corres-
ponde ahora al  Instituto Federal de Telecomunicaciones,
órgano autónomo que tiene como objetivo primordial el
desarrollo eficiente de la radiodifusión y las telecomunica-
ciones, en México, así como regular, promover y supervi-
sar el uso, aprovechamiento y explotación del espectro ra-
dioeléctrico; las redes  y, la prestación de los servicios
públicos de radiodifusión y telecomunicaciones.

Asimismo, es responsable de garantizar el acceso equitati-
vo a infraestructura y otros insumos esenciales para las tec-
nologías de la información y comunicación, así como a los
servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluidos
los de banda ancha e internet. 

Compañeras y compañeros diputados, Telcel presume de
tener gran cobertura en todo México, pero particularmente
en Chiapas esta compañía telefónica ¡ya no es la red!, hay
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una pésima cobertura y mi estado es de los que más sufre
este mal servicio.

El tema a muchos les parecerá trivial, pero si en esta oca-
sión el asunto se expone en la más alta tribuna de la nación
es porque los ciudadanos se sienten frustrados por estar en
un estado de indefensión al observar como las facturas lle-
gan puntuales cada mes a todos los hogares y el servicio si-
gue pésimo, sigue en las mismas. Ahora bien, si la máxima
representación popular también hace oídos sordos a éste te-
ma, que se ha convertido en un dolor de cabeza en la coti-
dianidad de las personas, entonces estaremos mandando un
mensaje de que en nuestro país vale más el interés de un
grupo empresarial que el de todos los mexicanos.  

Por ende, solicito su valioso respaldo para que juntos im-
pulsemos se lleve a cabo una revisión minuciosa de este
servicio que otorga Telcel, de conformidad con las disposi-
ciones legales y administrativas aplicables, ya que todos
estamos ciertos que  actualmente tener un teléfono celular
no es un lujo, sino una necesidad, tan es así y, como ya que-
do manifestado, que muchas personas lo utiliza como he-
rramienta de trabajo, por lo que las deficiencias en el ser-
vicio causan contratiempos en la vida de la gente. Tan es
así que ahora la Constitución General de la República con-
sidera a este servicio como un servicio público de interés
general.

Por lo antes expuesto y fundamentado, señoras y señores
legisladores, someto a consideración de esta honorable
asamblea, con carácter de urgente y obvia resolución, el si-
guiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta al Instituto Federal de Telecomunica-
ciones y Procuraduría Federal del Consumidor a efecto de
que, conforme a las disposiciones legales y administrativas
aplicables, requieran a la empresa Radiomóvil Dipsa, SA
de CV (Telcel) a que otorgue a los usuarios un servicio efi-
ciente y establezcan una sanción económica por el daño
que causa a sus clientes por el deficiente servicio que pres-
ta en telefonía celular.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014. —
Diputado Mario Francisco Guillén Guillén (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones, para dicta-
men. 

ACTIVIDADES DE INSPECCION EN LAS MINAS 
DE CARBON PARA GARANTIZAR CONDICIONES

LABORALES DIGNAS Y SEGURAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la STPS a reforzar con la Secretaría del Traba-
jo de Coahuila las actividades de inspección en las minas
de carbón para garantizar condiciones laborales dignas y
seguras, a cargo de Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por
Ricardo Monreal Ávila, diputados del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano

Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, integran-
tes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 6, fracción I, y 79,
numeral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, presentan ante esta soberanía proposición con
punto de acuerdo, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

La región carbonífera de Coahuila se integra con Juárez,
Múzquiz, Progreso, Sabinas y San Juan Sabinas (Nueva
Rosita), cuenta con una extensión territorial de 16 mil 41
kilómetros cuadrados y una población de 174 mil 402 ha-
bitantes de acuerdo con el Censo de Población de 2010, he-
cho por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía.

Es de sobra conocida la situación en que los mineros labo-
ran en esta región y como caso emblemático sabemos de lo
ocurrido en Pasta de Conchos en 2006 donde 65 mineros
perdieron la vida y que al día de hoy es un tema vigente an-
te la falta de justicia, reparación de daño a las víctimas y
sobre todo porque no fue suficiente para que dicha tragedia
no se repitiera.

Esta tragedia “no surgió de la nada: fue la consecuencia
más visible de una serie de descuidos históricos efectuados
por los gobiernos locales y federales, que dejaron en el
abandono las garantías de seguridad y los derechos huma-
nos de los mineros, a cambio de la explotación de car-
bón”.1

En abril de 2013, la Cámara de Diputados aprobó diversas
modificaciones a la Ley Federal de Trabajo las cuales, en-
tre otras cosas, buscaron, la prohibición de la explotación
de carbón mineral en los llamados “pocitos”, esto a raíz de
los innumerables casos de mineros que murieron por las
condiciones de riesgo en las que laboraban.
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En estos túneles, denominados ‘pocitos’ por su profundi-
dad y diseño, los mineros extraen el carbón sostenidos so-
lamente por una cuerda de vida, sin la posibilidad de llevar
consigo oxígeno, o incluso sistemas de ubicación para que
–en caso de un accidente- puedan ser ubicados, debido a la
estrechez de los mismos túneles.2

Entre las modificaciones señaladas se encuentran las dis-
posiciones de seguridad para la extracción de carbón en
minas de cielo abierto y de tiro inclinado, las cuales debí-
an ser aplicadas en el término de doce meses, es decir que
estamos precisamente a un año de que tales cambios se hi-
cieron y la situación sigue cobrando víctimas.

Esto, porque el pasado 27 de marzo dos jóvenes mineros
fallecieron en la zona conocida como “La Florida”, en
Múzquiz, Coahuila, tras haberse registrado un trágico acci-
dente en un pocito de carbón, cuando uno de los cables que
sostenía el tambo por el que bajaban al interior de la mina
se rompió provocando que Missael Amaya Ibarra y Leo-
nardo Francisco Vargas perdieran la vida por la falta de
condiciones.

Ante ello, “la organización Familia Pasta de Conchos ma-
nifiesta que el pozo involucrado […] pertenece al ex alcal-
de de Progreso, Coahuila, Federico Quintanilla Riojas y
añaden que de 2010 a la fecha, en los yacimientos explota-
dos por este hombre han fallecido 11 mineros por no pro-
porcionar las condiciones de seguridad e higiene mínimas
para los trabajadores”.3

Los familiares de los mineros fallecidos en Pasta de Con-
chos han demandado que la prohibición que se hizo a la ac-
tividad en los pocitos es una prohibición a medias, una far-
sa, ya que sólo quedó prohibido el trabajo en tiros
verticales para la extracción de carbono a profundidades
menores de 100 metros o mediante el empleo de botes; de-
jando así la puerta abierta a que continúen los trabajos a
mayores profundidades.

Por ello es necesario insistir en la situación que enfrenta la
minería de carbón en Coahuila, ya que las condiciones la-
borales de la mayoría de los centros de trabajo no cumplen
las normas de seguridad e higiene, los trabajadores no tie-
nen capacitación para el trabajo ni el equipo de seguridad
mínimo requerido; los pozos no cuentan con salida de
emergencia y en general el empleo que generan los pocitos
es inseguro, subregistrado y sumamente arriesgado, situa-
ciones documentadas en el quinto Informe Pasta de Con-

chos, dado a conocer por la organización Familia Pasta de
Conchos.

Por ello nos pronunciamos para que no se dé carpetazo a lo
ocurrido en Pasta de Conchos ni en ningún otro caso, sien-
do el más reciente lo sucedido en Múzquiz, pues ello sería
negar justicia a todos los mineros que han perdido la vida
en estas condiciones y a quienes han resultado gravemente
heridos; sería impedir que se castigue a los responsables, a
que sigan existiendo las situaciones inhumanas y de explo-
tación laboral que llevan al enriquecimiento de unos cuan-
tos a costa de la propia vida de otros y sería ser cómplices
de la situación que ocurre en la zona carbonífera de Coa-
huila.

Por tales razones presentamos a esta asamblea el siguiente
resolutivo con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social, en coordinación con la Secre-
taría del Trabajo de Coahuila, a reforzar las actividades de
inspección sobre la situación en que los mineros trabajan
en las minas de carbón, con el objetivo de garantizar con-
diciones dignas y seguras.

Notas:

1 Revolución Tres Punto Cero, “Pasta de Conchos: rescatar a los vivos
para honrar a los muertos” [en línea], México. Dirección URL:
http://revoluciontrespuntocero.com/pasta-de-conchos-rescatar-a-los-
vivos-para-honrar-a-los-muertos/

2 Ídem.

3 Vanguardia, “Mueren dos mineros en pocito de Múzquiz, Coahuila”
[en línea], México. Dirección URL: http://www.vanguardia.com.mx/
muerendosminerosenpocitodemuzquizcoahuila-1980693.html

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.—
Diputados: Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen. 
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ESTUDIO DETALLADO EN OBRA PUBLICA Y
SERVICIOS URBANOS EN EL DISTRITO FEDERAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita al
jefe del gobierno del Distrito Federal que realice por la Se-
cretaría de Obras y Servicios un estudio detallado en obra
pública y servicios urbanos a fin de verificar que se cum-
plan todas las normas en el otorgamiento de permisos futu-
ros para construcción de obras viales y pavimentos hidráu-
licos, a cargo del diputado Leobardo Alcalá Padilla, del
Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito Leobardo Alcalá Padilla, diputado de la LXII
Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en el artículo 79, numerales 1, fracción II,
y 2, fracciones I y II, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, presenta a esta honorable asamblea la siguiente
proposición con punto de acuerdo por el que se solicita al
Gobierno del Distrito Federal, a través de su Secretaría de
Obras y Servicios, que realice un estudio detallado en ma-
teria de obra pública y de servicios urbanos, para verificar
que se dé cumplimiento a todas las normas en el otorga-
miento de permisos futuros, para construcción de obras
viales y pavimentos hidráulicos, evitando hundimientos o
fracturas en las redes de drenaje o agua potable y con esto
la aparición de más socavones, al tenor de las siguientes

Consideraciones

México, a lo largo de su historia se ha dado a conocer por
respetar su entorno, como lo sabemos de nuestros ancestros
los mexicas. Cerca del año 1325, en sus orígenes; éstos res-
petaban la vida, amaban a la madre tierra y honraban a los
seres con los cuales convivían en su medio ambiente y só-
lo atacaban cuando estaba de por medio su libertad o su vi-
da. El crecimiento se daba con orden y en la medida de las
necesidades que se iban presentando.

La capital de los mexicanos se convirtió en una de las ma-
yores ciudades de su época en todo el mundo y fue la ca-
beza de un poderoso Estado que dominó una gran parte de
Mesoamérica; fue así que floreció la cultura Mexica y Te-
otihuacana, así como la ya existente de Azcapotzalco, los
Tlatelolcas, los de Texcoco y los de Tlacopan; la cual im-
presionó a los españoles, quienes al ver el desarrollo, mag-
nitud y la majestuosidad del imperio, dejaron ver su ambi-
ción y que resultó en la caída del imperio en agosto de
1521. Una vez consumada la conquista y colonización,
empezaron a construir edificios con la tendencia que se te-

nía de Europa y con el tiempo se construyeron los centros
urbanos que hasta el día de hoy se conocen, pero ya no en-
marcados en el respeto del medio ambiente, se dio el cre-
cimiento con ambición de poder y sin guardar el equilibrio
para mantener las condiciones más armónicas.

En tal sentido, se debe buscar un plan alternativo de recu-
peración o buscar la reparación de los daños ocasionados al
medio ambiente, teniendo en mente que cualquier costo en
este proceso de recuperación será mucho menor que los da-
ños que al tiempo presente se han generado a lo largo de la
historia de la Ciudad de México. 492 años de historia no
pueden ser cambiados con un plumazo, pero sí con accio-
nes constantes y decididas para generar cambios de fondo
y no solo en la forma, los cuales también son necesarios.

Nuestro país ha crecido demasiado por lo que cada vez es
más difícil satisfacer con los diversos servicios entre los
que se encuentran la salud, educación, vivienda digna,
alumbrado, agua, luz, drenaje, etc.; y es en este punto don-
de se ha roto el equilibrio, ya que al intentar proveer de to-
dos y cada uno de los servicios, se ha llegado al extremo de
la sobreexplotación de los recursos naturales y el extermi-
nio de las zonas verdes.

Es por ello que el día de hoy, nos preocupan las condicio-
nes que estamos viviendo, el crecimiento sin la debida pre-
caución de mantener el entorno nos ha llevado a vivir even-
tos que antes no nos eran conocidos. En este último tiempo
nos hemos enterado de los llamados “socavones” y qué
son estos, sino el hundimiento que se produce en el suelo,
generalmente por haber una corriente subterránea o algún
espacio hueco bajo tierra y que puede variar en la profun-
didad desde los 4 a 14 metros o más y diámetros aproxi-
mados de varias decenas de centímetros hasta los 25 me-
tros, otra forma de llamarles es “dolinas”; depresiones en
el suelo que se forman cuando las capas superficiales de la
tierra colapsan sobre cavernas subterráneas, como sucedió
en las Delegaciones Iztapalapa, Azcapotzalco, Cuauhté-
moc y Miguel Hidalgo recientemente, siendo la Secretaría
de Obras y Servicios del Distrito Federal la que ha tomado
nota y atendido los hechos; lo cual no es un asunto exclu-
sivo de nuestra nación pues también se da en otras latitu-
des.

Estos eventos han dejado al descubierto los riesgos que se
viven en la Ciudad de México y en otras grandes urbes de
nuestro país; la cual ha tenido un crecimiento demográfico
más allá de lo esperado por sus autoridades y con ello se
ven también incrementados los riesgos de manera expo-
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nencial; pues en los últimos años se han registrado cerca de
14 socavones de dimensiones considerables y de manera
exponencial los hundimientos menores.

Al haber extraído del subsuelo el agua que se consumía
dentro de la ciudad, la cual se ha acabado por la falta de
planeación para permitir que el agua de lluvia vuelva al
subsuelo y con ello se vean regenerados los niveles de los
ríos o corrientes que hay de manera subterránea; creando
zonas de vacío dentro de la corteza terrestre, generando un
mayor nivel de riesgo cuando se dan las fracturas en los
servicios de drenaje, lavando la tierra que está a su alrede-
dor y llevándola a estas zonas de vacío.

Otra de las consecuencias que se han vivido dentro del Va-
lle de México a consecuencia de la sobreexplotación, es el
hundimiento de edificios y calles, lo cual desemboca en
otra cantidad de males,  los cuales no se ha cuantificado co-
mo resultado del acomodo en la corteza terrestre.

Actualmente se está trabajando en la construcción del túnel
emisor oriente como parte de la infraestructura para abatir
las inundaciones en la zona centro del país y con ello ata-
car lo que podría ser un problema de salud pública, llevan-
do estas aguas de lluvia hacia la Cuenca de Tula, Hidalgo;
pero continuamos sin permitir que los mantos acuíferos del
Valle de México se regeneren.

El pasado 13 de junio 2013 el gobierno federal, el del esta-
do de México y del Distrito Federal, coincidieron en el
compromiso de concluir los trabajos de este Túnel Emisor
Oriente y ver por el abasto de agua potable; se consideró
que dicha obra estaría calculada en 32,000 millones de pe-
sos; lo cual es garantía de que la población no sufrirá más
inundaciones.

La importancia que actualmente tiene el agua, nos ha lle-
vado a generar una cultura denominada del agua; es tan
preponderante que la falta de tal líquido pone en riesgo la
vida; por tal razón es necesario atender el asunto desde los
diferentes ámbitos de gobierno, tanto local, nacional y
mundial.

Parte de la solución va más allá del ahorro y uso racional
del recurso; exige sumar esfuerzos desde el escenario jurí-
dico, logístico, educacional, político a fin de que se esta-
blezcan las bases y técnicas para un desarrollo sustentable
y responsable, haciendo uso de los materiales de mayor ca-
lidad y que sean más amables con el medio ambiente.

En la década de los años 90´s, se iniciaron los trabajos de
investigación de científicos mexicanos, quienes encontra-
ron un sistema de recuperación y aprovechamiento del
agua pluvial, por medio de un concreto denominado ecoló-
gico ó hidráulico; dicho material ya está en uso en diversas
zonas de la ciudad, donde se ha podido calificar su durabi-
lidad y resistencia.

El gobierno debe considerar todas y cada una de las opcio-
nes, es aquí donde proponemos que en cada espacio públi-
co que son vías de acceso y movimiento de millones de
personas en las grandes urbes, se cambie el piso de cemen-
to, adoquín, losetas, pavimento o granito, por material de
calidad que facilite que los millones de litros de agua de
lluvia que al día de hoy se van al drenaje, sean absorbidos
por el subsuelo y los mantos freáticos, con ello generar
cambios, de los cuales dependerá el futuro de las siguien-
tes generaciones; la estabilidad social, de planeación urba-
na y el desarrollo económico del país, así como de orden
ambiental o climático con el tiempo. 

En lo que concierne al problema del tráfico vehicular que
surge a consecuencia de los encharcamientos, se vería re-
ducida de manera sustancial y a su vez la emisión de gases
hacia la atmosfera se verían reducidos y con ello México
daría un paso más en el cumplimiento del Protocolo de
Kyoto en cuanto al cambio climático.

En años recientes también se han presentado enormes so-
cavones de la noche a la mañana en China, Estados Unidos,
Bosnia y Guatemala. Ejemplo de lo anterior lo podemos
observar en lo ocurrido en Pasadena, California, en donde
los investigadores de la NASA, Cathleen Jones y Ron
Blom, del Laboratorio de Propulsión a Chorro, analizaron
con el radar InSAR imágenes de la zona donde se han pre-
sentado estos socavones dentro del Estado de Luisiana, to-
madas durante los vuelos del vehículo no tripulado UAV-
SAR durante junio de 2011 y julio de 2012; datos que
revelaron indicios de una dolina (gran depresión) antes de
que ésta se derrumbara en Bayou Corne, Luisiana, formán-
dose un socavón de una hectárea de superficie. 

Se considera que estipulando dentro del marco jurídico los
lineamientos o bases de calidad, durabilidad y resistencia
de los materiales implementados, se alcanzaría un ahorro
aproximado al 40% de gasto actual realizado por los tres
órdenes de gobierno en materia de obras y servicios; se
abatirían desgracias futuras y con ello se tendría la posibi-
lidad de reorientar dichos recursos en otros rubros como la
investigación, que ya se da en otros países en esta misma
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materia y que también son de sumo interés de la población.
Nadie quiere invertir y establecerse donde su capital se
puede ir por un socavón en un abrir y cerrar de ojos.

Es por lo anterior expuesto que es necesario hacer todos los
acuerdos necesarios para que las constructoras tomen en
cuenta y todas las construcciones futuras se utilice material
de alta calidad que cumpla con todas las normas oficiales
establecidas.

Por lo anterior expuesto someto a la consideración de este
honorable pleno la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único: Se exhorta al Gobierno del Distrito Federal para
que a través de su Secretaría de Obras y Servicios, que re-
alice un estudio detallado en materia de obra pública y de
servicios urbanos, para verificar que se dé cumplimiento a
todas las normas en el otorgamiento de permisos futuros,
para construcción de obras viales y pavimentos hidráuli-
cos, evitando hundimientos o fracturas en las redes de dre-
naje o agua potable y con esto la aparición de más socavo-
nes,

Recinto Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.— Diputado
Leobardo Alcalá Padilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men. 

DIFUNDIR POR LA CONSAR LA
INFORMACION SOBRE LAS CAUSAS 

DE LA MINUSVALIA EN EL MONTO DE 
LOS FONDOS QUE ADMINISTRAN LAS AFORE

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SHCP a difundir por la Consar la información sobre las
causas de la minusvalía en el monto de los fondos que ad-
ministran las Afore, los efectos en la situación financiera
de éstas y los riesgos en lo que resta del año, a cargo del
diputado José Soto Martínez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

José Soto Martínez, diputado integrante de la LXII Legis-
latura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dispues-

to por los artículos 6, fracción I y 79, numeral 2, fracción
II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta
punto de acuerdo conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

A partir de las reformas a la Ley del Seguro Social en 1997,
corresponde a las Administradoras de Fondos para el Reti-
ro (Afore), como instituciones financieras privadas, admi-
nistrar los fondos de los trabajadores afiliados al IMSS y al
ISSSTE, con el propósito de transformar el sistema de be-
neficios en uno financieramente sostenible a largo plazo.

En ese entonces se argumentó que era necesario establecer
un nuevo sistema a partir de las tendencias demográficas
que mostraban un cambio en la estructura poblacional y en
el aumento de la esperanza de vida; considerando que exis-
tían aportaciones insuficientes para financiar los crecientes
beneficios del sistema, ya que según estimaciones del
IMSS suponían que las aportaciones debían aumentar a
23.3 por ciento del salario base en el 2020 para evitar una
crisis de liquidez para ese año.

A lo anterior se sumaba la débil relación entre aportaciones
y beneficios y un uso inadecuado de reservas, por ejemplo,
el superávit generado por las pensiones era destinado para
financiar otros seguros (enfermedades y maternidad).

En términos del artículo 18 de la Ley de los Sistemas de
Ahorro para el Retiro, las Afore son entidades financieras
que se dedican de manera habitual y profesional a admi-
nistrar las cuentas individuales y canalizar los recursos de
las subcuentas que las integran en términos de dicha ley, así
como a administrar sociedades de inversión.

Lamentablemente para las pérdidas siempre son en perjui-
cio de los trabajadores y las ganancias en favor de las ad-
ministradoras. A nivel nacional, con motivo de las minus-
valías, resultaron afectados en sus cuentas 48.8 millones de
mexicanos, por un monto de 187 mil 64 millones de pesos
durante mayo, junio y agosto pasados. En cambio, de ene-
ro a agosto de este año las Afore ganaron 16 mil 138 mi-
llones de pesos por el cobro de las comisiones a sus afilia-
dos.

Si observamos su desempeño y conforme a estadísticas de
la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Reti-
ro (Consar), los ingresos en 2013 por concepto de reten-
ción de cuota, es decir, por operar el dinero de los mexica-
nos con una cuenta de ahorro para el retiro, son superiores
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a los registrados en 2012 cuando alcanzaron los 15 mil 19
millones de pesos.

Ante esta penosa situación, cabe preguntarse ¿qué sucedió
en esos meses para que se dieran las citadas minusvalías?
Se dice que los mercados financieros internacionales expe-
rimentaron un episodio de volatilidad: debido a que las ta-
sas de interés a escala mundial se elevaron, resultaron afec-
tadas las de largo plazo. En particular, las Afore fueron las
más afectadas debido a que invierten en instrumentos a lar-
go plazo que ofrecen mayor rendimiento a los ahorradores.

En este episodio de pérdidas, fueron 11 de las 12 Afore las
afectadas. Inbursa no presentó pérdidas en razón de que no
tiene instrumentos de largo plazo. Bajo este esquema, lo
que Inbursa hace es generar a los ahorradores un menor
rendimiento de largo plazo. 

Si realizamos un análisis del comportamiento anual de las
Afore, vemos que fue precisamente durante los meses de
mayo, junio y agosto cuando se presentaron rendimientos
negativos o minusvalías: en mayo ascendieron a 92 mil 600
millones de pesos; en junio alcanzaron los 77 mil 64 mi-
llones de pesos y en agosto fueron por 17 mil 310 millo-
nes de pesos, lo cual da un total de 187 mil 64 millones
de pesos.  

En cambio, en lo que va del año, descontando los meses 3
con minusvalías (mayo, junio y agosto), suma un acumula-
do anual de 43 mil 133 millones de pesos de rendimientos
positivos o plusvalías.

Debemos tener presente que son 49.8 millones de cuentas
de ahorro para el retiro las que operan las Afore, con un
monto de 2.9 billones de pesos de recursos ahorrados por
trabajadores y que también administran las Afore; motivo
por el cual resulta imprescindible dar a la sociedad y a los
trabajadores en lo individual una explicación convincente
sobre las causas que generaron las pérdidas, en qué medi-
da afecta la situación financiera de las Afore y cuáles son
los riesgos en lo que resta del año.

En términos de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el
Retiro, la Consar es la responsable de vigilar que se res-
guarden debidamente los recursos de los trabajadores y su-
pervisar que los recursos de los trabajadores sean inverti-
dos conforme a los parámetros y límites establecidos en el
régimen de inversión.

En consecuencia, la Consar debe explicar de manera deta-
llada si incumplió con sus obligaciones, si las administra-
doras de los ahorros de los trabajadores incurrieron en in-
versiones fuera del marco legal, cuántos trabajadores
resultaron afectados y en caso de existir responsabilidad,
aplicar las sanciones correspondientes.

El buen desempeño de las Afore no es cualquier cosa. De
por medio están en juego los recursos de 49.8 millones de
mexicanos y por ello, su futuro.

Lo acontecido con las cuentas de ahorro de los trabajado-
res que sufrieron pérdidas, es un ejemplo, muy delicado, de
lo que puede suceder en mayor medida con dichos ahorros,
es decir, debemos contar con mayor información sobre las
minusvalías para que esta soberanía asuma decisiones que
permitan resguardar los ahorros de los trabajadores que
eviten disminución grave de los ahorros y los dote de cer-
tidumbre sobre el sistema de ahorro para el retiro o de pla-
no iniciar un análisis profundo sobre su viabilidad.

Sin duda, más allá de las causas que se vierten para justifi-
car la caída en las cuentas de ahorro, lo cierto es que el ni-
vel de la pérdida nos da una idea del carácter riesgoso del
modelo de pensiones. Bajo este sistema, la administración
de los recursos para las jubilaciones de los trabajadores
perdió su naturaleza de solidaridad y justicia social para
transformarse en un mecanismo de especulación financiera
que pone en riesgo los ahorros y el futuro mismo de los
trabajadores.

En contraste, para la mayoría de los trabajadores, el cam-
bio del sistema de pensiones a uno administrado por parti-
culares, representa un daño reiterado a los intereses de
aquellos a causa de malas inversiones en los mercados bur-
sátiles y por los cobros que por concepto de comisiones ha-
cen los bancos.

Los resultados son claros: el sistema de pensiones vigente
muestra un carácter profundamente inequitativo y desven-
tajoso para los trabajadores y el Estado mexicano ha abdi-
cado de la responsabilidad de garantizar un buen retiro de los
ciudadanos. Lo cual nos demanda un replanteamiento del
modelo de pensiones y jubilaciones vigente que permita
adoptar las medidas necesarias que garanticen un correcto
manejo y una administración sensata de dichos fondos.

Por lo antes expuesto, someto a la consideración de esta
asamblea la siguiente proposición con
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Punto de Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados exhorta a la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público para que remita, a
través de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro pa-
ra el Retiro, Informe sobre las causas que provocaron la
minusvalía en el monto de los fondos que administran las
Afore, los efectos en la situación financiera de las Afore y
los riesgos en lo que resta del año, para que esta soberanía
asuma decisiones que resguarden los ahorros de los traba-
jadores, eviten un nuevo quebranto a su patrimonio e inicie
un análisis profundo sobre su viabilidad.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.— Diputado
José Soto Martínez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

DECRETO DE EXPROPIACION EN LA COMUNIDAD
DE BUENAVISTA, EN TLAXCO, TLAXCALA

«Proposición con punto de acuerdo, relativo al decreto de
expropiación en la comunidad de Buenavista, en Tlaxco,
Tlaxcala, a cargo del diputado Ricardo Monreal Ávila, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Monreal Ávila, integrante de la LXII Legislatura
del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 6, fracción I, 79, numeral 2, fracción II, y
113 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta-
mos ante esta honorable asamblea el siguiente punto de
acuerdo de urgente u obvia resolución al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La violación a los derechos humanos es una práctica que se
ha mantenido vigente durante muchos años en todo el mun-
do, no obstante, existe una gran cantidad de convenciones
internacionales que la han prohibido sin lograr un avance
importante en esta materia.

En 2006 la Asamblea General de las Naciones Unidas, a
través de la resolución 60/251, estableció la creación de un
Consejo de Derechos Humanos, el cual tiene la obligación

de realizar un examen periódico universal (EPU) sobre los
avances y retrocesos de cada uno de los países miembros
de la ONU.1

México fue evaluado después de presentar su informe ofi-
cial en 2009 y obtuvo 91 recomendaciones de las cuales,
81 fueron aceptadas, 3 rechazadas y las demás comentadas
sin una posición clara al respecto.2

Cabe señalar que el informe oficial del Estado mexicano
estuvo acompañado de otros informes alternativos hechos
por las organizaciones civiles, las cuales expresaban real-
mente las preocupaciones y las principales violaciones a
los derechos humanos cometidos por el gobierno en turno.
Es de señalar que la información proporcionada por las or-
ganizaciones civiles distaba mucho de la versión oficial.

Una de las principales preocupaciones por este tipo de or-
ganizaciones, fue el altísimo índice de pobreza y las cons-
tantes  violaciones en contra de grupos indígenas y campe-
sinos, que con mayor frecuencia son despojados
injustamente de sus tierras por las autoridades, y obligados
a recibir pagos ridículos por las mismas.

Dentro de las principales formas jurídicas para atentar en
contra de la propiedad de las tierras está el decreto expro-
piatorio, el cual se trata de un acto unilateral emitido por
los titulares de la administración pública federal o estatal,
cuyo fin es privar a los propietarios, privados o sociales,
del uso, goce, disfrute y disposición de sus bienes “por cau-
sa de utilidad pública”.3

Dicha figura viene de los años cardenistas, y era utilizada
para privilegiar el bien común. Sin embargo, en últimas fe-
chas es utilizada principalmente para fomentar el lucro in-
dividual en detrimento del bien común y de la propiedad
social.

La expropiación es el mecanismo más utilizado por el Es-
tado mexicano para poner en marcha grandes proyectos y
obras públicas, que luego son entregadas a los particulares
para su explotación, como las presas hidroeléctricas, las ca-
rreteras y otros megaproyectos.

Ejemplo de lo anterior, son las presas de La Angostura y
Chicoasén, en Chiapas; Miguel Alemán y Cerro de Oro, en
Oaxaca; El Caracol, en Guerrero; La 02, en Hidalgo, y Luis
Donaldo Colosio, en Sinaloa, las cuales desplazaron a mi-
llares de indígenas de sus lugares de origen y provocaron
serios daños al medio ambiente, de los cuales nadie se hi-
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zo responsable. Eso sin mencionar que a la fecha existen
cientos de afectados que aún no reciben su indemnización.4

Por lo anterior, el Consejo de Derechos Humanos realizó la
recomendación número 77, la cual establece que “el Esta-
do mexicano debe adoptar las medidas necesarias para ga-
rantizar el derecho de los pueblos indígenas u otras comu-
nidades marginadas afectadas por el desarrollo económico
de planificación o proyectos y ser consultada de manera
adecuada y justa”.5

Sin embargo, nada de lo anterior se cumple. Los conflictos
originados por la construcción de megaproyectos  y el des-
pojo indiscriminado de tierras y recursos naturales se si-
guen ejecutando sin la información respectiva, ni las con-
sultas previas a las comunidades afectadas.

Hoy nos encontramos con un caso similar en el Estado de
Tlaxcala, donde habitantes de los ejidos de José María Mo-
relos Buenavista, en el municipio de Tlaxco, fueron notifi-
cados por el delegado de la Secretaría de Desarrollo Agra-
rio, Territorial y Urbano, el ciudadano José Gregorio
Sergio Pintor Castillo, y el delegado de la Procuraduría
Agraria, licenciado Francisco Cuellar García, sobre un de-
creto de expropiación que los despoja injustamente de sus
tierras.

Dicho decreto establece la expropiación de 838 hectáreas
de terrenos ejidales de José María Morelos Buenavista, el
cual será pagado conforme al avalúo que emita el Instituto
de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales (Indaa-
bin).

Sin embargo, autoridades y ejidatarios de dicha comunidad
comentan que representantes del gobierno del estado argu-
mentaron que el pago por metro cuadrado no pasará de 15
o 20 pesos, el cual sólo se compara con lo que se pretendía
pagar a comuneros de San Salvador Atenco.

A partir del 24 de julio de 2008, el gobierno federal autori-
zó al gobierno de Tlaxcala la construcción de un punto lo-
gístico multimodal de transportación o puerto seco, y le
asignó inicialmente un presupuesto de 100 millones de pe-
sos para iniciar los trabajos.

Dicho proyecto contempla la construcción de 2 mil 820.5
hectáreas, divididos en: recintos fiscalizados estratégicos
(354 hectáreas), aduana interior multimodal (39 hectáreas),
zona de negocios y servicios (135 hectáreas), turismo
(350), 2 parques industriales (590 hectáreas), terminal Gra-

nelera (34.5 hectáreas), terminal de carga multimodal (82
hectáreas), zona de habitación (1000 hectáreas), aeropuer-
to (161 hectáreas) y Abasto, salud y educación (75 hectá-
reas).

Este proyecto contempla un gasto aproximado de 30 mil
millones de dólares, con miras a iniciarse en 2015, pero
aún sin fecha estimada para su entrega, por lo que habitan-
tes de los ejidos afectados han buscado reunirse con fun-
cionarios de la Sedatu y con el gobernador de Tlaxcala,
Mariano González Zarur, a fin de poder reevaluar la situa-
ción y así, no tener que abandonar sus tierras, ya que estas
forman parte de su fuente de trabajo y este proyecto, los ex-
cluye desde su inicio de los beneficios del desarrollo que
genera al querer humillarlos con un pago indigno e injusto
de la tierra.

Es importante señalar que los ejidatarios involucrados no
se oponen al desarrollo de la entidad, siempre y cuando ob-
tengan pagos justos por sus tierras y se les brinde la opor-
tunidad de integrarse activamente en la construcción de di-
cho proyecto. Es decir, en funciones de proveedor,
transporte y mano de obra. Además de que una vez termi-
nado el proyecto estos tengan la premisa de ser contratados
antes que ciudadanos de otras entidades.

Desafortunadamente, la situación no dista mucho de lo que
sucede actualmente con la implementación de proyectos en
materia de agricultura, minería e infraestructura, entre
otros. 

Al igual que hace cuatro años los abusos cometidos en con-
tra de grupos indígenas y campesinos siguen vigentes. Por
lo que es necesario implantar mecanismos que permitan la
participación ciudadana en la planeación, implementación
y evaluación de las políticas públicas, siempre en pro de
los derechos humanos, y que tomen en cuenta una visión
integral e incluyente.

Derivado de lo anterior, someto a consideración del pleno
los siguientes 

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al secretario de Desarrollo Agrario
Territorial y Urbano, al procurador Agrario, al titular del
Registro Agrario Nacional, al gobernador de Tlaxcala, y al
secretario de Comunicaciones y Transportes para que de
manera inmediata se establezca una mesa de trabajo con
los habitantes del ejido José María Morelos Buenavista, a
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efecto de establecer las condiciones del proyecto y los pa-
gos justos por la adquisición de sus tierras.

Segundo. Se exhorta al gobernador de Tlaxcala,  Mariano
González Zarur, para que en el ejercicio de sus facultades
se integren dentro del proyecto Puerto Interior de Tlaxcala,
un centro tecnológico con planes de estudio afines a la in-
dustria, que brinde educación a nivel profesional a los ha-
bitantes del ejido María Morelos Buenavista, garantizán-
doles a futuro la integración a puesto laborales, dentro del
proyecto multimodal.

Tercero. Se exhorta al secretario de Comunicaciones y
Transportes para que en el ejercicio de sus facultades se in-
tegren dentro del proyecto Puerto Interior de Tlaxcala, un
centro deportivo que ayude a la integración de grupos y al
sano desarrollo de los habitantes del ejido José María Mo-
relos Buenavista.

Cuarto. Se exhorta al secretario de Comunicaciones y
Transportes para que una vez concluido el proyecto Puerto
Interior de Tlaxcala, se les de la preminencia laboral como
proveedores de bienes y servicios generales, transporte y
mano de obra a los habitantes del ejido José María More-
los Buenavista, con la finalidad de llevar a cabo lo estable-
cido en la recomendación número 77 del Consejo de Dere-
chos Humanos de las Naciones Unidas.

Notas:

1 http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/hrcouncil/docs/A.RES.
60.251._Sp.pdf

2 http://www.cndh.org.mx/Recomendaciones_Generales

3 http://desinformemonos.org/PDF/lopezbarcenas.pdf

4 Ídem.

5 http://dfensor.cdhdf.org.mx/DFensor_01_2014.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2014.— Diputado
Ricardo Monreal Ávila (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.
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Estudio detallado en obra pública y servicios
urbanos en el Distrito Federal: 96

Acciones para rescatar los espacios públicos
abandonados y deteriorados en las 16 delega-
ciones en el Distrito Federal: 75

Ley Federal del Trabajo: 37, 42

Denominar con el nombre de Octavio Paz el
patio central de la Ciudad de los Libros: 45

Terminación y debida operación de la Línea
12 del Metro: 52

Inspeccionar las áreas respectivas y los traba-
jos realizados en los pocitos verticales de car-
bón en Coahuila: 89

Programa de coinversión social Apoyo a Mu-
jeres Cuidadoras, del Congreso de la Unión: 
78

Fortalecer la toma de decisiones en la Secre-
taría de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les para la atención de sequías e inundaciones: 
63

Código Fiscal de la Federación: 40

Daño causado a los clientes por el deficiente
servicio de telefonía celular: 93

Proyectos mineros e hidroeléctricos que ame-
nazan la sierra nororiental de Puebla: 60

Modificar el artículo 24 del Reglamento de la
Ley Federal de Radio y Televisión, en materia
de Concesiones, Permisos y Contenido de las
Transmisiones de Radio y Televisión: 46

Proyecto de limpieza, desazolve y entuba-
miento del Río de los Remedios: 62

Actividades de inspección en las minas de
carbón para garantizar condiciones laborales
dignas y seguras: 94
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Integrar en el subsidio destinado a la seguri-
dad pública todos los municipios que regis-
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los fondos que administran las Afore: 98
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